
 

“El Vicepresidente: una figura conflictiva en el binomio 

presidencial” 

 

Autora: Sofía Lazzari  

Email: sofia.lazzari08@gmail.com 

Teléfono: 15-3662-3474  

Fecha de Presentación: Diciembre del 2014  

Tutor: Lic. Claudio Hontakly  

 

 

UNIVERSIDAD DEL SALVADOR  

Facultad de Ciencias Sociales  

Carrera de Ciencia Política 

mailto:sofia.lazzari08@gmail.com


2 
 

Contenido 

1. Introducción .................................................................................................................................... 3 

1.1 Metodología y objetivos de investigación ................................................................................ 6 

2 Marco Teórico .................................................................................................................................. 9 

2.1 Precisiones conceptuales .......................................................................................................... 9 

2.1.1 Gobierno y régimen............................................................................................................ 9 

2.1.2 Presidencialismo, parlamentarismo y semi-presidencialismo ........................................... 9 

2.1.3 Presidencialismo: competitivo o semi-competitivo ......................................................... 13 

2.2 Estado del arte ........................................................................................................................ 16 

2.2.2 Tipologías ......................................................................................................................... 17 

2.2.3 Selección de candidatos ................................................................................................... 21 

3 Desarrollo ....................................................................................................................................... 24 

3.1 Normativa ................................................................................................................................ 24 

3.1.1 Poder Ejecutivo: ¿unipersonal o dual? ............................................................................. 24 

3.1.2 Funciones del vicepresidente ........................................................................................... 26 

3.1.3 Situaciones de acefalía ..................................................................................................... 27 

3.2 Marco regional ........................................................................................................................ 30 

3.3 Antecedentes .......................................................................................................................... 33 

3.4. Estudio de casos ..................................................................................................................... 54 

3.4.1 Arturo Frondizi – Alejandro Gómez.................................................................................. 54 

3.4.2 Cristina Fernández de Kirchner – Julio César Cleto Cobos ............................................... 67 

4. Análisis comparativo ..................................................................................................................... 83 

5. Conclusiones.................................................................................................................................. 91 

6. Bibliografía .................................................................................................................................... 94 

 

 



3 
 

1. Introducción 

 

Una de las temáticas menos exploradas en la literatura de la disciplina ha sido el rol 

de la vicepresidencia en los regímenes presidenciales de América Latina. Los gobiernos 

han contemplado de distinta manera la figura de los vicepresidentes; en gran parte de los 

países de la región, el vicepresidente es electo al mismo tiempo que el presidente en los 

comicios generales1. Dentro de este conglomerado, existen países en los cuales esta figura 

tiene la responsabilidad de ser el presidente del Senado, mientras que en otros solo se 

refugia en su función principal que es la de reemplazar al presidente en situaciones de 

ausencia temporal o definitiva. Incluso hay textos constitucionales que no definen las 

atribuciones del vicepresidente por separado, sino que terminan siendo las mismas que las 

del presidente.  

Más aun, en algunos países se contempla la existencia de dos vicepresidentes en el 

Poder Ejecutivo. Por ejemplo, en los comicios generales de Perú, la ciudadanía tiene la 

posibilidad de elegir al presidente y, al mismo tiempo, al Primer y Segundo. Este último 

ejercerá la presidencia cuando sus antecesores estén imposibilitados de hacerlo. En el caso 

de que no pueda, lo hará el Presidente del Congreso. Si este impedimento es permanente, 

debe convocar a elecciones populares.  

De la misma manera, la Constitución de Panamá creada en 1972 proponía la 

existencia de dos vicepresidentes para consolidar la línea de sucesión presidencial. 

Estipulaba, además, que cuando estos no podían ejercer la presidencia, lo haría uno de los 

Ministros de Estado, quien debía cumplir los requisitos necesarios para ser presidente, y 

tendría el título de Ministro Encargado de la Presidencia de la República. 

Sin embargo, existen casos que no contemplan la elección del vicepresidente por el 

sufragio popular. El artículo 236, inciso 3 de la Constitución venezolana establece que una 

de las atribuciones y obligaciones del Presidente de la República es nombrar y remover al 

Vicepresidente Ejecutivo. Además, las funciones que se le adjudican están supeditadas a la 

conformidad del Presidente. Desde el año 1999, momento en el cual Hugo Chávez Frías 

                                                           
1 Estos son: Bolivia, Colombia, Brasil, Ecuador, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, 

Paraguay, Perú y Uruguay. 
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(1954-2013) asumió la presidencia hasta su fallecimiento, designó ocho vicepresidentes 

para acompañarlo en las tareas ejecutivas.  

Por otra parte, en Chile se contempla que si el presidente se ausenta temporalmente 

—ya sea por enfermedad, ausencia del territorio u otro motivo— y el Presidente no puede 

ejercer su cargo, se le otorgará el carácter de Vicepresidente de la República al Ministro 

titular a quien corresponda de acuerdo con el orden de precedencia legal. A falta de este, la 

subrogación corresponderá al Ministro titular que siga en ese orden de precedencia. En el 

caso de que ninguno de ellos pueda ejercer la presidencia, el Presidente del Senado (electo 

por el sufragio popular) podrá ejercer el cargo de Vicepresidente. 

Asimismo, en México, de acuerdo al artículo 84 de la Constitución, en caso de falta 

absoluta del presidente el Congreso nombrará al presidente interino o sustituto en un 

término de sesenta días aproximadamente. Mientras esto ocurra, el secretario de 

gobernación —nombrado por el presidente— asumirá provisionalmente la titularidad del 

Poder Ejecutivo. Cuando haya una falta absoluta del presidente en los dos primeros años 

del periodo respectivo, se requiere que, por lo menos, las dos terceras partes del número 

total de los miembros de cada cámara legislativa constituya un colegio electoral. De esta 

manera, nombrará en escrutinio secreto y por mayoría absoluta de votos un presidente 

interino en los términos que disponga la ley del congreso. 

 

A partir de la reforma de 1994, Argentina forma parte del grupo de países que 

establece en su Constitución Nacional que el vicepresidente, junto al presidente, son 

elegidos directamente por la ciudadanía, por un sistema de mayoría absoluta con doble 

vuelta. A pesar de esta congruencia, en reiteradas oportunidades los vicepresidentes han 

protagonizado episodios de conflictividad con el presidente. La renuncia anticipada de 

Carlos “Chacho” Alvarez en el gobierno de la Alianza o el voto de desempate del Julio 

Cobos contra el proyecto del oficialismo forman parte de varios ejemplos donde el 

vicepresidente incide tajantemente en el desenvolvimiento de las relaciones en el Poder 

Ejecutivo, y además, en la estabilidad política del país. Los vicepresidentes en Argentina 

han propiciado distintas situaciones de conflicto que les otorgaron una mayor visibilidad y, 

en algunos casos, activaron el mecanismo de sucesión presidencial. 
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Al respecto existe una amplia literatura especializada en explicar las situaciones de 

conflicto desarrolladas en América Latina. Pérez-Liñan (2007) identifica un patrón de 

inestabilidad en la región en la década de los 90´ a partir del surgimiento de múltiples crisis 

de juicio político, como resultado de conflictos entre el Poder Ejecutivo y el Poder 

Legislativo. Por otro lado, Mainwaring y Shugart (1997) consideran que ciertos aspectos 

institucionales como la conformación del sistema de partidos, las atribuciones del 

presidente o la coherencia interna de los partidos condicionan ciertas situaciones de 

inestabilidad (como en el caso brasilero).  

El caso argentino ha sido uno de los escenarios de inestabilidad presidencial más 

estudiados. La rigidez de los presidencialismos como limitante del margen de acción del 

presidente (Marsteintredet, 2007) y en sintonía, la falta de incentivos de estos para 

funcionar de manera estable (Valenzuela, 2007); las salidas presidenciales como 

mecanismos de cooperación entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo (Mustapic, 

2003 y 2006); los fenómenos de mayoría y minoría legislativa en combinación con la 

naturaleza partidaria de los gobiernos (Carrizo y Galván, 2006); la distribución de recursos 

públicos del presidente como herramienta de disciplinamiento pero también de resistencia 

de los legisladores (Bonvecchi y Zelaznik, 2012); el comportamiento de la sociedad civil, a 

través de protestas y manifestaciones callejeras, como desafiante de la investidura 

presidencial, y por tanto, desestabilizador del régimen (Kochstetler, 2008; Herrera, 2007), 

han sido algunas de las explicaciones predominantes de la literatura a la hora de abordar las 

situaciones de conflicto en la región, y, también, en Argentina.  

A partir de lo expuesto, es fundamental indagar sobre las situaciones de conflicto en 

Argentina, no solo a partir de los distintos aspectos políticos e institucionales, como se ha 

estudiado, sino también a partir de las relaciones dentro del Poder Ejecutivo. Las 

manifestaciones de conflictos políticos dentro del régimen presidencial argentino nos 

demandan la necesidad de buscar otras explicaciones. Por lo tanto, ahondaremos en el 

análisis de la figura del vicepresidente como uno de los factores relevantes para explicar 

determinadas situaciones de conflictividad en el escenario político argentino. 
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1.1 Metodología y objetivos de investigación 

 
Como anticipamos, el objetivo principal del presente trabajo es contribuir al estado 

del arte sobre el rol de los vicepresidentes en la historia política argentina. Por esta razón, 

estudiaremos cómo se manifiesta la relación entre el presidente y el vicepresidente en 

distintos momentos de nuestra historia. En este sentido, aplicaremos un diseño explicativo a 

partir de dos variables cualitativas. En primer lugar, analizaremos el carácter de la fórmula 

presidencial basándonos en el origen partidario de cada uno: si pertenecen al mismo partido 

o a una coalición en la cual representan a dos o varias fuerzas políticas. En segundo lugar, 

estudiaremos el mecanismo de selección de los candidatos, es decir, el método utilizado por 

los partidos políticos para elegir a las figuras que competirán en los comicios junto a 

candidatos de otros partidos. En base a esto, interpretamos que cuando el presidente y el 

vicepresidente provienen de distintos partidos políticos y, al mismo tiempo, existe un 

mecanismo de selección de candidatos excluyente existirá una mayor tendencia a la 

conflictividad con el presidente, que cuando dichos aspectos no existen. 

Para este estudio, recurrimos a fuentes secundarias; en cuanto al apartado 

normativo, se utilizan los registros oficiales de legislación argentina y la Constitución 

Nacional, y en cuanto a la exposición de los casos históricos y contemporáneos2, 

recurrimos a discursos oficiales, declaraciones, artículos de diarios e investigaciones 

especializadas en el tema. 

Este trabajo se estructurará de la siguiente manera: en primer lugar, exploraremos 

los estudios relacionados con los aspectos fundamentales de los distintos regímenes 

políticos. Según nuestra perspectiva, es fundamental profundizar sobre los sistemas 

políticos más empleados en el mundo para contextualizar nuestro análisis. Además, 

expondremos las tipologías de los politólogos Ariel Sribman3 y Mario Serrafero4, que serán 

fundamentales para entender la dinámica entre el presidente y el vicepresidente. 

                                                           
2 Consideramos las fórmulas: Cristina Fernández de Kirchner - Julio Cobos  y Fernando De La Rúa – Carlos 

“Chacho” Álvarez como casos contemporáneos puesto que gobernaron luego del advenimiento de la 

democracia del año 1983. 
3 Politólogo, Doctorado en Procesos Políticos Contemporáneos de la Universidad de Salamanca. Autor de 

“Las Vicepresidencias” Ed. Salamanca. 



7 
 

Luego, explicitaremos las atribuciones constitucionales del vicepresidente de la 

nación y el debate teórico respecto a la naturaleza del Poder Ejecutivo de la República 

Argentina. De la misma manera, ahondaremos en el mecanismo de sucesión presidencial, el 

cual ha sido modificado y aparece como una herramienta fundamental para evaluar esta 

figura.  

  Cabe destacar que nuestro interés se basa en casos donde predomine la 

conflictividad, producto de las diferencias entre los mandatarios, con el fin de identificar 

los factores relevantes que inciden en esta dinámica. Por este motivo, analizaremos diversos 

ejemplos históricos con tales características en los cuales diferenciamos a los gobiernos con 

sucesión y sin sucesión. En el primer caso, el presidente se ve obligado a dejar su cargo por 

distintas razones (padecimiento de una grave enfermedad, renuncia o incluso 

fallecimiento), y por tanto, el vicepresidente abandona su rol para ocupar el cargo de 

presidente. Las fórmulas de gobierno correspondientes al primer grupo son: Miguel Ángel 

Juárez Celman (1886-1890) – Carlos Pellegrini (1890-1892); Luis Sáenz Peña (1892-1895) 

– José Evaristo Uriburu (1895-1898); Manuel Quintana (1904-1906) – José Figueroa 

Alcorta (1906-1910); Roque Sáenz Peña (1910-1914) – Victorino de la Plaza (1914-1916); 

Roberto M. Ortiz (1938-1942) – Ramón Castillo (1942- 1943); Fernando De la Rúa – 

Carlos “Chacho” Álvarez. Cada una de ellas aporta elementos relevantes para comprender 

la figura del vicepresidente, como veremos más adelante. 

En el segundo, el vicepresidente se mantiene en su cargo, sin reemplazar al 

presidente de la nación. En este caso, seleccionamos la fórmula de Arturo Frondizi (1908-

1995) y Alejandro Gómez (1905-2005), –éste último ejerció el cargo de la vicepresidencia 

desde el 1° de mayo de 1958 hasta su renuncia del día 18 de noviembre del mismo año– y 

el binomio de Cristina Fernández de Kirchner (1953-) y Julio César Cleto Cobos (1955-) 

quien concluyó su mandato que se extendió desde el 10 de diciembre de 2007 al 10 de 

diciembre de 2011. Haremos un mayor hincapié en ambas situaciones puesto que 

conforman, quizás, los conflictos más importantes entre compañeros de fórmula, de la 

historia contemporánea argentina. 

                                                                                                                                                                                 
4 Doctor en Ciencia Política (Instituto Universitario Ortega y Gasset, Universidad Complutense de Madrid), 

Doctor en Derecho (UBA), diplomado en la Especialización en Derecho Constitucional y Ciencia Política 

(Centro de Estudios Constitucionales, Madrid), entre otros estudios.  
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Luego de exponer la presentación de los casos, los analizaremos comparativamente 

aplicando la literatura respectiva a los vicepresidentes. 
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2 Marco Teórico 

2.1 Precisiones conceptuales 

2.1.1 Gobierno y régimen 

Para evaluar con mayor precisión los posibles cambios o continuidades en 

sucesiones presidenciales, creemos pertinente distinguir los conceptos de gobierno y 

régimen. Si bien en la literatura politológica existen innumerables definiciones al respecto, 

extraemos la conceptualización que realizan Bobbio, Matteuci y Pasquino quienes definen 

un gobierno como “el conjunto de órganos a los que institucionalmente les está confiado el 

ejercicio del poder” (Bobbio, Matteuci y Pasquino, 1983:710), mientras que un régimen 

político es “un conjunto de instituciones que regulan la lucha por el poder y el ejercicio del 

poder y de los valores que animan la vida de tales instituciones” (1362) 5. 

2.1.2 Presidencialismo, parlamentarismo y semi-presidencialismo 

En este trabajo de tesis analizaremos distintos casos históricos que presentan 

características particulares en sus sistemas políticos. Si bien todos están enmarcados en un 

sistema presidencialista, debemos, en primera instancia, identificar los rasgos más 

relevantes de este sistema, para luego, adentrarnos en sus distintas variantes.6  

Una de las diferenciaciones clásicas de los sistemas políticos es la del politólogo 

Giovanni Sartori (1924-) que identifica los presidencialismos y los parlamentarismos. Para 

considerar un sistema como presidencialista, deben cumplirse tres criterios. El primero es la 

elección popular directa o casi directa7 del jefe de Estado por un tiempo determinado, del 

cual se extrae que es una condición definitoria y necesaria pero de ninguna manera es 

suficiente (Sartori, 1994). Por tal motivo, existen diversos países como Austria, Irlanda e 

                                                           
5 Véase Morlino, Leonardo, Como cambian los regímenes políticos (Madrid: Centro de Estudios 

Constitucionales, 1985); Strasser, Carlos, Teoría del Estado (Buenos Aires: Abeledo-Perrot, 1986). Para una 

distinción clásica de los regímenes véase Sartori, Giovanni, Qué es la democracia? Taurus, 1st edition, 2003). 

Para instituciones formales e informales véase O´Donnell, Guillermo, Modernización y autoritarismo 

(Buenos Aires: Paidós, 1972) y Otra institucionalización, (Buenos Aires: Ágora Cuaderno Estudios Políticos, 

1996). 
6 Como se explica, la idea de este apartado es aplicar el método de la escala de abstracción sartoriana. De este 

modo, podremos brindar una apreciación global de los distintos sistemas políticos (presidencialismo, 

parlamentarismo, semi-presidencialismo). Posteriormente, nos centraremos en el presidencialismo y 

analizaremos algunas de las variantes que posee.  
7 Se entiende por “casi directa” el mecanismo indirecto de colegio electoral. Un ejemplo de ello se ejerció en 

la República Argentina hasta 1994. 
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Islandia que, a pesar de la posibilidad de elección del gobernante, tienden a ser sistemas 

parlamentarios o semi presidenciales (Duverger, 1980). El segundo criterio corresponde a 

que el Poder Ejecutivo no puede ser designado o desplazado por el Poder Legislativo: el 

Presidente de la Nación es el encargado de nombrar a los miembros del gabinete. A partir 

de ello, aun cuando el Parlamento tenga la potestad de destituir a un ministro, el Presidente 

es el encargado de convocar unilateralmente a otro. El tercer criterio consiste en no admitir 

una autoridad dual; por esta razón, el Presidente de la Nación dirige al Poder Ejecutivo. Si 

ocurre  lo contrario, nos encontramos frente a un tipo de variación. 

Sartori (1994) considera que el modelo de Estados Unidos es de los pocos 

presidencialismos que ha funcionado positivamente. Una de las principales explicaciones es 

la existencia de la separación de poderes la cual impide al Parlamento interferir en los 

asuntos internos del Ejecutivo, y, particularmente, destituir al Presidente. De la misma 

manera, este último no tiene la potestad para disolver al Parlamento. Además, diversos 

autores consideran que su singularidad proviene del sistema de balances y contrapesos en el 

cual se limitan los Poderes Ejecutivo y Legislativo. En el modelo de Washington, el poder 

Ejecutivo subsiste separado, por derecho propio, como un organismo autónomo (Sartori; 

1994: 102). Sin embargo, este sistema tiene una maquinaria constitucional diseñada para 

una parálisis gubernamental: desde los años cincuenta en adelante, Estados Unidos ha 

contado con un gobierno dividido donde la mayoría parlamentaria proviene de un partido 

político diferente al que dirige el Poder Ejecutivo.  

Con la existencia de la falta de principios ideológicos, partidos débiles e 

indisciplinados y una política centrada en los asuntos locales (Sartori; 1994: 104) es posible 

que un presidente pueda negociar votos favorables a sus iniciativas legislativas. De esta 

manera, el buen funcionamiento del sistema presidencialista estadounidense se explica no 

por lo establecido en su Constitución sino por los acuerdos referidos a favores políticos 

entre los legisladores.  

Por el contrario, el autor considera que en Latinoamérica, donde hay mayor número 

de sistemas presidenciales, se manifiestan rasgos de fragilidad e inestabilidad política. La 

literatura clásica sostiene que la mayoría de los presidentes latinoamericanos tienen graves 

problemas para implementar sus programas de gobierno. Existieron diversos intentos para 
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incrementar el poder de los mandatarios a través de reformas constitucionales (como por 

ejemplo, el caso de Chile en 1989) pero también tantos otros para disminuirlo. Pese a esto, 

desde la perspectiva de Sartori, el verdadero problema no reside en la presencia o no de 

poder del Presidente, sino en la deficiente división de poderes en los presidencialismos 

latinoamericanos.  

La característica principal de los sistemas parlamentarios es la inexistencia de una 

separación de poderes, sino que el Poder Ejecutivo-Legislativo se comparte. Esto implica 

que el Ejecutivo, personificado en el Primer Ministro, es designado y apoyado, pero 

también destituido por el Parlamento. De igual manera, este tiene la potestad de disolver el 

Parlamento y convocar a elecciones para la conformación de uno nuevo. No obstante, lo 

segundo es una posibilidad esporádica y por tanto, menos restrictiva mientras que el 

Parlamento puede aplicar un control continuo sobre la legislación (Sartori; 1994: 116).   

El poder del mandatario puede ser clasificado de acuerdo al tipo de parlamentarismo 

y describe tres sistemas: el sistema inglés, el alemán y el ordinario. En el sistema inglés, el 

primer ministro es un primus (primero) por encima de sus desiguales, es decir, tiene un 

mayor margen de acción para elegir y descartar a sus ministros. También es el jefe del 

partido y existen posibilidades muy reducidas de que el Parlamento lo destituya. En el 

sistema alemán, el funcionario es un primus entre desiguales puesto que no tiene tanta 

preeminencia entre los demás. No siempre es el líder del partido de gobierno pero aun así, 

el Parlamento no suele destituirlo, se espera, por el contrario, que se mantenga en el cargo a 

pesar del cambio del gabinete de ministros. Por último, en un sistema parlamentario 

ordinario, el primer ministro es un primus inter pares (entre iguales) lo cual implica que la 

conformación del gabinete no está contemplada sólo por él, sino que evidencia intereses de 

otros miembros del partido oficial. Además, usualmente, cuando renuncia el primer 

ministro, lo hace junto con su gabinete.      

En última instancia, Sartori (1994: 137) destaca los sistemas semi-presidenciales (en 

particular el francés), y los denomina “sistema mixto, basado en una estructura flexible de 

autoridad dual”. En este caso, el Poder Ejecutivo se divide entre un jefe de Estado (el 

Presidente) y un jefe de gobierno (Primer Ministro). El presidente es electo por el voto 

popular y el jefe de gobierno es designado por él, siendo, en principio, un representante de 
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la composición parlamentaria. El Primer Ministro se dedica a las tareas administrativas y 

asuntos políticos cotidianos, mientras que el jefe de Estado desempeña una función arbitral 

con los demás partidos garantizando el buen funcionamiento de las instituciones, procede al 

nombramiento de algunos miembros de las fuerzas armadas y decide sobre la política 

exterior. Más aún, entre las facultades que posee el presidente, se encuentra la capacidad de 

disolver la Asamblea Nacional, el órgano encargado de elegir a los primeros ministros. De 

esta manera, observamos cómo Parlamento se encuentra subordinado al Ejecutivo, y ambos 

a su vez a la voluntad popular. 

En suma, Juan José Linz (1926-2013) brinda una percepción clara sobre las 

particularidades de estos regímenes. Linz (1994) propone eliminar el presidencialismo de 

Latinoamérica y reemplazarlo por el parlamentarismo puesto que este último posee una 

mayor flexibilidad para reducir riesgos frente a una crisis política. Esto implica que los 

presidencialismos no estarían en condiciones de sobrevivir frente a situaciones de 

inestabilidad.   

En el presidencialismo, el jefe del Estado posee “total legitimidad democrática casi 

siempre con fuertes componentes plebiscitarios” (Linz, 1990: 12). Este factor puede entrar 

en conflicto con la idea de que los integrantes del Poder Legislativo poseen, de igual 

manera, la legitimidad del voto popular. Por tanto, no existe ningún principio democrático 

que logre resolver la siguiente disyuntiva: ¿quién tiene más legitimidad democrática para 

hablar y actuar en nombre del pueblo, el Presidente o el Congreso? Asimismo, el presidente 

es elegido por un mandato fijo, bajo normas constitucionales que impiden que pueda ser 

acortado o en ciertos casos reelegido. Por lo tanto, el argumento radica en que a pesar de 

que un presidente haya perdido su popularidad por determinadas circunstancias, no es 

impedido de finalizar su mandato. Si esta situación sucede en un sistema parlamentario, el 

Parlamento puede destituirlo o influenciarlo para que tome medidas aparentemente, para 

obtener un consenso social. En referencia a esto, el politólogo chileno Arturo Valenzuela 

(1944-) sostiene que “las crisis de los sistemas parlamentarios son crisis de gobierno, no de 

régimen” (Valenzuela, 1987: 34). 
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2.1.3 Presidencialismo: competitivo o semi-competitivo 

No todos los sistemas presidenciales son iguales. En efecto, podemos categorizarlos 

de acuerdo al nivel de competencia electoral. En esta oportunidad, tomaremos como 

referencia el análisis que realiza Andreas Schedler (1964-) que parte del supuesto de que las 

normas democráticas no se aplican perfectamente en ningún régimen político, ni siquiera en 

las democracias más consolidadas. A su vez, las elecciones son una condición necesaria 

pero no suficiente para considerar a un régimen como democrático. Por esta razón, existen 

“democracias electorales” que cumplen con los requisitos mínimos para ser consideradas 

como tales, pero también existen otros sistemas como “autocracias electorales” en los 

cuales se llevan a cabo procesos electorales pero mantienen un margen de ambivalencia en 

la competencia partidaria. En el primer caso, existe una cadena de elección democrática 

compuesta por siete eslabones, es decir, un número de condiciones básicas e indispensables 

para un régimen. Si se incumple alguna de estas, los comicios serán considerados no-

democráticos, puesto que al ser parte de una misma cadena, deja de tener esa forma. A 

continuación presentamos los siete requisitos:  
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Por el contrario, las autocracias electorales poseen una dinámica diferente. Schedler 

(2004) elabora una serie de posibles incumplimientos arbitrarios a los siete eslabones antes 

mencionados cometidos por los gobiernos autoritarios: 
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- Los comicios se desarrollan solo para cargos subordinados o poco relevantes de 

la esfera política, mientras que los cargos importantes no son sujetos a votación 

popular.8  

- Se recurre a la exclusión de ciertos actores políticos en la competencia electoral. 

En reiteradas ocasiones, se han aplicado métodos disuasivos para evitar 

candidaturas indeseadas, por prohibición de partidos, descalificación de ciertos 

candidatos, o incluso tentativas de asesinato (en Togo, en el año 1991) o el 

asesinato real de oponentes (en Armenia en 1994).  

- Con el objetivo de evitar que los votantes conozcan otras propuestas, los 

gobernantes autoritarios suelen restringir los canales de difusión de las 

candidaturas opositoras, mediante la prohibición de reuniones políticas, reparto 

de folletería o discursos públicos.  

- Se intenta controlar los resultados electorales a través de mecanismos informales 

de privación del voto de algunos sectores del electorado. De este modo, se 

recurre a la “limpieza étnica”, la persecución o a la eliminación física de 

minorías.   

- Los votantes suelen tener influencias externas vinculadas al ofrecimiento de 

dinero o poder para modificar su voto. Esto significa que las garantías de 

libertad e igualdad que establecen las normativas del régimen democrático, no 

se estarían respetando. 

- Las prácticas y reglas pre-electorales suelen ser tergiversadas a favor del 

oficialismo. El gobierno autoritario puede introducir sesgos en cualquier etapa 

de la administración de los comicios, desde el registro de los padrones hasta el 

recuento de votos y el escrutinio definitivo. Asimismo, recurren a la 

manipulación de los distritos electorales (malapportionment) para asegurar su 

victoria. 

- Finalmente, el gobierno autoritario puede estar supeditado a los intereses de 

otros grupos extra-oficiales. En la práctica, los “poderes tutelares” pueden 

influenciar al gobierno en decisiones importantes, pese a no haber sidos por el 

                                                           
8 El autor explicita el caso de Taiwan hasta principios de los años noventa, en Brasil durante el régimen 

autoritario (1964-1985) y en Marruecos en ese entonces. 
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voto popular. El caso más emblemático se ilustra en el poder ejercido por el 

sector militar en un golpe de Estado, posterior a la celebración de los comicios. 

De esta manera, se anulan los resultados electorales y probablemente, permita el 

traspaso a un cambio de régimen: de un autoritarismo electoral a un régimen 

autoritario cerrado (no electoral).  

En suma, destacamos el análisis que realiza Linz de los “sistemas semi-competitivos” 

donde las elecciones cumplen tres objetivos: en primera instancia, buscan “dar una base 

legal y formal en el seno de la vieja constitución democrática a los dirigentes 

antidemocráticos”; en segunda instancia, proporcionan una ocasión de una manifestación 

plebiscitaria, en forma de una “profesión de fe en masa”.”; finalmente, manifiestan “el 

poder real del partido en la calle y el control que ejerce sobre el Estado, (…) a facilitar la 

aceptación pasiva del régimen por los antiguos opositores” (Linz, 1982: 1). Más tarde, 

veremos cómo la experiencia argentina nos ilustra estos temas. 

2.2 Estado del arte 

2.2.1 Precepciones sobre la figura del vicepresidente 

A lo largo de la historia argentina, se presentaron distintas situaciones críticas que 

envolvieron a las figuras del presidente y el vicepresidente en una vorágine de conflictos e 

inestabilidad. Por esta razón, distintos pensadores se han encargado de estudiar y analizar 

los episodios de conflictividad en el Poder Ejecutivo. En general, abordan la temática desde 

un enfoque similar, el cual se caracteriza por una primera etapa de ejercicio del poder 

meramente previsible, y un segundo momento donde actúa el factor sorpresivo y el 

vicepresidente comienza a adquirir una mayor visibilidad. 

Sobre este fenómeno, Paul Groussac (1939:393) señala que es “una sala de espera 

cuyo ocupante suele pasar de la nada al todo; pero entonces deja de ser vice” y, en sintonía, 

el politólogo Mario Serrafero (1999) sostiene: “es una figura de la cual se espera no sólo 

lealtad, sino subordinación y hasta obediencia.” 

Para ilustrar estas afirmaciones, en el contexto del agravamiento de la salud del 

presidente Manuel Quintana (1835-1906) y del aislamiento del vicepresidente José 
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Figueroa Alcorta (1860-1931), Carlos Pellegrini (1846-1906) escribió que el mayor talento 

del vicepresidente era “aprender a callarse, estar mudo como una tumba, pero que al recibir 

críticas, debía esperar un tiempo para luego contestarlas.”9 También, en el panorama 

internacional, John Adams (1735-1826), el primer vicepresidente de los Estados Unidos 

durante el gobierno de George Washington (1732-1799), y luego, electo en 1792 como 

presidente, afirmó “I´m nothing, but I may be everything” (“No soy nada, pero puedo llegar 

a ser todo”). 

2.2.2 Tipologías  

El politólogo Ariel Sribman confeccionó una de las primeras tipologías de las 

situaciones que genera la figura del vicepresidente. Tuvo en consideración dos variables: la 

cantidad de poder que acumula el vicepresidente y el modo en que lo utiliza, para analizar 

el período democrático de la Argentina que se extiende desde el año 1983 hasta el año 

2009. En relación con la primera variable, el autor considera el poder del vicepresidente 

como abarcador de factores internos (el liderazgo partidario, el origen partidario, la 

gestación de la fórmula), externos (apoyos de otros grupos, apariciones en medios de 

comunicación) y de gestión (impacto de los conflictos en su poder, su actuación en el 

Ejecutivo y en el Senado).10 Con respecto a la segunda variable, Sribman define el modo en 

que el vicepresidente utiliza el poder como el modo en que este lo manifiesta frente al 

presidente, es decir, cómo es la relación entre ambos mandatarios. Para ello, presenta cuatro 

tipos de poder: subordinación, cooperación, tensión y conflicto.  

En primer lugar, la subordinación existe cuando el vicepresidente acata las órdenes 

jerarquizadas e incluso, favorece incesantemente la construcción de poder de la figura 

presidencial –relegando su propia figura a un segundo plano–, sin cuestionar en ninguna 

ocasión, las políticas de gobierno del presidente. Este tipo de relación, suele producirse 

cuando existe una asimetría de poder entre ambos y una percepción de que no puede ser 

                                                           
9 Carta escrita por Pellegrini a Miguel Cané (1851-1905),  Ministro del Interior en el gobierno de Luis Sáenz 

Peña (1822-1907) y Diputado Nacional por Buenos Aires de 1898-1904. 
10 El agrupamiento de las categorías es mío.  
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modificada. Esta situación caracterizó a Víctor Martínez, al primer mandato de Carlos 

Ruckauf, a Daniel Scioli y a los primeros años de gobierno de Julio Cobos.11  

En segunda instancia, la cooperación tiene lugar cuando el vicepresidente cuenta 

además con recursos de poder que le permiten elegir entre cooperar o enfrentar al 

presidente. No obstante, éste decide lo primero puesto que es lo más beneficioso. Existe un 

cierto grado de reciprocidad y horizontalidad, en la medida en que mantener la cooperación 

y el buen entendimiento no es incumbencia exclusiva del vicepresidente sino también del 

titular (Sribman, 2009:21). Deben existir, entonces, incentivos generados activamente por 

el primer mandatario para evitar la asfixia del vicepresidente y, por lo tanto, que se 

emprenda en “una búsqueda conflictiva de protagonismo” (22). El autor identifica las 

figuras de Eduardo Duhalde y Carlos “Chacho” Álvarez como cooperadores.  

En tercer lugar, la relación de tensión entre los mandatarios se produce cuando 

surgen determinados roces que se intentan solventar internamente. A diferencia del 

anterior, donde existe una relación que debe ser resguardada, en este caso hay una 

preexistencia de puntos de choque entre ambos y el vicepresidente generalmente no 

colabora con el Presidente pero aporta distintas soluciones para que el enfrentamiento no 

trascienda públicamente. Para ilustrar esta categorización, el autor toma la relación entre 

Menem y Ruckauf.  

Por último, el conflicto surge cuando las diferencias entre los magistrados son más 

profundas y difíciles de conciliar. Sribman lo interpreta como la necesidad de alguno de los 

dos de buscar el fortalecimiento propio en detrimento del otro. Esta situación tiende a 

generar cierta inestabilidad de gobierno que lo puede desestabilizar en mayor o menor 

medida.12 Para que se genere esta relación los mandatarios deben poseer cierta similitud en 

el grado de poder, lo que implica una amenaza continua entre ambos. Esto puede ocurrir, 

entonces, cuando el presidente no posee la capacidad política para remover al 

                                                           
11 El autor entiende, a su vez, que esta relación no es estática y puede transformarse en una relación de 

cooperación, tensión o conflicto.  
12 Esta categoría puede estar vinculada con la anterior. Incluso,  puede ser consecuencia de una instancia 

previa de “tensión”. 
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vicepresidente, y su vulnerabilidad se puede ver afectada. Esta relación de conflicto, a 

diferencia de las anteriores, difícilmente pueda mutar en otro tipo de relación.13  

A su vez, el pensador Mario Serrafero (2008) realiza una distinción entre tres 

situaciones o “fórmulas elementales” que envuelven al binomio presidencial, con el fin de 

comprender la naturaleza de la vicepresidencia, y cómo esta interactúa con la presidencia. 

Estas situaciones “generan distintas formas de vinculación y tendrán efectos políticos 

diferentes según las opciones que se abren en cada contexto o fórmula elemental” 

(Serrafero, 2008: 7). En primer lugar, estudia el “contexto o fórmula electoral”, que 

comprende el proceso de designación de candidatos, la modalidad y los procedimientos de 

selección, la elección del binomio en los comicios y los efectos que esto genera. Este 

contexto no solo implica el marco normativo en el que se desarrolla este proceso sino que 

también incluye los factores políticos internos que pueden jugar un rol igualmente 

relevante. En su trabajo, clasifica los binomios por el origen de procedencia ya que es 

equilibrada cuando comprende a un representante de la provincia de Buenos Aires y a uno 

del interior del país y es desequilibrada cuando comprende a dos candidatos de Buenos 

Aires o a dos del interior.  

Del mismo modo, Serrafero diferencia a los binomios presidenciales por el origen 

partidario, es decir, si están compuestos por una coalición de varias fuerzas (fórmulas 

mixtas) o ambos mandatarios provienen del mismo partido (fórmulas puras). En el primer 

caso, el autor distingue al binomio cuyas fuerzas tienen similar importancia (fórmula 

simétrica) de aquel en el cual una fuerza predomina por encima de otra (fórmula asimétrica) 

y, de la misma manera, a partir de la distancia ideológica entre ambos. Entonces, la 

clasificación será: polarizada, no polarizada o moderada. Por otra parte, las fórmulas puras 

se clasifican en absolutas en el caso de que pertenezcan a la misma facción del partido y en 

relativas en el caso contrario.  

Serrafero pondera la forma de designación del vicepresidente como otro factor que 

constituye al contexto o fórmula electoral. Denomina “fórmula institucional” (9) al binomio 

en el cual el candidato a vicepresidente es elegido por el partido, mientras que llama 

                                                           
13 Veremos ejemplos de este tipo de relación, más adelante. 
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“fórmula personal” al binomio cuyo candidato a vicepresidente es seleccionado por el 

propio candidato presidencial (9). Finalmente, los binomios cuyos integrantes tienen una 

previa experiencia institucional conforman una “fórmula experimentada”, mientras que 

denomina “fórmula semiexperimentada” a la compuesta por un solo mandatario con 

experiencia y “fórmula no experimentada” cuando ninguno de ellos la posee. 

La segunda situación corresponde al “contexto o fórmula de gobierno”, en el cual se 

estudian los modos de coexistencia de ambos mandatarios mientras ejercen sus funciones. 

En este caso, el factor político interno tiene un papel clave para ayudarnos a interpretar la 

dinámica de las relaciones entre el presidente y el vicepresidente. La tipología que 

desarrolla Serrafero incorpora en un extremo la identificación y la lealtad total del 

vicepresidente hacia el presidente (fórmula de solidaridad absoluta) y en el extremo 

opuesto, la situación en la cual existe máxima distancia ideológica y/o de estilo político 

(Serrafero, 2008: 11). Esto logra ocasionar conflictos graves que ponen en peligro la 

estabilidad del gobierno (fórmula no-solidaridad polarizada). A continuación, extraemos un 

cuadro analítico que expresa claramente la tipología: 

 

Por último, la tercera situación, la más relevante para este estudio, como contexto o 

“fórmula de sucesión”, se refiere a la supuesta continuidad automática que debería existir 

en el caso de que el vicepresidente reemplazara al presidente. El autor hace hincapié en las 
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actitudes y comportamientos de acercamiento y distanciamiento de los componentes de la 

fórmula (Serrafero, 2008: 11). Las categorías oscilan entre la fórmula solidaria absoluta –

circunstancia de lealtad total del vicepresidente–, solidarias relativas –el vicepresidente 

concuerda con los lineamientos políticos del presidente pero no se muestra activo en las 

políticas que se llevan a cabo–, y solidarias críticas –existen claras diferencias entre ambos 

en temas relevantes pero esto no impide una oposición total –. Por otro lado, explicita la 

fórmula no solidaria-moderada –existen diferencias significativas en varias cuestiones 

relevantes pero no llega a haber un conflicto explícito o bien existe una indiferencia mutua– 

y la no solidaria polarizada –existe un distanciamiento ideológico máximo que provoca 

conflictos graves–. Lo ilustramos en el siguiente cuadro: 

   

2.2.3 Selección de candidatos 

Existen diversas formas de analizar la selección de candidatos. Según Ranney 

(1981: 75), la selección es el “proceso predominantemente extralegal mediante el cual un 

partido político decide cuál de las personas legalmente elegibles para ocupar un cargo de 

elección popular será designada en la papeleta (…) como el candidato o lista de candidatos 

recomendados y apoyados por el partido.” Esta etapa previa a la elección popular es 

sumamente importante ya que evidencia la distribución de poder al interior de la 

organización partidaria. De esta manera, la naturaleza del partido está supeditada al proceso 

de nominación de los candidatos. Incluso, Rush (1969:4) afirma que la “selección es 

equivalente a la elección.” 
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Uno de los aspectos más relevantes del proceso de selección de candidatos es el 

selectorado, es decir, el cuerpo que elige a los candidatos. Best y Cotta (2000: 11) 

consideran que es “un actor intermediario importante en el proceso de reclutamiento.” 

Puede estar compuesto por una o muchas personas e incluso puede consistir en la totalidad 

del electorado. En este sentido, Rahat y Hazan (2001) realizan un continuo en el cual se 

clasifica al selectorado de cada partido y se extiende desde el incluyente al excluyente, de 

acuerdo a la cantidad de personas con posibilidad de decidir. En el extremo de inclusión, se 

encuentra el electorado el cual es la máxima expresión de inclusión. Los autores toman 

como ejemplo a las primarias abiertas estadounidenses. Con respecto a esto, De Luca, Jones 

y Tula (2006) indican que, en el caso argentino, se requiere un amplio poder de 

movilización partidaria para organizar primarias. Para ello, es necesario el apoyo de tres 

grupos: en primer lugar, del propio “aparato”, compuesto por dirigentes locales 

denominados “punteros”. En segundo lugar, los candidatos buscan obtener el apoyo de 

punteros que no están alineados con la facción rival. Finalmente, demandan la colaboración 

de otros grupos con gran capacidad de movilización como sindicatos, asociaciones de 

fomento, barras bravas, piqueteros, redes mafiosas, entre otros.14  

Las primarias cerradas, las cuales exigen que solo los afiliados elijan al candidato (o 

la lista) del partido del que se encuentran afiliados, son levemente menos inclusivas. 

Asimismo, las asambleas internas en las que los selectores son los miembros del partido se 

ubican más al centro del continuo. Pero existen partidos en los que no todas las facciones 

tienen la misma relevancia política. Algunas poseen un margen de acción muy elevado en 

detrimento de los sectores minoritarios del partido. De este modo, tienen la potestad de 

controlar todo el proceso y decidir la composición y la ubicación de los candidatos. Cuanto 

menos extensas sean estas “agencias partidistas”, más pequeño será el selectorado, y por 

ende, menor será su inclusión. En el mismo sentido, un selectorado conformado por una 

sola persona (el líder partidario) se encontrará en el extremo excluyente del continuo. Los 

distintos tipos de selectorados se resumen en la Figura 1: 

                                                           
14 Cabe aclarar que estos aspectos pueden encontrarse, no solo en elecciones internas, sino también en 

elecciones generales. Aun así, no pretendemos ahondar en las primarias abiertas puesto que no afecta 

directamente a la dinámica entre el presidente y vicepresidente, ya que en general, si estos atraviesan un 

proceso de primarias, lo realizan en conjunto y no por separado.  
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Existen distintas explicaciones sobre el motivo de la adopción de los métodos de 

selección de candidatos. Por ejemplo, Field (2006) interpreta que los sistemas que se 

encuentran en transición a la democracia pueden tender a desarrollar mecanismos de 

selección de candidatos excluyentes. La ausencia de instituciones formales, de partidos 

disciplinados y de un marco regulador de la competencia política desincentiva el 

surgimiento de nuevos grupos intra-partidarios que compitan con las élites consolidadas. La 

autora argumenta que este clima de incertidumbre le otorga un argumento creíble a los 

grupos que manipulan internamente el poder político. De este modo, fomenta un 

selectorado más reducido. También, Coppedge (1994), Arian (1979) y Thiébault (1988) 

relacionan escenarios de cambios institucionales o de formación del Estado con estos  

procedimientos restrictivos. En contraposición, O´Donnell y Schmitter (1986: 4) explican 

que los sistemas políticos institucionalizados cuentan con “una relativa estabilidad y 

predictibilidad de los parámetros sociales, económicos e institucionales.” En igual sentido, 

Field y Siavelis (2008) afirman que, en democracias consolidadas, los partidos son más 

organizados y esto genera que los líderes estén provistos de autonomía. Este escenario es 

propicio para la adopción de mecanismos de selección más inclusivos. Esto tampoco 

indicaría que en este tipo de sistemas políticos no existieran mecanismos de selección de 

candidatos excluyentes, pero en democracias de transición, este procedimiento es mucho 

más habitual.  
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3 Desarrollo 

3.1 Normativa  

3.1.1 Poder Ejecutivo: ¿unipersonal o dual? 

El artículo 87 de la Constitución Nacional argentina establece que “El Poder 

Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un ciudadano con el título de «Presidente de 

la Nación Argentina»” (art. 87, CN), es decir, se presenta al Poder Ejecutivo como un 

órgano unipersonal.  

Según la literatura clásica (Gelli, 2008; Sola, 2006; Ekmekdjián, 2007), este artículo 

de [nuestra] Constitución encuentra su referencia en el artículo II de la Constitución de los 

Estados Unidos ya que, se enuncia la misma idea.15 Sin embargo, si tomamos en 

consideración la perspectiva de uno de los juristas más reconocidos de la Argentina, Juan 

Vicente Sola, podríamos afirmar que  una de las expresiones utilizadas en la versión 

estadounidense (shall be vested, en español, “será desempeñado”) ha sido históricamente 

malinterpretada: se le adjudican las funciones del Poder Ejecutivo sólo al Presidente de los 

Estados Unidos. Pero no podría ser posible ya que no se estaría contemplando a los 

funcionarios que desempeñan funciones ejecutivas. En este sentido, tampoco se 

correspondería con la doctrina de los Estados Unidos donde “la división de poderes supone 

que todos los magistrados y funcionarios públicos integran alguno de los poderes y no 

existen órganos extra poder” (Sola, 2006:763). 

 Por otra parte, María Angélica Gelli afirma que el Poder Ejecutivo en Argentina 

posee un carácter fuertemente unipersonal, debido, particularmente, a las incorporaciones 

de la reforma constitucional del año 1994. Según la autora, estas reformas permitieron 

fortalecer las atribuciones al presidente de la nación, que incluyen la posibilidad de dictar 

decretos de necesidad y urgencia (art. 99, inc. 3, CN), decretos de promulgación parcial de 

leyes (art. 80, CN) y decretos delegados (art. 76, CN). Asimismo, refuta la postura que 

                                                           
15 “The executive Power shall be vested in a President of the United States of America. He shall hold his 

Office during the Term of four Years, and, together with the Vice President, chosen for the same Term, be 

elected, as follows” 
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sostiene que la introducción de la figura del Jefe de Gabinete de Ministros implicaría una 

atenuación del centralismo del Poder Ejecutivo.   

Gelli hace énfasis a las funciones que se le atribuyen al Jefe de Gabinete de 

Ministros en el artículo 100, inciso 4, de la Constitución Nacional, donde se establece que 

este debe: “Ejercer las funciones y atribuciones que le delegue el presidente de la Nación”, 

y además “hacer recaudar las rentas de la Nación y ejecutar la ley de presupuesto nacional” 

(art. 100, inc. 7, CN). Según esta afirmación, el presidente tiene, por un lado, la potestad de 

atribuirle al Jefe de Gabinete de Ministros una de las funciones más relevantes –la 

administración de las rentas del país– pero, por otro, este último está sujeto legalmente a la 

arbitrariedad del primero. De esta manera, la autora concluye que el Poder Ejecutivo 

continúa siendo un órgano fuertemente unipersonal ya que el Jefe de Gabinete y sus 

Ministros no forman parte del Poder Ejecutivo, a pesar de cumplir funciones en su órbita. 

En palabras de Gelli, estos funcionarios “(…) operan como secretarios de Estado del 

presidente de la Nación, quien los elige y remueve según su particular criterio político” 

(Gelli, 2008: 662). 

Desde otra perspectiva, el jurista Miguel Marienhoff sostiene que el Poder Ejecutivo 

tiene un carácter dual. El artículo 103 de la Constitución Nacional indica que los Ministros 

“(…) no pueden por sí solos, en ningún caso, tomar resoluciones, a excepción de lo 

concerniente al régimen económico y administrativo de sus respectivos departamentos.” 

Por esto, afirma que se les otorga una necesidad inalterable de recurrir al presidente para 

tomar decisiones relevantes (Marienhoff, 2011: 122). A partir de ello, Miguel Ekmekdjián 

(2007) también entiende que son responsables, en parte, de la gestión de la administración 

pública, pero la resolución definitiva continúa en manos del presidente de la nación. Si bien 

la ley 14.349, de Organización de los Ministerios, promulgada el 13 de junio de 1958, 

determina algunas facultades de los Ministros, lo dispuesto en la Constitución Nacional 

resulta inalterable.  

Para Marienhoff, no obstante, el presidente, en el caso de separar del cargo a un 

ministro que se niegue a refrendar su firma, debe indefectiblemente designar otra persona 

para que ocupe el cargo. Según el artículo 100 de la Constitución Nacional, los ministros 
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“refrendarán y legalizarán los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito 

carecen de eficacia”, por lo que resulta importante destacar que esta atribución permite 

fundamentar el carácter dual del Poder Ejecutivo. En este caso, en el refrendo y la 

legalización de los actos del presidente, se requiere la intervención mínima e indispensable, 

no solo de este sino también del ministro (o los ministros) del área (o las áreas) 

correspondiente. A su vez, los ministros son responsables penal, civil, administrativa y 

políticamente de sus actos con lo cual, en palabras de Ekmekdjián (2007: 484) “son mucho 

más que simples fedatarios autenticadores de la firma del presidente.”  

Para ilustrar la relevancia de estos cargos, Juan Vicente Sola menciona un 

antecedente histórico (y situación extraordinaria) en el cual los ministros asumieron 

directamente el Poder Ejecutivo. Al momento del fallecimiento del Vicepresidente Marcos 

Paz, el 2 de enero de 1868, el Presidente Bartolomé Mitre comandaba los ejércitos de la 

Triple Alianza. Frente a la situación de un gobierno acéfalo, los ministros  dictaron una 

resolución dictaminando que “[ellos] tomarán las resoluciones que fuesen indispensables 

para la marcha regular de la administración” (Sola, 2006:776).  

El debate en torno a la naturaleza unipersonal o colegiada del Poder Ejecutivo se 

centra en la exclusión o incorporación del órgano ministerial. En líneas generales, los 

autores coinciden en la preeminencia del Presidente con respecto a sus atributos 

constitucionales y de la normativa vigente. Sin embargo, difieren en la relevancia del Jefe 

de Gabinete y de los Ministros en la toma de decisiones ejecutivas.   

3.1.2 Funciones del vicepresidente 

Existen dudas sobre el lugar que ocupa el vicepresidente dentro del Poder Ejecutivo. 

Ekmekdjián afirma que el vicepresidente posee una naturaleza “híbrida” ya que, en primera 

instancia, no pertenece al Poder Ejecutivo en tanto no ejerza la titularidad del mismo, y 

tampoco al Senado de la Nación por el carácter federal de esta cámara. Por esta razón, [se] 

lo considera un “funcionario de reserva” (Ekmekdjián, 2007: 476).  

En relación con el segundo enunciado, el artículo 57 de la Constitución Nacional 

estipula: “El vicepresidente de la Nación será presidente del Senado; pero no tendrá voto 
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sino en el caso que haya empate en la votación.” Para el autor, esta característica le impide 

al vicepresidente formar parte del Poder Legislativo ya que, siendo el presidente de una de 

sus cámaras, debe mantener su carácter imparcial en las votaciones. Por consiguiente, el 

artículo 33 del reglamento de la Cámara de Senadores estipula que: “El presidente no 

discute ni opina sobre el asunto que se delibera. Sólo vota en caso de empate (…)”. El 

mecanismo en este caso es el siguiente: se deberá abrir una nueva discusión, se repetirá la 

votación y en caso de que vuelva a empatarse, decide el voto del presidente. Asimismo, en 

caso de ausencia del vicepresidente, el artículo 48 de la Constitución Nacional explicita: 

“El Senado nombrará un presidente provisorio que lo presida (…), o cuando éste [el 

vicepresidente] ejerce las funciones de presidente de la Nación.”  

3.1.3 Situaciones de acefalía 

El artículo 88 de la Constitución Nacional expresa: “En caso de enfermedad, 

ausencia de la Capital, muerte, renuncia o destitución del Presidente, el Poder Ejecutivo 

será ejercido por el vicepresidente de la Nación.” Este fragmento permite remarcar diversas 

cuestiones que giran en torno a la figura del vicepresidente. En primer lugar, existen dos 

tipos de causas de acefalía: las transitorias (referidas a situaciones circunstanciales como es 

una enfermedad o ausencia por viaje) y las definitivas o permanentes (por muerte, 

destitución, renuncia o inhabilidad permanente). En el caso de las primeras, el 

vicepresidente asume la función del presidente de manera provisoria hasta que logre 

reincorporarse a su cargo. Consideramos dicho punto relevante ya que el vicepresidente 

seguiría siendo vicepresidente de la nación, aun cumpliendo las funciones propias del 

presidente. Por otro lado, las causas definitivas o permanentes permiten al vicepresidente 

asumir también al cargo del presidente hasta tanto se concluya el mandato de cuatro años 

estipulado por la Constitución Nacional. En este caso, debe jurar como presidente (requisito 

indispensable para tal cargo) y dejar vacante el puesto de vicepresidente. En estas 

situaciones se percibe una acefalía parcial puesto que solo falta el presidente y, en ese caso, 

el vicepresidente es quien lo reemplaza.  

No obstante, el artículo 88 también estipula: “En caso de destitución, muerte, 

dimisión o inhabilidad del Presidente y Vicepresidente de la Nación, el Congreso 

determinará qué funcionario público ha de desempeñar la Presidencia, hasta que haya 
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cesado la causa de la inhabilidad o un nuevo presidente sea electo.” Ante esta situación, se 

crea una acefalía total –también denominada acefalía de la República (Ekmekdjián, 2007)– 

en la cual ambos se encuentran impedidos de ejercer la Presidencia. En el caso de que la 

causa sea transitoria, el que deba ocupar el cargo lo hará hasta tanto el presidente (o 

vicepresidente) reasuma sus funciones. Cuando la ausencia de ambos es definitiva, quien 

haya ocupado el cargo lo ejercerá hasta que el Congreso de la Nación reunido en Asamblea 

elija al nuevo presidente. El 28 de noviembre del año 2002, el Congreso de la Nación 

sancionó la ley 25.716, llamada Ley de Acefalía, que rige actualmente. 

El primer artículo de esta ley explicita la línea de sucesión presidencial que se debe 

estipular a partir de la acefalía total:  

“En caso de acefalía por falta de Presidente y Vicepresidente de la Nación, el 

Poder Ejecutivo será desempeñado transitoriamente en primer lugar por el Presidente 

Provisorio del Senado, en segundo lugar por el Presidente de la Cámara de Diputados 

y a falta de éstos, por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, hasta 

tanto el Congreso reunido en Asamblea, haga la designación a que se refiere el artículo 

88 de la Constitución Nacional” (art. 1, ley 25.716). 

Este apartado estipula lo que, de aquí en adelante, denominaremos “orden 

sucesorio”: a partir de la ausencia de ambas  figuras ejecutivas, el primer funcionario que 

debe estar a cargo del Poder Ejecutivo será el Presidente Provisorio del Senado. En el caso 

de que este no pueda ejercer dicha función, será el Presidente de la Cámara de Diputados, y 

así sucesivamente. El Congreso se reunirá a partir de las 48 horas de producirse la acefalía, 

“con la presencia de las dos terceras partes de los miembros de cada Cámara que la 

componen” (art. 2, ley 25.716).  

En caso de acefalía total y en existencia de presidente y vicepresidente elegidos 

anteriormente, la ley estipula que asumirán anticipadamente sus cargos. Este agregado se 

corresponde con  la situación que tuvo lugar en el año 1989 cuando el entonces presidente 

Raúl Alfonsín renunció seis meses antes de la finalización de su mandato, y en 

consecuencia, Carlos Menem junto al vicepresidente Eduardo Duhalde, ambos ya electos el 

14 de mayo de ese año, asumieron la primera magistratura del país. Se sostiene, de todas 
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maneras, que el tiempo que diferencia ese momento de asunción al momento en el cual 

debían asumir (sin considerar la situación extraordinaria), no se tiene en cuenta 

considerando la prohibición respectiva al artículo 90 de la Constitución Nacional. El 

artículo expresa: “El Presidente y vicepresidente duran en sus funciones el término de 

cuatro años y podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período 

consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser elegidos 

para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período” (art. 90, Constitución 

Nacional). 

Asimismo, esta ley fue modificada reiteradas veces a lo largo de la historia. En el 

año 1868, el fallecimiento del vicepresidente Marcos Paz y la ausencia temporal del 

presidente Bartolomé Mitre llevó al poder político, particularmente a los ministros, a 

hacerse cargo de la administración pública. Más tarde, el Congreso de la Nación, ante el 

afán de suplir la ausencia de mando, decidió dictaminar la ley 252. El Dr. Raúl Borello 

(2003, 2) destaca que a pesar de estipular el mismo orden sucesorio que la actual, esta ley 

se diferenció por su “transitoriedad” ya que obliga al nuevo funcionario designado como 

Presidente de la Nación a convocar a elecciones “dentro de los treinta días siguientes a la 

instalación en el mando.”  

 Asimismo, la situación de inestabilidad general que se desencadenó después del 

fallecimiento de Juan Domingo Perón y el débil desempeño del sucesivo gobierno de María 

Estela Martínez de Perón llevó a dictaminar, en 1975, la ley 20.972. Esta ley, que fue 

sancionada pero nunca aplicada debido al posterior golpe cívico-militar, contemplaba la 

posible discontinuidad del presidente en el poder y mantenía el mismo orden sucesorio que 

la ley anterior suprimiendo la obligación de convocar a elecciones populares. Establece, 

además, que sea el Congreso de la Nación el órgano encargado de elegir al nuevo 

Presidente de la Nación. El artículo 2 indica que el cuerpo legislativo se reunirá: “en 

asamblea que convocará y presidirá quien ejerza la Presidencia del Senado y que se reunirá 

por imperio de esta ley dentro de las 48 horas siguientes al hecho de la acefalía.” A su vez, 

la primera convocatoria necesitará de la presencia de las dos terceras partes de los 

miembros de cada Cámara, y si esta condición no se cumple, se reunirán a las 48 horas 
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siguientes, constituyéndose en tal caso con simple mayoría de los miembros de cada 

Cámara. 

Al mismo tiempo, la ley 20.972 incorporó requisitos necesarios que el funcionario 

designado debe cumplir para ocupar la presidencia (y/o vicepresidencia) ya que, a 

diferencia de la ley 252, se estipula que debe haber desempeñado alguno de los mandatos 

populares electivos: senador nacional, diputado nacional o gobernador de la Provincia (art. 

4, ley 20.972). 

Según la mirada de Germán Bidart Campos, este procedimiento sucesorio entra en 

conflicto con el texto constitucional puesto que dicha ley deja establecido que el presidente 

elegido por el Congreso será el que finalizará el mandato del presidente anterior. Por lo 

tanto, el autor afirma: “No cabe duda que riñe con la Constitución la determinación del 

poder ejecutivo con carácter permanente por un titular que no ha sido elegido mediante el 

procedimiento electoral diseñado por la Constitución” (Bidart Campos, 1972: 650). No 

obstante, existen voces que se diferencian del argumento anterior, como es el caso de 

Carlos M. Bidegain quien sostiene que el Congreso de la Nación tiene la potestad suficiente 

para evaluar la provisión definitiva del cargo (Borello, 2003: 7). 

3.2 Marco regional 
La vicepresidencia también ocupó el centro de la discusión en algunos países de 

Latinoamérica. En Paraguay, Luis María Argaña fue brutalmente asesinado por un grupo 

armado el 23 de marzo de 1999, luego de haber iniciado su mandato de vicepresidente el 

año anterior. Frente a esta situación, se generó un clima de inestabilidad política que obligó 

al entonces presidente, Raúl Cubas Grau, a renunciar a su cargo16. A diferencia del 

mecanismo institucional argentino, la sucesión presidencial en Paraguay requería que, 

frente a la ausencia de ambos mandatarios, fuera el presidente del Senado y del Congreso, 

el que debía reemplazarlos (art. 234, CN de Paraguay). Por lo tanto, Luis González Macchi, 

perteneciente a la Asociación Nacional Republicana-Partido Colorado (ANR-PC) asumió 

como presidente constitucional, e inmediatamente, formó un gobierno de coalición con el 

Partido Liberal Auténtico. El nuevo mandatario debió enfrentarse a la inestabilidad política 

                                                           
16 Acusado de complicidad del asesinato de su Vicepresidente. 
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que estaba comenzando a gestarse. En adición, el deterioro del gobierno debido a la 

acefalía, la crisis económica y una ruptura de la coalición en el año 2000 tuvo graves 

repercusiones: imposibilitó al gobierno obtener una mayoría en el Congreso. Incluso, 

existió un intento de golpe de Estado, que aunque fracasó debilitó el poder del presidente. 

Al siguiente año, debió enfrentar un intento de destitución por parte del Congreso Nacional. 

A pesar de su tambaleante mandato, González Macchi logró completar el mandato de 

Cubas Grau, hasta las elecciones del 2003. 

En Colombia, el presidente Ernesto Samper y el vicepresidente Humberto De La 

Calle no compartían diversos aspectos programáticos de gestión.17 En efecto, el 

vicepresidente expresaba que siempre había sido excluido de las responsabilidades políticas 

del Poder Ejecutivo. Sin embargo, el ápice del conflicto se cristalizó en lo que se conoció 

como “Proceso 8.000”. Este proceso judicial implicó la acusación al presidente por haber 

recibido financiación del narcotráfico para su campaña presidencial. El vicepresidente no 

respaldó a su compañero de fórmula y, por el contrario, afirmó en reiteradas oportunidades 

que la conmoción política desencadenada18 debía contribuir en la decisión de Samper de 

renunciar a su cargo. El 6 de julio de 1996, la acusación concluyó en la absolución de 

Samper por 111 votos contra 43. Aun así, unos meses después, De La Calle renunció a su 

cargo expresando que frente a tal inestabilidad política: “[quiere] dar un ejemplo que le 

sirva de espejo al presidente para tomar una decisión en igual sentido”.  

En otra oportunidad, a raíz de varios cruces mediáticos entre el colombiano Juan 

Manuel Santos y su vicepresidente Angelino Garzón, la Comisión Primera de la Cámara de 

Representantes de Colombia, liderada por el congresista liberal Telésforo Pedraza, presentó 

un proyecto de ley para eliminar la figura del vicepresidente. Sus motivos se basaban en la 

idea de que habían “evidenciado la necesidad de modernización y fortalecimiento de las 

instituciones democráticas que nos exige la sociedad y el mundo actual” (Gaceta 585/12). 

En relación a la gestión del vicepresidente, Pedraza afirma: “no se ha logrado encontrar 

unos resultados concretos que contribuyan a la buena gestión y tarea de los gobernantes. A 

pesar, que no se hará un juicio respecto a los inmensos recursos al erario público, por el 

                                                           
17 Habían sido adversarios en los comicios internos del Partido Liberal.  
18 En aquel entonces, se desplegó una ofensiva guerrillera sin precedentes, sumada a una protesta extendida de 

los cultivadores de coca del sur del país. Ver más en: http://edant.clarin.com/diario/96/09/11/t-02401d.htm  

http://edant.clarin.com/diario/96/09/11/t-02401d.htm
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funcionamiento de esta institución; en contraste con la figura del Designado, éste no tendrá 

remuneración ni andamiaje respectivo de ninguna índole.” (Proyecto de Acto Legislativo 

046 de 2012 Cámara). De esta manera, propone a la figura del Designado: “la figura de la 

Designatura brindará estabilidad jurídica y política al Estado, alejando del plano 

democrático cualquier situación que interfiera en la sana gobernabilidad del Presidente” 

(Extracto de Exposición de Motivos, de Telésforo Pedraza). 

Durante el gobierno del ecuatoriano Sixto Durán Ballén, el vicepresidente Alberto 

Dahik fue acusado de malversación de fondos. Este hecho lo obligó a enfrentar un juicio 

político en el Congreso, convocado por los diputados de la oposición. Argumentaron que 

Dahik había formado parte de un “mal manejo de los fondos reservados del Estado, 

enriquecimiento personal y entrega de asignaciones presupuestarias a los diputados del 

Partido Social Cristiano a cambio de la aprobación de leyes.” Pese a esto, los partidos de la 

oposición sólo reunieron 39 votos, cuando se requerían las dos terceras partes del Congreso 

unicameral: 52 de los 77 diputados. No obstante, el vicepresidente renunció a su cargo el 11 

de octubre de 1995, y huyó a Costa Rica en busca de protección política. Asimismo, el 

escándalo también provocó la dimisión del entonces superintendente de Bancos, Ricardo 

Muñoz Chávez y del ministro de Gobierno, Abraham Romero. 

Si bien la región latinoamericana nos ha brindado infinidad de ejemplos referidos a 

las sucesiones presidenciales en las cuales el vicepresidente tiene una cierta preponderancia 

en el proceso, éstos son sólo algunos de los casos que destacamos en este trabajo.  
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3.3 Antecedentes 
A continuación, presentamos distintos casos históricos que nos ayudarán a 

comprender a la figura del vicepresidente de la nación. En esta sección, destacamos 

episodios donde el vicepresidente, de manera previsible o sorpresiva, toma cierta relevancia 

en el escenario político argentino. Esto no implica que la relevancia se relacione 

exclusivamente con un proceso de sucesión presidencial, sino que existen casos en los que 

el vicepresidente logra obtener visibilidad en el ejercicio de su cargo. Este apartado no 

corresponde a una descripción histórica de algunas presidencias, sino que profundizaremos 

en los ejes conflictivos que contribuirán en nuestro análisis.  

Miguel Ángel Juárez Celman (1886-1890) – Carlos Pellegrini (1890-1892) 

Miguel Ángel Juárez Celman (1844-1909), miembro del Partido Autonomista 

Nacional, ganó las elecciones en el año 1886, en las que el Congreso de la Nación aprobó el 

voto de los colegios electorales: obtuvo 168 votos, frente a Manuel Ocampo y Bernardo de 

Irigoyen (1822-1906) quienes sólo triunfaron en las provincias de Buenos Aires y 

Tucumán, respectivamente.19 El gabinete del gobierno estaba integrado por José Eduardo 

Wilde (1844-1913), Ministro del Interior; Norberto Camilo Quirno Costa (1844-1915), 

Ministro de Relaciones Exteriores y Culto; Wenceslao Pacheco (1838-1899), Ministro de 

Hacienda; Filemón Posse (1831-1893), Ministro de Justicia e Instrucción Pública; Eduardo 

Racedo (1843-1918), Ministro de Guerra y Marina de la Nación. Al mismo tiempo, Juárez 

Celman contaba con el apoyo político de Julio Argentino Roca (1843-1914), su concuñado, 

que había impulsado fuertemente su candidatura y había designado a Carlos Pellegrini 

(1846-1906), ex Ministro de Guerra durante su gobierno, como vicepresidente de la nación. 

Roca se había fortalecido políticamente durante su presidencia (1880-1886) y continuaba 

ejerciendo el verdadero poder político de la Argentina.  

El historiador José María Rosa (1969: 236) explica que la decisión de Roca de 

viajar a Europa inmediatamente después de la asunción de Juárez, permitió entrever sus 

ambiciones políticas. Lo definió como “el constructor de una máquina electoral manejada 

                                                           
19 Ocampo obtuvo 32 votos (31 de Buenos Aires y 1 de Tucumán) e Irigoyen obtuvo 13 votos de Tucumán. 

Por otro lado, en cuanto al cargo de vicepresidente, Pellegrini obtuvo 179 votos (los mismos que Juárez, más 

11 de Tucumán), García 28 votos de Buenos Aires,  Luis Sáenz Peña 3 votos de Tucumán y Mitre 3 de 

Buenos Aires.  (Rosa, 1969: 228) 
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indispensablemente desde la presidencia, que entregaba pulida y aceitada a su sucesor para 

que este se la devolviese en 1892”. Esta situación puso de manifiesto varias cuestiones: en 

primer lugar, la escasa importancia que Roca le atribuía al desempeño de su concuñado en 

el gobierno debido a que tenía la certeza de que éste le entregaría el poder presidencial al 

finalizar su mandato. En segundo lugar, no previó la relevante influencia que tendrían los 

colaboradores del presidente cuando Roca no estuviera. En tercer y último lugar, no 

contempló la idea de que su ausencia física debilitaría su poder real.  

No obstante, a su regreso en el año 1888, advirtió que había sido desplazado de la 

jefatura del partido. En su ausencia, Juárez Celman fue designado jefe único del partido 

gobernante, el Partido Autonomista Nacional (PAN).20 Asimismo, existía la teoría de que 

Ramón J. Cárcano (1860-1946), un joven que había sido electo diputado nacional a los 24 

años y, a quien Juárez Celman había designado director general de Correos y Telégrafos, el 

cargo administrativo más alto del gobierno, podría ser candidato a presidente.21 A pesar de 

esto, las sucesivas intervenciones federales en territorios opositores al gobierno 

evidenciaron la exacerbación del poder del presidente y profundizaron un distanciamiento 

con Roca y con Pellegrini.  

En Córdoba, el Gobernador Ambrosio Olmos (1839-1906) no compartía la idea de 

que Marcos N. Juárez (1843-1900) - hermano del presidente, jefe de policía provincial y 

activo “carcanista” - fuese candidato a gobernador ni estaba de acuerdo con la candidatura 

presidencial de Cárcano. En consecuencia, el Congreso provincial lo suspendió en marzo 

del año 1888 y lo enjuició ante el Senado. Otro conflicto aconteció en enero de 1889, en 

Mendoza, donde el Gobernador Tiburcio Benegas Ortiz (1844-1908) debió renunciar ante 

una revolución presuntamente ordenada por Cárcano y por el senador nacional por el PAN, 

                                                           
20 Según José M. Rosa, el círculo íntimo del presidente lo adulaba constantemente. Este factor hacía creer a 

Juárez Celman que su personalidad era idónea para ejercer la presidencia, y que no había sido la voluntad de 

Roca lo que le había permitido llegar al poder. Por lo tanto “no estaba obligado con nadie y podría elegir otro 

sucesor más acorde con los nuevos tiempos que ese pariente que siempre lo había mirado desde arriba”. 

(Rosa, 1969: 236)  
21 Incluso, el propio Cárcano se mostró sorprendido frente a tales versiones: “¿Por qué se piensa en un joven 

de 28 años, sin servicios eminentes y quizá sin talentos bastantes para merecer tan alta confianza?” (Cárcano, 

1944: 226) 
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Rufino Ortega Molina (1847-1917).22 Este aspiraba a la gobernación, a pesar de que 

Benegas tenía su propio candidato a sucederlo (Emilio Civit, 1858-1921).23 En aquel 

momento, Pellegrini ejercía la presidencia debido a que Juárez Celman se encontraba de 

vacaciones. Inmediatamente, obligó a las autoridades a reponer a Benegas, a pesar de la 

opinión de los miembros de su Gabinete. Como resultado, Juárez Celman, quien respaldaba 

las acciones de Cárcano, volvió enfurecido a ejercer sus funciones, convencido de que Roca 

había tenido cierta influencia sobre esta situación. 

A partir de estos acontecimientos, Roca interpretó que la candidatura de Cárcano era 

fuertemente respaldada por Juárez Celman, lo que dificultaba la concreción de sus 

ambiciones personales y disminuía gradualmente su poder real. En cierta oportunidad, Roca 

le escribió al presidente que este último estaba abrumado por el poder y las adulonerías de 

sus colaboradores.24 Por este motivo, Roca expuso: “reparten que mi personalidad es un 

estorbo para la gloria de usted [Juárez Celman] y su grandeza, y que usted tiene firmemente 

resuelto anularme a todo trance. Todo el mundo dice que nosotros dos, tan amigos antes, 

somos enemigos hoy” (Rosa, 1969: 237).  

A partir del contexto político explicitado y de la fuerte crisis económica que 

transitaba el país25, la prensa titulaba que la situación era “insostenible” y por lo pronto, la 

única solución sería la renuncia de Juárez Celman (Floria, y García Belsunce, 2012: 674).  

El 16 de abril renunció el gabinete de ministros y, dos días después, se dieron a conocer los 

nuevos nombres.26 El ápice de la crisis económica, además de social y política, fue la 

denominada “Revolución del Parque” que tuvo lugar el 26 de julio de 1890. Esta protesta 

fue dirigida por el nuevo partido político conformado en repudio al juarismo, la Unión 

                                                           
22 El 2 de enero de 1889, Ortega escribió a Cárcano: “el único recurso que queda es el derrocamiento del 

gobierno actual de la provincia. Si usted persiste en creer que es el medio más expeditivo y está conforme con 

este procedimiento, decida.” (transcr. Por A. Rivero Astengo, o.c.) (Rosa, 1969: 235) 
23 Además, Ortega denominó “Presidente Juárez” a su espacio político y reconoció la jefatura de Juárez 

Celman, antes que Benegas.  
24 Sus colaboradores eran denominados “los incondicionales”. Entre otros, estaban Lucas Ayarragaray (1863-

1944), Osvaldo Magñasco (1864-1920), José N. Matienzo (1860-1936) y Ramón J. Cárcano.  
25 Para profundizar en el estudio en materia económica del gobierno de Juárez Celman, es importante destacar 

las obras de J. Balestra “El noventa”; H.S. Ferns “Argentina y Gran Bretaña en el siglo XIX”; Raúl Scalabrini 

Ortiz “Historia de los ferrocarriles argentinos”, entre otros. 
26 Salustiano J. Zavalía, Ministro del Interior; Amancio Alcorta (1842-1902), Ministro de Justicia e 

Instrucción Pública; Francisco Uriburu (1837-906), Ministro de Hacienda; Roque Sáenz Peña (1851-1914), 

Ministro de Relaciones Exteriores y Nicolás Levalle (1840-1902), Ministro de Guerra y Marina. 
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Cívica27, cuyos representantes fueron Leandro N. Alem (1842-1896), Bartolomé Mitre 

(1821-1906), Aristóbulo del Valle (1845-1896), Bernardo de Irigoyen (1822-1906) y 

Francisco Barroetaveña (1856-1933), entre otros. A pesar del fracaso de la expresión 

reaccionaria, ya se sentenciaba el final del mandato juarista. En una oportunidad, el 

entonces senador por Córdoba, Manuel D. Pizarro (1841-1909) expresó: “La revolución 

está vencida, pero el gobierno está muerto.” (Diario de Sesiones de la Cámara de 

Senadores, 1890: 109)  

Ante este panorama inestable, Juárez Celman trataba de reunir un nuevo equipo de 

confianza ofreciendo cargos públicos a la oposición. Sin éxito, anticipó que presentaba su 

renuncia, si Roca y Pellegrini también lo hacían. La respuesta de Pellegrini a la petición del 

Presidente fue firme y no se hizo esperar: “(…) que el doctor Juárez cumpla con su deber 

como lo entienda, que yo sabré llenar el mío sin necesidad de interpelación de nadie. Debo 

ocupar por ministerio de la ley, una presidencia que me llega sin haberla solicitado. 

Llenado ese deber, yo sabré cumplir en seguida con el que me señale la opinión de mi país 

y de mi partido” (Serrafero, 1999: 160).  

El comportamiento de Juárez Celman, expresado en lo que posteriormente se 

denominó “Unicato”, se basó en un enclaustramiento político (Floria y García Belsunce, 

2012: 673) que lo alejó de Julio A. Roca, quien le había permitido el acceso a la presidencia 

y que además era el estadista más importante de la época y de su vicepresidente, Carlos 

Pellegrini, quien en los comienzos del mandato, lo consideraba un hombre de confianza. 

Finalmente, el 6 de agosto de 1890 fue aceptada la renuncia del presidente por 61 votos 

contra 22, luego de un gobierno inconcluso de gradual deterioro de sus recursos políticos, 

de pérdida de poder de sus “incondicionales”, y sobre todo, del traspaso del Poder 

Ejecutivo a su vicepresidente, quien, para ese entonces, se había distanciado 

completamente. 

Luis Sáenz Peña (1892-1895) – José Evaristo Uriburu (1895-1898) 

                                                           
27 El documento oficial titulado “Unión Cívica. Su origen, organización y tendencia” expresaba: “La U.C. es 

un movimiento de indignación, grito de dolor, de rabia, de asco, y de vergüenza; maldición que un pueblo 

entero arrojó a la faz de un mandatario infiel…” Al año siguiente, se escindió dando origen a la Unión Cívica 

Radical y a la Unión Cívica Nacional. 
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Luis Sáenz Peña (1822-1907) asumió la Presidencia de la Nación el 12 de octubre 

de 1892, dejando atrás el mandato de Pellegrini.28 Previamente, en el contexto de discusión 

de candidaturas, se desarrolló una “política de acuerdo”. En el encuentro del principal 

partido opositor, la Unión Cívica, del 15 de enero de 1891, donde se reunieron delegados 

partidarios de todo el país, habían decidido respaldar a Bartolomé Mitre (1821-1906) y 

Bernardo de Irigoyen (1822-1906), para presentarse en elecciones. Según Palacio, esta 

decisión de nombrar a Mitre, que había sido jefe del partido liberal, evidenció la voluntad 

de los más reaccionarios del partido de dejar a un lado las diferencias internas y priorizar un 

resultado electoral favorable.  

Mitre era el hombre de mayor volumen entre los que constituían una oposición 

visible al régimen de Pellegrini. A pesar de ello, actuó en detrimento de su propio partido e 

instauró lo que en adelante se denominó “la política del acuerdo”. El dirigente de la Unión 

Cívica decidió acordar determinados aspectos electorales, con los representantes de mayor 

calibre del gobierno, Roca y Pellegrini, sin consultar a sus correligionarios. En el acuerdo, 

Mitre prometió no presentarse a elecciones, evitando así generar una futura “amenaza 

electoral” para el PAN, mientras que la Unión Cívica combinaría sus candidatos a 

diputados y senadores, con los del partido de gobierno.29 Esto implicaba no sólo la renuncia 

a una candidatura presidencial en particular, sino también la sumisión del principal partido 

opositor y de resistencia al gobierno vigente. La decisión unilateral por parte de Mitre 

generó una profunda fractura en el partido puesto que la mayoría DE sus integrantes la 

rechazó. Los que aceptaban el pacto, los mitristas, eran los “cívicos nacionales” y 

respaldaban la fórmula Mitre-Uriburu, mientras que los otros, liderados por Leandro N. 

Alem (1842-1896), decidieron conformar la Unión Cívica “radical”, e impulsaron las 

candidaturas de Irigoyen-Juan M. Garro (1847-1927). Más tarde, Mitre debió abandonar la 

idea de la candidatura debido al deterioro de su imagen pública como consecuencia del 

acuerdo. Por otro lado, el sector roquista del PAN designó a Luis Sáenz Peña, uno de los 

miembros de la Corte Suprema de Justicia, como candidato a presidente, tras el anuncio de 

                                                           
28 Los resultados de las elecciones de electores presidenciales fueron: Luis Sáenz Peña obtuvo 210 votos, 

Bernardo de Irigoyen obtuvo 5 votos (de Mendoza), Bartolomé Mitre obtuvo 5 votos (de Tucumán), Julio A. 

Roca obtuvo 1 voto (de la Ciudad de Buenos Aires). En cuanto a las elecciones de vicepresidente J. E. 

Uriburu obtuvo 216 votos y Juan M. Garro 5 votos de la provincia de Mendoza. 
29 Roca afirmó “Hemos convenido con el general Mitre la necesidad de suprimir la lucha electoral para la 

presidencia futura.” (Palacio, 1999: 581) 
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Julio Costa (1852-1939), gobernador de Buenos Aires, una de las provincias de mayor peso 

político y electoral, de convocar a Roque Sáenz Peña, hijo de Luis Sáenz Peña, para 

presentarse a los comicios y oponerse a la facción de Roca. Frente a tal situación, Roque 

Sáenz Peña, denominado “modernista”, decidió renunciar a su candidatura para no 

competir con su padre (Palacio, 1999: 583). 

Finalmente, Luis Sáenz Peña triunfó en los comicios electorales, en condiciones de 

avasallamiento de las garantías ciudadanas y con todo el despliegue de violencia y fraude 

oficial.30 Su gabinete ministerial estaba conformado por Manuel Quintana (1835-1906), 

Ministro del Interior; Tomás S. de Anchorena (1827-1899), Ministro de Relaciones 

Exteriores y Culto; Benjamín Victorica (1831-1913), Ministro de Guerra y Marina; Juan 

José Romero (1842-1915), Ministro de Hacienda; Calixto de la Torre (1847-1915), 

Ministro de Justicia e Instrucción Pública. Frente al hecho de que el nuevo mandatario 

carecía de un liderazgo político capaz de llevar adelante la gestión de gobierno, era el 

Ministro del Interior el encargado de coordinar los ministerios y relacionarse con el 

Congreso. Según Andrés Allende (1964: 400-402), el gobierno de Luis Sáenz Peña era “un 

régimen francamente ministerial, (…) su intervención se reduciría entonces, en la mayoría 

de los casos, a presidir reuniones de sus colaboradores y procurar concordar sus ideas”. 

Incluso, hay quienes indican que fue “más cercano a un régimen parlamentario que a un 

sistema presidencialista” por su rol secundario en la toma de decisiones políticas (Gallo y 

Ferrari, 1980: 225). 

El fin del año 1892 y principio de 1893 fueron de intensa agitación sumados al 

malestar económico que persistía.31 En la provincia de Santiago del Estero, civiles se 

sublevaron y obligaron a renunciar al entonces gobernador Absalón Rojas, autonomista, a 

pocos días de haber iniciado su mandato. Inmediatamente, él pidió que se interviniera la 

provincia. El Ministro del Interior, Quintana, que no tenía entre sus planes reponer 

nuevamente a Rojas puesto que quería que algún miembro de la Unión Provincial de 

mitristas y modernistas ocupe su lugar, nombró a Eduardo Costa como interventor y se 

                                                           
30 En febrero de aquel año, se llevaron a cabo las elecciones a diputados. Allí, en el transcurso de una 

profunda crisis económica y social, existieron diversos hechos de violencia significativos como incendios, 

disturbios en las calles, la encarcelación de Alem, y rumores de conspiración, los cuales se extendieron hasta 

las elecciones presidenciales de octubre. (Palacio, 1999: 584) 
31 Para ahondar en materia económica, ver Ferns H. S., “Gran Bretaña y Argentina en el siglo XIX” 1960.  
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declararon caducas todas las autoridades provinciales. Posteriormente, Costa convocó a 

elecciones de gobernador y legisladores, a pesar de que algunos legisladores habían 

aceptado la renuncia de Rojas y lo habían elegido senador nacional. El proceder de Costa, 

avalado por Quintana, no fue aceptado por el gabinete nacional y por este motivo, Quintana 

renunció a su cargo el 13 de diciembre de 1892.  

 El mismo escenario se desarrolló en la provincia de Corrientes donde los liberales 

intentaron derrocar al gobierno autonomista de Maximio Ruiz. Allí, las revoluciones eran 

incluso más sangrientas que en el resto del país, ya que implicaban no sólo un asalto a la 

casa del gobernador sino un combate a campo abierto (Rosa, 1969: 349). Frente a tal 

situación, se nombraron dos “mediadores”32: Marco Avellaneda (1835-1911) como 

“comisario nacional” y José I. Garmendia (1841-1925) como “jefe de tropas” para 

desarmar ambos ejércitos, fundándose en que era vedada a las provincias “levantar tropas 

de cualquier naturaleza que fueran” (Rosa, 1969: 349). Finalmente, las tropas de 

Garmendia eran comparablemente mayores al bando contrario, los liberales fueron 

derrotados y el gobernador no fue depuesto. Como consecuencia, tanto los diputados 

cívicos como el diario La Nación, dirigido por Bartolomé Mitre, expresaron su rechazo a 

los hechos por haber sido una “intervención disimulada”. 

A partir del clima de inestabilidad política a nivel nacional, se convino proclamar un 

nuevo gobierno de “pacificación” y se nombró Ministro del Interior a Aristóbulo del Valle, 

representante de la oposición, con el fin de apaciguar el clima político y evitar una futura 

revolución. En contraposición, todo parecía indicar que este cambio de gobierno 

incentivaría aún más a las fuerzas revolucionarias. Al mismo tiempo que se conmemoraba 

un nuevo aniversario de la Revolución del Parque, las autoridades provinciales eran 

desafiadas en todo el país.33 Finalmente, del Valle renunció a su cargo y Luis Sáenz Peña 

ocupó nuevamente el sillón de la presidencia.  

                                                           
32 El gobernador no ordenó una intervención, por tanto, el gobierno nacional no podía interferir en cuestiones 

locales. Rosa explica que quizás haya tomado el ejemplo de Santiago del Estero y por eso, no quiso 

“arriesgarse”. 
33 San Luis (29/07/93); Rosario (30/07/93) y Buenos Aires donde se alzaron 80 de los 82 partidos de la 

provincia; Santa Fe (3/08/93); Corrientes (08/93); Tucumán (07/93). 
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Poco tiempo transcurrió hasta que el presidente decidió renunciar a su cargo. El 8 de 

enero de 1895, Irigoyen presentó, ante el Congreso, un proyecto de amnistía a los militares 

y civiles comprometidos en las revoluciones de 1893. A pesar de que esta idea era 

compartida por la mayoría de la opinión pública, Sáenz Peña manifestó que estaba de 

acuerdo con indultar a los de bajo rango, pero no a los jefes militares, puesto que “reflejan 

la disciplina del ejército y armada desquiciando la autoridad” (Rosa, 1969: 388). Por lo 

tanto, luego de dictar un decreto en sintonía con lo antes mencionado y aun en conformidad 

con sus ministros, estos renunciaron. Por último, el 22 de enero Sáenz Peña presentó su 

renuncia y fue aprobada con un solo voto negativo [del diputado salteño Indalecio Gómez 

(1850-1920)]. 

A partir de la renuncia de Sáenz Peña, el 23 de enero del año 1895, el vicepresidente 

José Evaristo Uriburu asumió el Poder Ejecutivo para completar el breve mandato que 

restaba. Contraponiéndose a su predecesor, al día siguiente de su nombramiento, Uriburu 

envió al Poder Legislativo un proyecto de “ley de olvido” en el que se estipulaba que 

“desarmados los partidos, tranquilizados los espíritus, la vida restablecida, no queda otra 

cosa que los procesos y el alejamiento del país de algunos ciudadanos, recuerdo doloroso 

de pasados extravíos.” (Rosa, 1969: Tomo 9, 13-14) De este modo, la asunción de Uriburu 

permitió recobrar el espíritu de la “política del acuerdo” mediante la constante influencia de 

los hombres poderosos de la época como Roca, Mitre y Pellegrini en el gobierno34. Incluso, 

Roca había consolidado su liderazgo frente a los autonomistas en el interior y contaba con 

el apoyo de Pellegrini y la sumisión de Uriburu, lo que parecía prever su futura asunción 

como presidente de la nación. 

Como conclusión, diversos autores concuerdan en que el gobierno de Sáenz Peña 

“nació débil” ya que desde el primer momento, debió lidiar con serias dificultades. En 

primera instancia, se vio obligado a consensuar cada política de gobierno con los partidos 

del acuerdo, es decir, con los hombres de Roca, Pellegrini y Mitre, que restringían su 

margen de decisión y acción. Asimismo, su rápida delegación de la toma de decisiones en 

                                                           
34 Una caricatura de la época ilustra una situación donde Sáenz Peña se encuentra representado por un ave 

llorando, la cual presenta su renuncia ante Uriburu, quien está sentado en su silla de vicepresidente. Este 

último es un maniquí maniobrado por el Zorro (ubicado detrás de él, susurrándole algo al oído), apodo que 

Roca había adquirido luego de darse a conocer sus reiteradas estrategias, para mantenerse en el poder. 
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sus Ministros, le otorgó un carácter “ministerial” a su gobierno, y exacerbó la 

incertidumbre política. Esto dio como resultado que en tan sólo nueve meses se produjeran 

veintitrés renuncias ministeriales (Serrafero, 1999: 163). 

Manuel Quintana (1904-1906) – José Figueroa Alcorta (1906-1910) 

El 12 de octubre de 1904 asumió Manuel Quintana como Presidente de la Nación35, 

junto a su gabinete conformado por Rafael Castillo (1862-1918) como Ministro del Interior; 

Carlos Rodríguez Larreta (1868-1926) como Ministro de Relaciones Exteriores; Adolfo 

Orma (1863-1947) como Ministro de Obras Públicas; Damián Torino (1863-1932) como 

Ministro de Agricultura; Enrique Godoy (1850-1912) como Ministro de Guerra; Juan A. 

Martin (1865-1963) como Ministro de Marina; José Antonio Terry (1846-1910) como 

Ministro de Hacienda; Joaquín V. González (1863-1923) como Ministro de Justicia e 

Instrucción Pública (éstos dos últimos, pertenecientes al gabinete del gobierno de Roca). La 

decisión de la candidatura de Quintana fue producto de una Convención de Notables que 

tuvo lugar en 1904. Esta estuvo conformada por profesionales, intelectuales, universitarios, 

industriales, estancieros y personalidades de la cultura quienes acordaron en que Quintana 

era el hombre indicado para ejercer la presidencia. Tenía un origen mitrista, liberal y uno de 

los referentes de la oligarquía extranjerizada y admiradora de la cultura inglesa.36 A pesar 

de ello, la Convención no se había puesto de acuerdo en la designación del vicepresidente. 

Finalmente, se firmó un acuerdo entre Roca, Quintana, el gobernador de Buenos Aires, 

Marcelino Ugarte, y Benito Villanueva donde se estipulaba que José Figueroa Alcorta, 

quien en aquel entonces era senador nacional por Córdoba, sería el candidato a 

vicepresidente (Melo, 1963). 

En ese entonces, el repudio hacia la clase dirigente no cesaba y la asunción del 

liberal no había apaciguado el clima político. Cuatro meses después del inicio de su 

                                                           
35 El 12 de junio de 1904 los colegios electorales dieron como resultado: para presidente, Quintana obtuvo 

240 votos, Uriburu, 34 votos (12 de la Capital y 22 por Entre Ríos); Avellaneda, 14 votos (13 de la Capital y 1 

de Santiago del Estero); Mauricio Daract (de San Luis, miembro de la Corte Suprema en el gobierno de Julio 

A. Roca) obtuvo 6 votos provenientes de Tucumán; Pellegrini, 1 voto de Capital. Para vicepresidente, 

Figueroa Alcorta obtuvo 257 votos; G. Udaondo (fue gobernador de Buenos Aires desde 1894 a 1898), 12 

votos; Francisco Uriburu (senador nacional del Partido Autonomista), 5 votos; Joaquín V. González, 1 voto y 

Benito Villanueva (del PAN), 1 voto. 
36 De igual modo, cabe destacar que durante esta presidencia, una ola migratoria desembarcó en el país y de 

acuerdo al posterior censo de 1914, en la Argentina habitaban 8.000.000 de personas, de las cuales la tercera 

parte había nacido en el extranjero (Floria, y García Belsunce, 2012: 713). 
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presidencia, se sublevaron varios regimientos del interior del país. El 4 de febrero de 1905, 

en Campo de Mayo, Bahía Blanca, Santa Fe, Mendoza y Córdoba, movimientos 

revolucionarios, integrados principalmente por la Unión Cívica Radical y el Ejército, 

derrocaron a los gobiernos provinciales y tomaron el control de la situación. Por su parte, el 

gobierno envió fuerzas a determinados focos de tensión donde los rebeldes se habían 

adueñado del lugar, con la premisa de fusilar a los oficiales sublevados, bajo la 

responsabilidad del presidente de la nación (Palacio, 1999: 605). Pese a esto, en Córdoba, 

los revolucionarios capturaron al vicepresidente, José Figueroa Alcorta, junto a Francisco J. 

Beazley (1864-1924), quien había sido interventor de la provincia de San Luis, y a Julio A. 

Roca (1873-1942), diputado nacional por Córdoba e hijo del ex Presidente de la Nación. En 

consecuencia, los captores obligaron al Vicepresidente a conferenciar telegráficamente para 

pedir la amnistía bajo amenaza de muerte. Específicamente, solicitaban que Quintana 

intercediera a favor de la apertura de negociaciones mediante la liberación de los 

secuestrados a cambio del perdón a los sublevados y la finalización de la revolución. Pese a 

esperar una respuesta favorable, Quintana se negó, y minimizó la importancia de la 

revolución refiriéndose a ella como un mero “motín”. Ordenó un “sometimiento absoluto y 

discrecional de los autores y cómplices del movimiento” (Floria y García Belsunce, 2012: 

715). Finalmente, los revolucionarios cedieron y liberaron a los rehenes, pero este episodio 

ya había marcado sustancialmente la relación entre Quintana y Figueroa Alcorta, ya que el 

primero siguió creyéndolo culpable de debilidad, a pesar del testimonio en su favor de los 

propios jefes revolucionarios. El fracaso de la revolución también estuvo relacionado con la 

repercusión que tuvo el estallido en la opinión pública. Si bien la sociedad estaba en 

desacuerdo con las prácticas fraudulentas de la clase dirigente, no acompañó decididamente 

a los revolucionarios. En primera instancia, el estallido tomó por sorpresa a todos debido a 

que la administración de Uriburu recién estaba comenzando. Y, en segundo lugar, la 

revolución estaba encabezada por el joven Hipólito Yrigoyen (1852-1933), hasta entonces 

desconocido por la sociedad. 

Un día después de las elecciones de diputados nacionales del 11 de marzo de 1906 

en las cuales triunfó la lista de la “Concertación” encabezada por Pellegrini, se conoció la 

noticia del fallecimiento del presidente Quintana. No hubo sorpresas, Figueroa Alcorta ya 

se encontraba gobernando provisoriamente debido a una larga enfermedad. El mismo día 
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que asumió, Figueroa Alcorta renovó todo el gabinete ministerial, mediante la 

incorporación de dos amigos de Pellegrini [Federico Pinedo (1855-1929) en el Ministerio 

de Instrucción Pública y Ezequiel Ramos Mexía (1852-1935) en el Ministerio de 

Agricultura], dos republicanos [Miguel Tedín (1852-1930) en el Ministerio de Obras 

Públicas y Norberto Piñero (1858-1938) en el Ministerio de Hacienda], un antiroquista 

[Manuel Augusto Montes de Oca (1867-1934) en el Ministerio de Relaciones Exteriores], 

un mitrista [Norberto Quirno Costa (1844-1915) en el Ministerio del Interior] y a Luis 

María Campos (1838-1907) y Onofre Betbeder (1861-1915) en los Ministerios de Guerra y 

Marina, respectivamente. De igual modo, Figueroa Alcorta envió un proyecto de ley de 

amnistía para los rebeldes del régimen de su predecesor. Si bien éste último se había 

negado rotundamente a tal acción, el historiador José María Rosa (1969: Tomo 9, 131) 

interpreta que el nuevo presidente lo hizo “porque lo reclamaba la opinión, para dejar 

sentado que ya no gobernaba el círculo de Quintana y para iniciarse en el congreso una 

victoria (…)”. 

Presentamos, nuevamente, un caso histórico que contempló el desenvolvimiento de 

una situación de disconformidad ante el gobierno. Como expusimos, el estallido de 1905 no 

fue llevado a cabo por una gran parte de la sociedad sino que fue emprendido por la Unión 

Cívica Radical, que comenzaba a fortalecerse a través de revoluciones. A su vez, 

evidenciamos un pedido de auxilio del vicepresidente, el cual expone su notable 

vulnerabilidad. Es incierto el motivo por el que Quintana no respaldó a su compañero de 

fórmula, no obstante, se evidencia un cambio de programa político a partir de su 

fallecimiento.  

Roque Sáenz Peña (1910-1914) – Victorino de la Plaza (1914-1916) 

El 12 de octubre de 1910 asumió Roque Sáenz Peña, junto a su gabinete 

conformado por Indalecio Gómez (1850-1920) como Ministro del Interior; Ministro de 

Relaciones Exteriores como Epifanio Portela (1855-1916); José María Rosa como Ministro 

de Hacienda; Juan M. Garro como Ministro de Justicia e Instrucción Pública; Eleodoro 

Lobos (1865-1923) como Ministro de Agricultura; Ezequiel Ramos Mexía como Ministro 

de Obras Públicas; Gregorio Vélez (1863-1949) como Ministro de Guerra; Juan Pablo 

Sáenz Valiente (1861-1925) como Ministro de Marina.  
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El Presidente contaba con el respaldo de su predecesor, Figueroa Alcorta. En efecto, 

se encontraba en Italia cuando a mediados de 1909, se enteró de que había sido lanzado 

como candidato a presidente por la facción “Unión Nacional”. Posteriormente, Sáenz Peña 

vuelve a Roma pero debe regresar para decidir el nombramiento de su compañero de 

fórmula puesto que el partido no podía ponerse de acuerdo. En aquel entonces, Sáenz Peña 

decidió dar a conocer su simpatía por de la Plaza, quien finalmente fue designado por la 

asamblea del partido.  

El Presidente electo provenía de la línea “modernista” del PAN, mientras que el De 

la Plaza formaba parte del ala conservadora del partido. En este caso, el gobierno fue el 

precursor de una reforma política novedosa. La ley 8.871, conocida como Ley Sáenz Peña, 

sancionada el 10 de febrero de 1912, estableció el sufragio universal, secreto y obligatorio37 

y el sistema de lista incompleta. A nuestro entender, la parte más representativa del clima 

social y político de la época era el artículo número cinco, el cual estipulaba: “el sufragio es 

individual, y ninguna autoridad, ni persona ni corporación, ni partido o agrupación política 

puede obligar al elector a votar en grupos”. Sin embargo, la ley restringía el voto a las 

mujeres, a los extranjeros y a los habitantes de los territorios nacionales. Incluso, los 

habitantes de municipios pequeños no podían votar a autoridades locales.38 No obstante, 

esta ley fue uno de los puntapiés iniciales para comenzar una etapa más plural y 

democrática en la historia argentina. Uno de los análisis contemporáneos se basa en que la 

promulgación de la ley fue producto de una introspección de la clase dirigente, en la cual se 

evidenciaba la contradicción entre la ley y la práctica, entre la traducción normativa 

constitucional y la vida política” (Floria y García Belsunce, 2012: 744-745). En 

contraposición, el entonces diputado nacional por la Capital, Juan B. Justo (1865-1928), 

manifestó que la sanción de dicha ley tuvo su origen en la aparición de nuevas fuerzas 

sociales, que irrumpían en el orden público. No se explicaba por las nuevas prácticas 

producto de nuevas virtudes, sino que los dirigentes de la época debieron buscar 

racionalmente la manera de que disminuyera el descontento social. De este modo, 

sentenciaba que “era más cómodo hacer una nueva ley de elecciones que reprimir una 

                                                           
37 El nuevo padrón se basaba en los listados de enrolamiento militar para todos los ciudadanos varones 

mayores a 18 años. 
38 O en el caso que estuviera permitido, sólo podían votar a los propietarios contribuyentes. 
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huelga general cada seis meses” (Botana, 1977). De hecho, esta visión obedeció a una de 

las primeras medidas que tomó Sáenz Peña en el sillón de la presidencia: el encuentro con 

Hipólito Yrigoyen, el joven caudillo radical que había protagonizado diversas revueltas en 

contra del Partido Autonomista Nacional. Ese 2 de octubre de 1910, reunidos en la 

residencia del diputado Manuel Paz, el radical se comprometió a abandonar la vía 

revolucionaria y el Presidente, a promulgar dicha ley. Asimismo, Sáenz Peña le ofreció la 

participación del radicalismo en el gobierno. Tanto Yrigoyen como las autoridades del 

partido, se negaron a aceptar el ofrecimiento debido a que sólo abogaban por una reforma 

electoral (Pigna, 2006: Tomo 3, 24). 

A partir de tal acto consensuado, surgieron otras medidas relativas a generar un 

nuevo clima electoral. En diciembre de 1910, se envió un proyecto de ley para proponer el 

enrolamiento general de los ciudadanos para facilitar un auténtico padrón electoral, y a su 

vez, se designaron a las autoridades que controlarían el escrutinio. El Ejecutivo estaba 

preparando un campo propicio para celebrar elecciones limpias, libres y participativas 

enmarcadas en un régimen competitivo que disminuiría notablemente las prácticas 

conspirativas de la oposición. Tal y como expresó Sáenz Peña en su manifiesto, que 

esclarecía su programa de gobierno: “Sean por fin las elecciones la instrumentación de las 

ideas” (Floria y García Belsunce, 2012: 752). 

Como consecuencia, uno de los principales detractores de la reforma electoral fue el 

Vicepresidente, Victorino de la Plaza. Cobró gran relevancia cuando, a pocos días de haber 

iniciado la Primera Guerra Mundial, el 9 de agosto de 1914, falleció Sáenz Peña y debió 

ejercer la presidencia de forma interina. El estado de salud del presidente nunca había sido 

estable, ya que tuvo que ser reemplazado en siete oportunidades debido a su grave 

enfermedad.39 Existieron diversas especulaciones por parte de sus adversarios, quienes 

consideraban al vicepresidente como un disidente manejable. Según Carlos Ibarguren 

Uriburu (1877-1956), sucesor de Garro en la cartera de Instrucción Pública, existía un plan 

concreto para “(…) obligar al presidente a renunciar o a… morirse a fin de que el 

vicepresidente asumiera” (Ibarguren, 1955: 264). Otros historiadores lo calificaban como 

                                                           
39 Entre el 6 y el 12 de diciembre de 1910; entre el 15 de marzo y el 15 de abril de 1911; del 12 al 19 de 

diciembre de 1912 y en marzo, mayo a julio y agosto de 1913. (Cárcano, 1944: 186, nota 10). 
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“un conservador resignado a llevar adelante una política reformista que no compartía” 

(Floria y García Belsunce, 2012: 758). 

Roberto M. Ortiz (1938-1942) – Ramón Castillo  (1942- 1943) 

Unos meses antes de las elecciones presidenciales del año 1938, se preveía que el 

General Agustín P. Justo (1876-1943), quien había gobernado desde el año 1932, y además, 

había instaurado la denominada “Década Infame”40 a través de la sistematización de las 

prácticas autoritarias y de fraude electoral, iba a decidir quién sería el próximo presidente 

de la República Argentina. Justo integraba la Concordancia, alianza formada por el Partido 

Demócrata Nacional, la Unión Cívica Radical Antipersonalista y el Partido Socialista 

Independiente, y asimismo, durante su mandato, contó con la persistente oposición del 

sector más cercano a Yrigoyen, de la Unión Cívica Radical. Cuando el período de su 

gobierno estaba finalizando, ya había elegido a Roberto M. Ortiz para que fuera candidato a 

presidente de la nación. Como pertenecía al radicalismo, el vicepresidente debía ser 

conservador. En primera instancia, Justo consideró que el caudillo Robustiniano Patrón 

Costas (1878-1965) sería el candidato ideal ya que era senador por la provincia de Salta, y 

dueño del ingenio azucarero más importante de la región. Por ende, poseía un buen dominio 

de la situación política de las provincias del norte. Sin embargo, Justo cambió de opinión 

más tarde y decidió convocar a Miguel Ángel Cárcano (1889-1978), el entonces Ministro 

de Agricultura de la Nación.  

Hay quienes interpretan que este cambio repentino se debió a que Justo notó que la 

salud de Ortiz empeoraba; y, como su objetivo era retomar el poder en 1944, prefirió elegir 

a un vicepresidente que fuera más dócil para recibir órdenes. Por el contrario, Patrón Costas 

era el conservador más importante y de mayor aceptación dentro de su partido, pero “era de 

los que pensaba que Justo había hecho una buena administración, pero su vida política 

debía terminar con ella”41. Al mismo tiempo, el Partido Conservador no quería recibir 

ninguna imposición de Justo, por ende el General les propuso que decidieran el candidato a 

                                                           
40 El escritor e historiador José Luis Torres (1901-1965) le ha otorgado dicho nombre al período en la historia 

política argentina comprendido desde el 6 de septiembre de 1930 (golpe de Estado al entonces Presidente 

Hipólito Yrigoyen) hasta el 4 de junio de 1943 (golpe de Estado al Presidente Ramón Castillo), debido a los 

innumerables actos de corrupción de la clase dirigente.  
41 Dichos de José H. Martínez, senador nacional por Córdoba. En: Luna, Félix “Ortiz. Reportaje a la 

Argentina Opulenta” Editorial Sudamericana, Buenos Aires, 1978. Pág 27. 
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la vicepresidencia por unanimidad. Consecuentemente, el nombre de Ramón S. Castillo 

surgió y, frente a la sorpresa e inacción de Justo, fue compañero de fórmula de Ortiz. 

A pesar de las acusaciones de fraude, el 20 de febrero de 1938 la fórmula Ortiz-

Castillo derrotó al binomio de la Unión Cívica Radical compuesto por Marcelo Torcuato de 

Alvear (1868-1942)- Enrique Mosca (1880-1950), quienes obtuvieron 814.852 votos frente 

a 1.097.430 votos de los primeros. Se designó el siguiente gabinete de ministros: Diógenes 

Taborda (1887-1978) como Ministro del Interior; José María Cantilo (1877-1953) como 

Ministro de Relaciones Exteriores; Pedro Groppo (1886-1969) como Ministro de Hacienda; 

Jorge E. Coll (1882-1967) como Ministro de Justicia e Instrucción Pública; Manuel 

Alvarado (1882-1953) como Ministro de Obras Públicas; José Padilla (1881-1948) como 

Ministro de Agricultura; León Scasso (1882-1954) como Ministro de Marina; Carlos 

Márquez como Ministro de Guerra. 

Un primer rasgo distintivo de la política de Ortiz fue su intento de reformar el 

proceso electoral en el país, a pesar de haber asumido de forma fraudulenta. Para lograr este 

objetivo, intervino las provincias en las cuales los comicios eran sospechados de ser 

irregulares. En las elecciones celebradas en 1939, en Catamarca y en Buenos Aires, ordenó 

decretar nulos los procesos fraudulentos, que además permitían el acceso al poder a los 

conservadores. El decreto 57070 del 7 de marzo de 1940, suscripto por el Presidente Ortiz y 

su gabinete, y destinado a dejar sin efecto el resultado de las elecciones legislativas en 

Buenos Aires, resume claramente su principal objetivo: “Que para garantizar la libertad del 

sufragio y la sinceridad del voto es esencial el mantenimiento de su carácter secreto, 

excluyente de toda coerción moral y toda influencia perniciosa sobre el ánimo del elector 

en el momento de votar… la violación de ese principio… implica falsear una manifestación 

fundamental de la soberanía” (Serrafero, 1999: 174). Cabe destacar que estas medidas 

entraban en conflicto con el Vicepresidente Castillo, en primer lugar, porque era el 

representante de los conservadores en el gobierno y, además, porque no compartía la idea 

de que los sectores radicales alvearistas comenzaran a apoyar al presidente, por su “valor 

cívico y entereza moral” (Palacio, 1999: 680). 

 Con respecto a Buenos Aires, la anulación de las elecciones le quitaban poder 

político a su gobernador, Manuel Fresco (1888-1971), uno de los mayores aliados políticos 
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de Castillo. De la misma manera, Catamarca, provincia natal de este último, estaba a cargo 

de Juan Gregorio Cerezo, su amigo personal quien había sido advertido sobre la posibilidad 

de que se interviniera la provincia en el caso de que los comicios resultaran fraudulentos. 

Finalmente, se declararon nulos, por lo que el Partido Conservador emitió una declaración 

en solidaridad con Cerezo y en repudio a la intervención del gobierno nacional. 

Indudablemente, este hecho fue trascendental para el debilitamiento de la relación entre 

Ortiz y Castillo ya que como apunta Adolfo Mujica, dirigente conservador: “La 

intervención a Catamarca fue tomada como una directa agresión de Ortiz contra Castillo” 

(Castro, 2009: 186). Asimismo, a partir de este episodio, el nexo entre los mandatarios lo 

ejercía Luis A. Barberis (1894-1979), el Secretario General de la Presidencia puesto que 

ellos no se hablaban. 

Existieron dos puntos de inflexión que lo obligaron a dar un paso al costado del 

poder. En principio, en mayo de 1940, el senador jujeño Benjamín Villafañe Chaves (1877-

1952) perteneciente al partido Popular, expuso públicamente irregularidades en la venta de 

tierras adyacentes al Colegio Militar, en la zona de El Palomar, en la cual se involucraba a 

diputados y empleados de la Cámara de Diputados. Aparentemente, el presupuesto había 

sido aprobado por el Ministerio de Guerra. El hecho se transformó en un escándalo que 

envolvió al titular de dicha entidad, el Ministro Carlos Márquez, y al Presidente Ortiz. El 

gran revuelo ocasionó la renuncia del Presidente ante el Congreso el día 22 de agosto de 

1940. No obstante, el Congreso la rechazó por 170 votos contra 1 (Torres, 2010). 

El otro punto de inflexión se refirió a la enfermedad que aquejaba a Ortiz desde 

hacía varios años: la diabetes. Debido a un alto grado de avance, se vio obligado a pedir 

licencia y delegar el gobierno en el vicepresidente Ramón S. Castillo en septiembre de 

1940. En un intento por mantener en equilibrio de las fuerzas políticas, el mandatario 

incorporó a su nuevo gabinete representantes del radicalismo alvearista y también, del 

sector del Gral. Justo. Esta coalición pretendía obtener el apoyo del sector de derecha, y del 

radicalismo antipersonalista que había conformado el círculo íntimo de Ortiz. Ingresaron 

Federico Pinedo (1895-1971) en el Ministerio de Hacienda; Julio A. Roca en Ministerio de 

Relaciones Exteriores; Miguel Calucciati (1878-1970) en el Ministerio del Interior; Juan N. 

Tonazzi (1888-1967) en el Ministerio de Guerra; Guillermo Rothé (1879-1959) en el 

Ministerio de Justicia e Instrucción Pública; Daniel Amadeo y Videla (1899-1967) en el 
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Ministerio de Agricultura; Salvador Oría (1883-1952) en el Ministerio de Obras Públicas y 

el Contraalmirante Mario Fincati en el Ministerio de Marina.  

En diciembre del año 1940, se realizaron elecciones a gobernador en Santa Fe y 

Mendoza, pero fueron, nuevamente, fraudulentas. Frente a la inacción de Castillo, la 

oposición reclamó el retorno de Ortiz y el repudio a la administración del vicepresidente, 

mediante diversas manifestaciones sociales, plagadas de violencia civil. El editorial de La 

Prensa del  6 de enero sentenció que se había “retornado al fraude como sistema político” 

(Floria y García Belsunce, 2012: 841). 

El ápice del distanciamiento entre Ortiz y Castillo tuvo lugar el 11 de febrero de 

1941 cuando el convaleciente presidente de licencia decidió publicar un manifiesto donde 

se deslindaba de la acción del vicepresidente en ejercicio de la presidencia, ya que éste 

último aplicaba una política de tolerancia y apañamiento del fraude electoral. Como 

resultado, Castillo envió un proyecto de ley al Congreso Nacional para investigar el estado 

de salud de Ortiz para evitar cualquier intento de volver al poder.  

En el plano internacional y en contexto de la Segunda Guerra Mundial, si bien la 

Argentina se mantenía neutral, Ortiz nunca ocultó su tendencia a favor de los Países 

Aliados, integrados preponderantemente por Reino Unido, Francia, Estados Unidos. 

Incluso, en varias oportunidades, intentó expresarle a los Estados Unidos su proximidad y 

disposición para jugar un rol más activo en el conflicto mundial, a través de su Ministro de 

Relaciones Exteriores, José M. Cantilo.42 En contraposición, Castillo mantuvo cierta 

afinidad con los totalitarismos denominados “países del Eje” (Alemania, el Imperio de 

Japón y el Reino de Italia). Durante su gestión, se evidenció una creciente penetración de 

partidarios del nazismo en la Argentina. Al mismo tiempo, Castillo indultó a los líderes de 

un grupo nacionalista que intentaba deponerlo.43  

Frente al inminente deterioro de la salud de Ortiz, el 24 de junio de 1942 envió su 

renuncia al Congreso de la Nación, la cual fue votada tres días después, en tan solo una 

hora. En ella explicaba: “Al resignar mi investidura, declaro que las disidencias que pude 

                                                           
42 En este período fue importante la actuación del Canciller José M. Cantilo, quien ocupó su cargo durante la 

presidencia de Ortiz, entre 1938 y 1940. Ver más en: Cantilo, José María (nieto), “Canciller Cantilo: La 

diplomacia argentina al servicio de la paz” Editorial Histórica Emilio J. Perrot. 2005. 
43 Para profundizar en el tema de la política exterior en este período ver Joseph Tulchin “La Argentina y los 

Estados Unidos” Buenos Aires. Editorial Planeta, 1990.   
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tener con V.E. en el modo de apreciar y resolver problemas de política interna e 

internacional, nunca ha afectado la alta e invariable consideración personal que tengo y 

debo al señor vicepresidente” (Luna, 2009: 198). Finalmente, el 15 de julio de 1942 

falleció, luego de haber quedado completamente ciego. 

Este caso histórico es fundamental para comprender más profundamente la historia 

de la dinámica de los presidentes y los vicepresidentes. Como indica M. Serrafero (1999: 

178), “pocas veces la distancia entre un presidente y su vice fue tan pronunciada.” El 

manifiesto público de Ortiz y los intereses partidarios de Castillo son algunos de los 

ejemplos que contribuyeron a una relación de conflictividad en la fórmula presidencial. 

Indudablemente, la salud débil de Ortiz lo obligó a ceder su poder presidencial a un 

adversario, un hombre contrario a sus principios. 

Fernando De la Rúa – Carlos “Chacho” Álvarez  

El 10 de diciembre de 1999 asumió Fernando De la Rúa como Presidente de la 

Nación obteniendo el 48,37% de los votos. El partido de gobierno estaba compuesto por la 

Alianza por el Trabajo, la Justicia y la Educación (Alianza) cuyas principales fuerzas eran 

la Unión Cívica Radical (UCR) y el Frente País Solidario (FREPASO). Para definir la 

candidatura del presidente, se realizaron internas abiertas entre De la Rúa y Graciela 

Fernández Meijide. Solo estaban excluidos los afiliados al Partido Justicialista (PJ) y a 

otros partidos que no integraban la Alianza. Este mecanismo resultó excepcional para la 

época, incluso, algunos medios de comunicación vaticinaban que iría a votar “más gente 

que en las elecciones internas del PJ de 1988, las de la UCR y las del Frepaso del ‘95” 

(Página 12, 1998). Luego de su derrota, Meijide decidió ser candidata en la Provincia de 

Buenos Aires. En aquel momento, los miembros de la Alianza consideraban que las fuerzas 

que integraban el frente debían estar representadas de igual manera. Por ello, con la 

aprobación del candidato a presidente, convocaron a Carlos Álvarez, líder del FREPASO, 

para acompañar a De la Rúa en las elecciones posteriores. En una entrevista, Álvarez 

recordó aquel momento y afirmó: “Teníamos que mostrar que estábamos fuertes a pesar de 

la derrota en la interna del Frepaso y que salíamos con acuerdos y consenso (…) no hubo 

ninguna fisura en la discusión por la vicepresidencia” (Castro, 363). 
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Su gabinete estaba compuesto por el Jefe de Gabinete44 que era Rodolfo Terragno (1943-), 

Federico Storani (1950-) como Ministro del Interior, Adalberto Rodríguez Giavarini (1943-

) como Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, Ricardo López Murphy (1951-) como 

Ministro de Defensa, Héctor Lombardo (1938-) como Ministro de Salud y Acción Social, 

Alberto Flamarique como Ministro de Trabajo y Seguridad Social, José Luis Machinea 

(1946-) como Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos, Juan José Llach (1944-) 

como Ministro de Educación, Ricardo Gil Lavedra (1949-) como Ministro de Justicia y 

Nicolás Gallo (1938-) como Ministro de Infraestructura y Vivienda.  

Con respecto a la economía, la crisis del año 2001, según Pucciardi y Castellani 

(2014), fue gestándose varias décadas antes. A partir del golpe de Estado de 1976, el país 

comenzó a sostener un modelo de liberalización del mercado financiero junto con una 

reforma estructural que implicaba un fuerte desincentivo a la industrialización y una clara 

reprimarización de la economía. Los autores dividen el posterior período en cuatro etapas. 

 La primera corresponde al lapso entre la recesión económica del último trimestre de 

1998 hasta la obtención del denominado “blindaje” financiero acordado con el Fondo 

Monetario Internacional en diciembre del año 2000 (Pucciarelli y Castellani, 2014: 14). En 

ese entonces, el gobierno había propuesto la implementación de una nueva Ley de Reforma 

Laboral que implicaba una serie de modificaciones con el fin de intensificar la 

desregulación laboral y debilitar a los gremios más influyentes. En torno a la discusión de 

su contenido, trascendió la idea de la posible distribución de sobornos para asegurar dicha 

sanción en la Cámara de Senadores (habiendo obtenido media sanción en la Cámara de 

Diputados). Este asunto se convirtió en un escándalo público protagonizado por Fernando 

Santibañes, titular de la SIDE, y Alberto Flamarique, Ministro de Trabajo, quienes eran 

sospechosos de haber negociado la aprobación de la ley. En este sentido, el Poder Ejecutivo 

actuó diferenciadamente: mientras que el Presidente de la Nación, en un principio, 

desestimó la idea y culpó a los medios de comunicación de difamar al cuerpo legislativo, el 

líder del Frepaso impulsó una investigación para esclarecer los hechos de corrupción. 

Incluso, sostuvo la idea de que todos los senadores se sometieran a un “desafuero 

colectivo” para evitar la parcialidad en la Justicia, afirmando que él no estaba dispuesto a 

                                                           
44 Se había introducido el cargo de Jefe de Gabinete de Ministros en la reforma de 1994.  
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ser el presidente de un cuerpo que conviva con estas situaciones (Pucciarelli y Castellani, 

2014: 58). Indudablemente, esta posición produjo fuertes críticas al vicepresidente dentro y 

fuera del oficialismo, aludiendo a que su postura era sólo una actuación para los medios de 

comunicación (Duhalde, 2009:96), y a su vez, precipitando su futuro aislamiento.45  

No obstante, el ápice del conflicto tuvo lugar cuando, a pesar de la insistencia de 

Álvarez de desplazar a los funcionarios sospechados, De la Rúa decide mantener a 

Santibañes en la SIDE y nombró a Flamarique como secretario general de la Presidencia 

(Novaro, 1998). En ese momento, según Novaro, logró conformar “un Gabinete mucho más 

disciplinado (…), pero al precio de un total aislamiento agravando los problemas que 

buscaba resolver” (Pucciarelli y Castellani, 2014). Chacho Álvarez afirmó que el Presidente 

había “dado un golpe de autoridad” en su contra y que “no dejaba ningún margen para 

continuar con esa pelea” (Pucciarelli y Castellani, 2014). En consecuencia, decide presentar 

su renuncia, dejando vacante la Vicepresidencia de la Nación hasta el final del mandato del 

Presidente (cuestión que cobraría relevancia en la posterior sucesión presidencial). Frente a 

esta situación, Gené, Mariana y Dikenstein, Violeta (2014: 60) afirman que la Alianza 

“seguiría en pie, pero irremediablemente agrietada: los sectores que más habían contribuido 

a formarla se encontraban cada vez más marginados”. 

La segunda etapa aconteció durante el primer semestre de 2001 en el cual se 

produjo una profunda crisis fiscal que se sumó a la pérdida de la capacidad de acción del 

Gobierno Nacional, producto de la escasez de sus recursos y de la imposibilidad para 

financiarse. Algunas de las medidas tomadas por el Estado implicaron una reducción 

salarial del sector público, un condicionamiento del pago de la deuda externa y la sanción 

de la polémica Ley de Déficit Cero.46  

Finalmente, las dos últimas etapas corresponden al segundo semestre del año 2001, 

testigo del ápice de la crisis político-institucional que desencadenó una ebullición social sin 

                                                           
45 En reiteradas oportunidades, se sostuvo que el Vicepresidente no contaba con apoyo partidario, y tomaba 

decisiones “en soledad” (Laborda en La Nación, 1/10/2000; Grondona en La Nación, 25/09/2000; Morales 

Solá en La Nación, 17/09/2000 y 6/08/2000). 
46 En Gené y Dikenstein (2014) argumentan que la ley preveía la legalización de las contrataciones precarias 

puesto que ampliaba el período de prueba de un trabajador de tres a seis meses, en algunos casos, doce meses. 

Esto privaba al trabajador de estabilidad laboral. Además, el empleador que “aumentara su nómina de 

trabajadores por tiempo indeterminado gozaría de una reducción de sus aportes a la Seguridad Social.” Éstas, 

entre tantas otras, forman parte de una serie de críticas realizadas al proyecto de ley de reforma laboral. 
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precedentes en Argentina. A partir del deterioro del modelo de convertibilidad, el entonces 

Ministro de Economía, Domingo Cavallo, implementó, a mediados del mes de diciembre, 

una serie de restricciones a los retiros bancarios (popularmente llamado “corralito”). Como 

consecuencia, una ola de protestas conformada por saqueos, piquetes y desbordes sociales, 

que provocó seis muertos y, por lo menos, 108 heridos y 328 detenidos, nucleó tanto a los 

sectores populares como también a los sectores medios. Sumado a esto, Cavallo renunció a 

su cargo y Fernando De La Rúa decretó el estado de sitio por treinta días en todo el 

territorio argentino. Se restringieron las garantías constitucionales, habilitando a las fuerzas 

de seguridad a disolver cualquier manifestación pública, a detener a ciudadanos y dejarlos a 

disposición del Poder Ejecutivo si intervención de la Justicia (Borello, 2003).  

 Al día siguiente, el Presidente renunció, delegando el cargo al Presidente 

Provisional del Senado47, Ramón Puerta. Este factor, desencadenado por la vacancia de la 

vicepresidencia, fue considerado como un momento clave de debilidad política de la 

Alianza al ceder el poder institucional a un integrante del partido opositor, el Partido 

Justicialista. En su carta de renuncia afirma: “Confío en que mi decisión contribuirá a la paz 

social y a la continuidad institucional de la República” (Borello, 2003). Al asumir, Puerta 

convocó una Asamblea Legislativa para el día siguiente48, en la cual se aceptaría la 

renuncia y además, se nombraría su sucesor con mayoría en las dos Cámaras (Borello, 

2003). Luego de largas horas de debate parlamentario, se logró aprobar un proyecto que 

incluía la designación del entonces Gobernador de San Luis, Adolfo Rodriguez Saá, la 

convocatoria a elecciones estimada para el día 3 de marzo del 2002 y un eventual ballotage, 

con el fin de completar el mandato presidencial hasta el 2003, y la polémica adopción de la 

ley de lemas como sistema electoral.49 

 No obstante, ante un clima de excepcional inestabilidad política, una semana 

después renuncia Rodriguez Saá y posteriormente, Ramón Puerta quien era el presidente 

                                                           
47 Conforme a la Ley de Acefalía antes mencionada, puesto que el cargo de Vicepresidente estaba vacante por 

ende se aplicaba una “acefalía total”. 
48 Dentro del plazo de 48 horas que impone el art. 2 de la Ley de Acefalía. 
49 Cabe destacar que se generó cierta incertidumbre puesto que la modificatoria a un sistema electoral debía 

seguir otro procedimiento estipulado en la Constitución Nacional, que además implicaba mayorías calificadas. 
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provisional del Senado, estando solo dos días en ejercicio de la presidencia.50 Por este 

motivo, debió tomar el poder el Presidente de la Cámara de Diputados, Eduardo Camaño, 

quien estuvo a cargo de la presidencia hasta que, en el transcurso de una nueva Asamblea 

Legislativa, se decidió, con el apoyo del Partido Justicialista, la UCR y parte del Frepaso, 

elegir a Eduardo Duhalde como nuevo presidente interino.51 Duhalde gobernó hasta el 25 

de mayo del año 2003, momento en el cual asumió Néstor Kirchner, elegido en comicios 

anticipados debido a la persistente crisis social, tomando como situación culmine la 

Masacre de Avellaneda, acontecida un año antes. 

3.4. Estudio de casos 

3.4.1 Arturo Frondizi – Alejandro Gómez 

Inopinadamente, Arturo empezó a hablar del reciente comicio 

(sic) y explicó el triunfo electoral como el resultado de una 

serie de habilidades y de aciertos, como si la elección hubiera 

sido una jugada. No tuvo ni un recuerdo para el partido, ni 

para sus próceres y mucho menos para el “programa”. No 

habló en esos momentos un estadista. 

Alejandro Gómez, 1958.52 

Contexto 

En 1956, existían diferencias en el interior de la Unión Cívica Radical con respecto 

al gobierno de Pedro E. Aramburu (1903-1970), presidente provisorio tras el golpe de 

Estado que derrocó a Juan D. Perón (1895-1974) y dio inicio a la autodenominada 

“Revolución Libertadora”. En noviembre de aquel año, se realizó la Convención Nacional 

del partido en Tucumán, en la cual los intransigentes, liderados por Arturo Frondizi (1908-

1995) e integrantes del Movimiento de Intransigencia y Renovación, repudiaban al 

gobierno de Pedro E. Aramburu, y proponían una convocatoria a elecciones democráticas. 

Por su parte, los seguidores de Ricardo Balbín, además de unionistas y sabattinistas, 
                                                           
50 En este caso, conforme a la Ley de Acefalía, estaba vacante el cargo de presidente, vicepresidente y 

presidente Provisional del Senado. 
51 Con 262 votos en favor, 21 en contra y 18 abstenciones. 
52 En una ceremonia en la Casa de Gobierno, junto al expresidente de facto Pedro. E. Aramburu y 

colaboradores (Gómez, 1963: 147).  



55 
 

apoyaban al gobierno militar e, incluso, sostenían que se debía recurrir a un sistema 

proporcional de voto directo, en el caso de elegir a un candidato radical. Por consiguiente, 

la Convención respaldó a los primeros, y proclamó a Frondizi como el candidato oficial del 

radicalismo. Asimismo, existía una pugna inconciliable entre Héctor Noblía (1901-1977) y 

Luis Mac Kay (1905-1963) por la vicepresidencia. Finalmente, la Convención decidió 

proclamar a Alejandro Gómez como candidato sin que este estuviera allí. 

Un año más tarde, surgió la división del partido radical: por un lado, se conformó la 

Unión Cívica Radical del Pueblo (UCRP) y, por otro, Unión Cívica Radical Intransigente 

(UCRI). La primera, liderada por Ricardo Balbín (1904-1981), se caracterizaba por 

sostener, junto con el apoyo de sectores militares y civiles, un antiperonismo excluyente. 

Por otro lado, la segunda proponía un relativo acercamiento al movimiento proscripto, 

prometiéndole ciertos espacios de poder bajo su conducción; ideas vinculadas a un 

antiperonismo más moderado. En términos de Floria y Belsunce (2012), se trataba de un 

“no peronismo”. La declaración de Frondizi al momento de la inminente división del 

partido resulta esclarecedora: “(…) el país comprenderá ahora por qué esta crisis es 

definitiva: somos dos cosas distintas, hablamos dos idiomas, sentimos dos pasiones 

diferentes” (Gambini, 2006: 143).  

El 12 de abril de 1957, el gobierno de Pedro A. Aramburu decretó la convocatoria a 

elecciones de constituyentes con el fin de actualizar algunos artículos de la Constitución 

Nacional. Al mismo tiempo, se buscaba conocer las preferencias electorales de aquel 

entonces. A partir de la prohibición del peronismo para presentar candidatos, Perón, en el 

exilio y junto a su movimiento político proscripto y perseguido, ordenó a sus partidarios 

votar en blanco. Como consecuencia, los resultados demostraron que el peronismo todavía 

era la fuerza política mayoritaria y de enorme relevancia en el escenario político argentino. 

Tanto la UCRP como los votos en blanco desplazaron a la UCRI, y obtuvieron 

prácticamente el mismo caudal electoral, incluso los votos en blanco superaron a la UCRP 

por diez mil votos aproximadamente.53  

                                                           
53 UCRP obtuvo 2.106.524 (24,2%); UCRI 1.847.603 (1,7%); En blanco 2.115.861 (24,3%); 582.589 para el 

nucleamiento conservador; Democracia Cristiana obtuvo 420.606 votos; Democracia Progresista obtuvo 

263.805 votos y 228.821 votos comunistas. Datos obtenidos de Palacio (1999).  
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El 29 de agosto de ese año, se realizó la Convención Constituyente reunida en la 

Ciudad de Santa Fe. No contaba con el consenso de todos sus miembros: la UCRI sostenía 

que su carácter era ilegítimo debido a que el presidente no había sido electo 

democráticamente, y por tal naturaleza, no tenía la potestad de declarar la necesidad de 

reformar la Constitución vigente. Asimismo, argumentaba que se proponía anular los 

derechos económico-sociales que había conquistado el peronismo. No obstante, la UCRP 

creía en la legalidad de la Convención, y finalmente se resolvió continuarla, rechazando los 

reclamos anteriores por lo que los representantes de la UCRI se retiraron del recinto. 

Finalmente, se proclamó la derogación de la Constitución Nacional de 1949, reformada en 

el primer gobierno de Perón y se sancionó el artículo 14 bis (relacionado con el derecho 

individual y colectivo de trabajo y de seguridad social)54, en la última sesión (el 14 de 

noviembre de ese mismo año) con poco más de 60 miembros [de un total de 205] (Palacio, 

1999: 692). 

Debido a la continua erosión del gobierno de Aramburu, se requería una inminente 

transición a un régimen democrático que implicaba una renovación en la dirigencia política. 

Por esta razón, Aramburu indicaba que el año 1958 asistía “al triunfo del pueblo, la 

democracia y la libertad” (692). 

Por lo tanto, comenzaron a gestarse distintas estrategias electorales con el objetivo 

de viabilizar las candidaturas en disputa. Los dos dirigentes más importantes de la época, 

Frondizi líder de la UCRI, y Perón, quien estaba en el exilio pero contaba con un 

significativo caudal electoral, acordaron una estrategia electoral que permitió el triunfo del 

                                                           
54 “El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: 

condiciones dignas y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; 

salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las 

empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; 

estabilidad del empleado público; organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple 

inscripción en un registro especial.  

Queda garantizado a los gremios concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y al 

arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el 

cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo. 

El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En 

especial, la ley establecerá: el seguro obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales 

con autonomía financiera y económica administradas por los interesados con participación del Estado, sin que 

pueda existir superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; 

la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.” 

(Artículo 14 bis, Reforma de la Constitución, 1957) 
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dirigente radical. Si bien ambos lo han negado en reiteradas ocasiones55, diversos 

historiadores expusieron las cláusulas correspondientes al denominado “Pacto Perón-

Frondizi”. En principio, la estrategia fue viabilizada por sus delegados personales; por un 

lado, Rogelio Frigerio (1914-2006), asesor económico y hombre de confianza de Frondizi 

y, además, precursor del desarrollismo56 y John William Cooke (1919-1968), quien había 

sido designado como representante del movimiento proscripto, luego del golpe de Estado 

del año 1955 que derrocó a Perón y lo obligó al exilio. Asimismo, Cooke introdujo 

tendencias cercanas al marxismo-leninismo las cuales produjeron duros enfrentamientos 

dentro del peronismo.57  

Perón ordenó a sus seguidores a votar a la fórmula radical, hecho que finalmente le 

concedió a Frondizi un triunfo electoral predecible. Por su parte, este último prometió la 

anulación de la derogación de la Ley de Asociaciones Profesionales, mediante la 

restauración y organización de los sindicatos y la Confederación General de los 

Trabajadores –pilar político, económico y social indispensable para el movimiento 

peronista (Floria y García Belsunce, 2012)–, el levantamiento de la proscripción a 

presentarse a elecciones del Partido Justicialista, el reconocimiento de los bienes que Perón 

había dejado en el país, entre otras cuestiones. En cierta oportunidad, Rogelio Frigerio 

(2008: 380) señaló, muy claramente, la naturaleza del pacto: “Nosotros desde el gobierno 

daríamos los pasos necesarios para asegurar las conquistas sociales alcanzadas por los 

trabajadores, la existencia de una central obrera legítimamente representativa, 

levantaríamos las proscripciones e inhibiciones que pesaban sobre muchos dirigentes y 

                                                           
55 Por ejemplo, Escobar Cello (2009) desmiente categóricamente el pacto ya que sostiene que no existen 

pruebas fehacientes ni documentos históricos que amparen la veracidad de la negociación entre ambos líderes 

partidarios.   
56 Política económica que ampliaremos posteriormente. 
57 Véase sobre J. W. Cooke: Chávez, Fermín, John William Cooke, el diputado y el político (Buenos Aires, 

Círculo de Legisladores de la Nación, 1998); Galasso, Norberto, Cooke: de Perón al Che. Una biografía 

política (Rosario, Homo Sapiens, 1997); Gillespie, Richard, J.W. Cooke: el peronismo alternativo (Buenos 

Aires, Cántaro Editores, 1989). Véase referido a fuentes primarias: Cooke, J.W. Apuntes para la militancia  

(Buenos Aires, 1964); Duhalde, Eduardo Luis, Correspondencia Perón-Cooke. Obras completas (Buenos 

Aires, Editorial Colihue, 2007). 
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funcionarios de su gobierno e iríamos creando progresivamente las condiciones para su 

reinserción en la vida constitucional.” 58  

Finalmente, los comicios tuvieron lugar el día 23 de febrero donde el binomio, 

Arturo Frondizi - A. Gómez (UCRI) logró reunir el 44% de los votos frente a los 

representantes de la UCRP, Ricardo Balbín y Santiago del Castillo (1898-1962), quienes 

reunieron el 28% de los sufragios. El nuevo oficialismo conquistó dos tercios de los 

diputados (187 contra 54), el control total en el Senado y la predominancia de la totalidad 

de los gobiernos provinciales (Floria y García Belsunce, 2012: 909). Su gabinete de 

ministros estaba compuesto por: Emilio Donato del Carril (1906-1985) como Ministro de 

Economía; Luis Rafael Mac Kay (1905-1963) como Ministro de Educación y Justicia; 

Alfredo Roque Vítolo (1910-1967) como Ministro del Interior; Carlos Florit (1929-2010) 

como Ministro de Relaciones Exteriores y Culto; Héctor Noblía (1901-1977) como 

Ministro de Asistencia Social y Salud Pública; Gabriel del Mazo (1898-1969) como 

Ministro de Defensa Social; Alfredo Allende (1930-) como Ministro de Trabajo; Justo 

Policarpo Villar (1902-1970) como Ministro de Obras y Servicios Públicos. 

Petróleo 

Arturo Frondizi y Alejandro Gómez conformaron un binomio presidencial de 

naturaleza excepcional. Si bien existen diversos debates en torno a los orígenes de su 

relación política, en este trabajo de tesis se estudiará el eje de conflicto fundamental: el 

petróleo. Para ello, es necesario conocer lo que denominamos, las “contradicciones 

programáticas” irresueltas entre Arturo Frondizi, un líder pragmático y, 

circunstancialmente, nutrido por la corriente político-económica que luego se denominaría 

“desarrollismo”, y Alejandro Gómez, también radical, quien se caracterizó por un bajo 

perfil de exposición y una mayor fidelidad a los principios partidarios. Ambos reconocían 

la Declaración de Avellaneda del año 1945 como uno de los pilares fundamentales del ala 

intransigente del partido. Los programas serán estudiados a partir de los discursos, 

declaraciones y documentos partidarios que dan a conocer los verdaderos principios en los 

                                                           
58 Aun así, los lineamientos del pacto Perón - Frondizi y sus posteriores repercusiones y efectos en el gobierno 

de Frondizi, no serán aquí profundizados, puesto que si bien es relevante la incidencia del peronismo en su 

designación, el análisis de la relación entre ambos sectores ideológicos, no es objeto de este trabajo. 
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que se basaría el gobierno de la Unión Cívica Radical Intransigente a partir de la asunción 

de Frondizi en 1958.59  

Como expusimos anteriormente, uno de los documentos históricos del cual Frondizi 

fue uno de sus redactores principales y que plasmó los lineamientos generales del programa 

de gobierno de la Unión Cívica Radical, y, a posteriori, la escisión intransigente, fue la 

Declaración de Avellaneda, del 4 de abril de 194560. Esta nucleaba el pensamiento del 

partido en su conjunto,61 y evidenciaba la necesidad de establecer objetivos claros para 

contrarrestar la existencia del movimiento peronista, el cual estaba excluido de la 

competencia electoral pero era aún mayoritario en la sociedad. Por ello, la Declaración 

establecía que era prioritario “depurar algunos elencos dirigentes y formar de las nuevas 

generaciones, los líderes capacitados para afrontar los grandes problemas que se presentan 

al país.” Además, explicaba que la Unión Cívica Radical luchaba por la concreción de 

ciertos principios generales tales como la soberanía energética, el régimen republicano, la 

liberación económica, la desigualdad social, el acceso a la cultura, y sobre todo, la 

recuperación de la soberanía popular. Destacaba, particularmente, la idea de proyectar una 

“nacionalización de todas las fuentes de energía natural de los servicios públicos (…) 

entregando su manejo a la Nación, a las provincias, a las municipalidades o a cooperativas” 

puesto que los monopolios extranjeros y nacionales imposibilitaban el progreso económico 

del país. Finalmente, la Declaración se oponía a que el radicalismo estableciera pactos o 

acuerdos electorales, porque el país debía estar gobernado por partidos orgánicos como lo 

era el radicalismo. 

En sintonía, el 27 de julio de 1955, Frondizi pronunció un discurso por Radio 

Belgrano en el cual cuestionó duramente los contratos petroleros firmados durante el 

gobierno del General Juan Domingo Perón (1895-1974) con la empresa estadounidense 

                                                           
59 Durante la extensión de este trabajo de tesis, nos basaremos exclusivamente en documentos históricos, tales 

como discursos públicos, declaraciones oficiales, material biográfico los cuales se refieren a programas de 

gobierno intencionalmente expuestos ante la ciudadanía argentina. Esto implica que no nos detendremos a 

explicitar las diferencias personales entre los líderes puesto que eso está sujeto a la interpretación del lector, y 

por ende, impide un análisis académico de los acontecimientos.  
60 Asimismo, fue el puntapié inicial para la conformación del Movimiento de Intransigencia y Renovación 

(MIR) fundado el 1° de noviembre de 1945, en la ciudad de Rosario. 
61 También fue redactada por Ricardo Balbín, Crisólogo Larralde (1902-1962), Moisés Lebensohn (1907-

1953), Oscar Alende (1909-1996), Arturo Illia (1900-1983), Francisco Rabanal (1906-1982), entre otros. 
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California Standard Oil. Entre otras declaraciones, sentenció que ese hecho “(…) enajena 

una llave de nuestra política energética, acepta un régimen de bases extranjeras y cruza la 

parte sur del territorio patrio con una ancha franja colonial cuya sola presencia sería como 

la marca física del vasallaje” (Lois, 2007:60). 

Asimismo, en el acto de proclamación de su candidatura (y la de Gómez), Frondizi 

pronunció un discurso enérgico en el que sostuvo que se iban a aplicar con firmeza los 

principios del programa de gobierno de la UCR, los cuales habían sido trazados 

previamente en la Declaración. Afirmaba que, en contraposición al régimen impuesto por el 

golpe de Estado del 4 de junio de 1943 a cargo del Grupo de Oficiales Unidos (GOU), el 

nuevo gobierno que se impondría en los comicios, se caracterizaría por repudiar la 

supresión de las libertades electorales y la entrega de “riquezas vitales de la República a los 

grandes intereses privilegiados del mundo” (Gómez, 1963: 92). Al mismo tiempo, 

argumentaba que el partido había exigido la liberación de los presos políticos y gremiales 

en el año 1955, frente a la irrupción del gobierno peronista, del mismo modo que lo exigía 

en ese momento. Aun así, Frondizi sostuvo que el nuevo período político, que emergió a 

partir de la Revolución Libertadora, estuvo inspirado en el principio de la libertad. Este dio 

inicio a un proceso histórico que tomaba la libertad como el instrumento del pueblo, y no 

sólo de los más privilegiados. 

Con respecto al aspecto económico de su nuevo gobierno, aseguraba que su 

programa sería transformador, y generaría “una economía de abundancia, que se creará con 

el esfuerzo de todos los elementos argentinos” (Gómez, 1963: 92). El radicalismo iba a 

impedir, desde el gobierno, “la acción de toda clase de monopolios nacionales e 

internacionales” (93) puesto que el programa que había triunfado había sido, en sintonía 

con la Declaración, el que afirmó “el principio de la nacionalización de todos los 

monopolios” (93). Finalmente, mencionaba que su partido se había propuesto defender el 

derecho de todos los trabajadores, sosteniendo el pleno empleo a partir del incremento de la 

producción y del otorgamiento de un salario mínimo, vital y móvil.  

El  1° de mayo de 1958, Arturo Frondizi asumió como Presidente de la Nación. En 

su discurso ante la Asamblea Legislativa, el nuevo mandatario planteó que el Estado 
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argentino estaría sujeto a dos objetivos principales: el primero, asegurar la vigencia del 

régimen constitucional mediante el restablecimiento de la paz social y la unión entre la 

ciudadanía; el segundo, más relevante para este trabajo, consistía en abatir el estancamiento 

económico a través del aprovechamiento de los recursos naturales. Concretamente, el 

Presidente electo entendía que para consolidar el desarrollo económico nacional el 

verdadero desafío de la Argentina consistía en lograr el autoabastecimiento energético, 

puesto que ayudaría a sustituir gradualmente el alto caudal de importaciones.62 A partir de 

esta premisa, el autoabastecimiento, sobre la base de un consumo creciente, permitiría 

incrementar las reservas petroleras y “cubrir las necesidades totales de la Nación por un 

cuarto de siglo” (Menotti y Olcese, 2008: 65). Este programa de gobierno se basaba en una 

lectura de la economía argentina que demandaba un giro en las políticas públicas. Si bien, 

dicho programa se centraba en la utilización de la potencialidad económica a través de 

explotación de los yacimientos petrolíferos y mineros, Frondizi incluía la posibilidad de 

aceptar la cooperación del capital privado “en la medida en que los recursos oficiales sean 

insuficientes, pero sin lugar a concesiones ni a renuncias del dominio del Estado sobre esa 

riqueza preexistente” (65). 

Luego de tres meses de su asunción, Frondizi anunciaba que la “batalla del 

petróleo” se había librado y que sería “la más ardua y decisiva” de todas las batallas 

(Frondizi, 1958). Argumentaba la necesidad inminente de limitar la importación de 

petróleo, y esto no sólo era un problema de la economía argentina, sino también una 

dificultad para “nuestra capacidad de autodeterminación y (…) soberanía” (Frondizi, 1958). 

En el año 1957, la importación de petróleo superaba los 300 millones de dólares y 

representaba el 25% de la totalidad de las exportaciones (Ferrer, 2007). A su vez, el otro 

50% de las importaciones se destinaba a productos siderúrgicos y a otros materiales que 

abastecían la industria manufacturera (Ferrer, 2007). Por lo tanto, según la visión 

económica del gobierno nacional, la necesidad imperante de aquel momento era el 

desarrollo de las industrias básicas y del petróleo. En sintonía, el autor Marcelo Acuña 

(1987: 107) argumenta que, incluso era más relevante la producción de bienes que la 

                                                           
62 Se estimaba que en 1957 llegaban a 318 millones de dólares. 
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distribución de la riqueza, puesto que “era inútil que se llegue a fórmulas perfectas sobre el 

modo de repartir si no hay nada o poco que pueda ser repartido.”  

En consecuencia, se comenzó a idear un nuevo modelo económico que se ajustara a 

las necesidades antes expuestas, inspirado en la corriente denominada “desarrollismo”63. 

Como anticipamos, Rogelio Frigerio era el colaborador económico más cercano del 

presidente y el principal defensor del desarrollismo como modelo capaz de resolver las 

problemáticas de aquel momento. Desde su perspectiva, la economía de Argentina estaba 

desintegrada territorial, económica y socialmente, y que el Estado debía intervenir en la 

economía mediante la estimulación de las iniciativas privadas. Esto implicaba que se debía 

conducir la política salarial, sindical y social a través de la integración del territorio 

nacional y mediante la promoción e incentivo a la implementación de transportes y 

comunicaciones (caminos, carreteras, aeródromos, puertos, flotas, etc.). También, 

involucraba el impulso de la inversión pública y privada, la cual era dirigida principalmente 

a los sectores básicos tales como  petróleo, carbón, hierro, acero, química pesada, 

petroquímica, celulosa, infraestructura, entre otros. Este proceso garantizaría, en primera 

instancia, una política de pleno empleo y altos salarios, que serían el resultado de la acción 

de la libre iniciativa privada y del Estado, como consecuencia del rápido crecimiento de la 

producción con alta tecnología y el posterior aumento en la productividad.  

Asimismo, para Frigerio la intervención extranjera era sumamente necesaria ya que 

el ahorro nacional era insuficiente. Según la reflexión de Vercesi (1999: 8), la priorización 

de estas industrias estratégicas era clave para quebrar la “vieja estructura económica 

colonial”: las exportaciones primarias producían las divisas con las que se importaban los 

insumos industriales, materias primas, energía, etc., pero el déficit de la Balanza de Pagos 

era crónico y creciente. Por lo tanto, si se produjese este tipo de insumos, mediante la 

                                                           
63 Si bien, sólo analizaremos a la teoría desarrollista a través de su implementación en los años 60´ en la 

Argentina, es importante destacar que sus inicios tienen lugar en el año 1949, cuando el economista argentino 

Raúl Prebisch (1901-1986) redactó un informe titulado “El desarrollo económico de la América Latina y 

algunos de sus principales problemas” para la Comisión Económica para América Latina, comúnmente 

conocida como CEPAL. A partir de allí, se gesta la teoría de “centro - periferia” donde se estipula que en 

términos del comercio internacional, existe un mayor beneficio para los países del centro, es decir, los países 

desarrollados, en perjuicio de los países “periféricos”, los que son productores de materias primas. Frente a 

esto, los países en desventaja, los subdesarrollados, deberían generar políticas de industrialización activas 

para disminuir su dependencia para con los más privilegiados. Ver ejemplo brasilero en Bresser Pereira, 2007. 
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atracción de capitales externos para que inviertan en la Argentina, se reemplazaría la 

dependencia de los monopolios extranjeros proveedores de bienes indispensables por un 

desarrollo económico-industrial local. Del mismo modo, también implicaba “darle 

seguridad jurídica a los capitales [extranjeros] manteniendo la legalidad, y reglas de juego 

estables, y así, no sólo evitar la fuga de capitales que se venía produciendo, sino, además 

atraerlos hacia el país” (8).  

A continuación, destacaremos ejemplos de los contratos más importantes que 

inicialmente se produjeron en el gobierno de Frondizi. Yacimientos Petrolíferos Fiscales 

(YPF), la principal empresa petrolífera argentina acordó con Shell, una compañía de 

capitales ingleses, la explotación de un área de 30000 km2, en el sur de la provincia de 

Buenos Aires y al norte de la provincia de Río Negro, incluyendo la plataforma submarina. 

Esta reduciría gradualmente, puesto que luego de tres años de explotación, alcanzaría 70% 

de su extensión original, y pasados diez años tendría solo 10%. A su vez, se acordó que 

Shell invirtiera 6 millones de libras en los primeros seis años y, en función de los resultados 

obtenidos, 4 millones en los siguientes dos años. El contrato también obligaba a la empresa 

a entregar un determinado porcentaje de petróleo producido a YPF, como compensación 

por los estudios que se habían realizado previamente al contrato.  

Por otro lado, se firmó un contrato con Standard Oil (ESSO) que le otorgaba un área 

de 4800 km2 en la provincia de Neuquén. De modo similar al caso de Shell, se estipuló que 

luego de los primeros diez años, el área se reduciría al 25% de su extensión. La inversión 

sería de 23 millones de dólares en los primeros diez años y, si se alcanzase una producción 

diaria de 4000 metros cúbicos, 4 millones a partir de la primera década. Finalmente, Esso le 

cedería a YPF la concesión y las instalaciones que poseía en la provincia de Salta. Cabe 

mencionar que el gobierno nacional insistía con la idea de que estos contratos no eran 

concesiones y que, además, las compañías extranjeras no poseían ningún derecho de 

propiedad sobre el petróleo extraído o sobre las áreas indicadas en los contratos. 

 

Renuncia 
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Este viraje en la política económica del gobierno nacional provocaría ciertas 

disidencias dentro del oficialismo. Desde el comienzo, el Vicepresidente, Alejandro Gómez 

desconfió de la influencia de Frigerio en las decisiones del presidente, como así también la 

implementación de medidas relacionadas a los contratos petroleros, las universidades y la 

enseñanza privada.64 Con respecto a la política energética, Gómez (1963) le advirtió al 

presidente que la decisión de llevar a cabo la firma de los contratos petroleros debía estar 

sujeta a la aprobación del Congreso Nacional, y que de no proceder de ese modo, él mismo 

renunciaría. Frente a esto, Frondizi le pidió que esperara seis meses para que se 

esclarecieran públicamente los detalles de los contratos petroleros y luego, “que hiciera lo 

que quisiera” (296). En su obra “La política de entrega”, donde explica íntegramente su 

disconformidad frente a lo que denomina la inconducta de Frondizi, Gómez describe una 

conversación con el entonces gobernador de la provincia de Buenos Aires Oscar Alende 

(1909-1996), su amigo personal y uno de los líderes indiscutibles de la UCRI. El 

Vicepresidente expuso que Frondizi no respetaba los principios fundamentales del partido y 

que no podía permitir que la soberanía energética estuviera en peligro debido al cambio de 

criterio del Presidente. Inmediatamente, Alende argumentó que su renuncia podría 

significar el fin de la UCRI en el gobierno y sumergir la república bajo una dictadura 

reaccionaria (298). Por ende, lo instó a esperar y a “confiar” en la gestión de Frondizi. 

Luego de la visita de Alende, Gómez decidió no renunciar.  

                                                           
64 Nuestro objeto de estudio es el conflicto entorno al petróleo, pero nos resulta necesario explicitar otras 

temáticas emergentes que contribuyeron al distanciamiento entre los mandatarios. Estas consistieron en la 

aprobación de la Ley de Enseñanza Libre, propuesta por el gobierno, la cual permitía la creación de 

universidades privadas, que en su mayoría iban a ser católicas. Asimismo, la Federación Universitaria 

Argentina (FUA) organizó un plan de protestas con apoyo de los sindicatos, estudiantes secundarios y 

partidos políticos de la oposición, bajo el lema “Laica o Libre”. Incluso, rectores de universidades nacionales 

[entre ellos, Risieri Frondizi (1919-1985), quien era rector de la Universidad de Buenos Aires y además, 

hermano del Presidente de la Nación] exigieron públicamente al gobierno que no se concrete la aprobación de 

dicha ley. La intensidad del conflicto se cristalizó el 19 de septiembre de 1958, cuando 300.000 estudiantes se 

movilizaron hacia la Plaza del Congreso en repudio a la ley. Finalmente, Frondizi impuso su criterio con el 

artículo 28 de la ley de educación. Ver más sobre este tema en: Luna, Félix “Historia de la Argentina” 

Crónica.Hyspamérica. Buenos Aires. 1995; Sanguinetti, Horacio “Laica o Libre: los alborotos estudiantiles de 

1958.” Todo es Historia nº 80, 1/1974; Artículo "Laicos vs. Libres: el conflicto de 1958 en torno a la 

educación privada” por Lichtmajer, Alejandro: http://www.archivo.unt.edu.ar/attachments/054_litchmajer.pdf  

http://www.archivo.unt.edu.ar/attachments/054_litchmajer.pdf
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A pesar de ello, la tensión entre los mandatarios se fue incrementando. Otro sector 

que manifestaba su rechazo frente a las políticas desarrollistas de Frondizi fue el militar.65 

Gómez había sido advertido sobre una incipiente rebelión militar; por ello, le propuso al 

presidente y al Ministro del Interior, Alfredo Roque Vítolo (1901-1967), ser un 

intermediario entre el gobierno y los dirigentes civiles para incrementar el apoyo popular y 

evitar un clima de destitución. El Vicepresidente explicó que su intención inicial había sido 

unificar a la UCRI y la UCRP para que el Presidente, apoyado por ambos, modifique el 

rumbo de las políticas públicas y respete los lineamientos históricos del radicalismo 

(Gómez, 1963: 373). Por el contrario, en un contexto de profunda desconfianza y 

alejamiento, Frondizi y su equipo económico interpretó que Gómez quería aprovechar el 

rumor del golpe de Estado para presionar al Presidente y formar un gobierno de coalición o 

reemplazarlo como titular del Poder Ejecutivo (Potash, 1983: 397). Asimismo, en una 

reunión en la que se encontraban varios representantes del sector militar y ambos 

mandatarios, Frondizi acusó a Gómez de intentar abrir una brecha entre los militares y el 

gobierno civil. Cuando fue interpelado para conocer el nombre de la persona que lo había 

informado sobre el posible golpe militar, Gómez no contestó y se retiró del encuentro 

(Potash, 1983: 397). A partir de aquel momento, el rumor del complot de Gómez contra el 

Presidente creció exponencialmente, y conquistó los medios de comunicación instalándose 

en la opinión pública (Potash, 1983: 397). Incluso, el presidente del bloque oficialista en la 

Cámara de Diputados, Héctor Gómez Machado, llegó a sugerir el juicio político para 

destituirlo. Finalmente, el día 18 de noviembre Alejandro Gómez presentó su renuncia ante 

Frondizi, resumiendo los seis meses que se mantuvo en el poder caracterizados por la 

preeminencia de profundas divergencias con el Presidente, en una afirmación: “renuncio 

para que nunca más se haga con nadie semejante infamia” (Gómez, 1963: 383). 

Unos meses después, el Presidente expuso ante el Congreso de la Nación que se 

estaba trabajando en un programa de “Expansión y Estabilización” de la Argentina, puesto 

que era necesario el desarrollo económico nacional en materia monetaria, de gasto público 

y de empresas estatales, para, luego, “iniciar la etapa expansiva de explotación intensiva de 

                                                           
65 Para estudiar en profundidad la dinámica del sector militar frente al gobierno de Frondizi véase Potash, 

Robert A. El ejército y la política en la Argentina.  1945-1962. Buenos Aires, Editorial Sudamericana, 366-

501, 1983. 
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los recursos naturales, del desarrollo siderúrgico, industrialización, incorporación al agro de 

los procesos tecnológicos (…)” (Menotti y Olcese, 2008: 85). Frondizi sostuvo que un año 

atrás se había propuesto tres objetivos de política energética –la nacionalización del 

petróleo, la reestructuración de Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF) y la cooperación 

de distintas empresas argentinas y extranjeras– y que en aquel momento, estaban 

cumplidos. Por lo tanto, indicó que, como consecuencia de los diversos convenios con 

empresas extranjeras, permitían perforar 9.900 pozos entre 1959 y 1964 frente a los 6.877 

pozos que se perforaron en los 51 años anteriores (86).  Específicamente, las firmas 

europeas que colaboraron en la etapa de expansión facilitaron el incremento de la 

producción en los yacimientos en Río Turbio a 2.900.000 toneladas de petróleo (86). 

Conclusión 

Frondizi consideraba a la intervención extranjera como un anclaje fundamental del 

desarrollo económico argentino puesto que tanto los créditos procedentes de los organismos 

extranjeros como los programas de inversión destinados a la producción del petróleo, el 

carbón y la electricidad, incorporaban a la economía nacional la tecnología avanzada de los 

países más industrializados. En el año 1959, expuso públicamente su postura: “Esta 

participación [proveniente de las economías extranjeras] tiene gran significado, no sólo por 

su valor como contribución a la superación de nuestras dificultades, sino también como 

prueba de confianza en la capacidad y en el futuro de nuestra economía” (88). 

Como expusimos, las medidas tomadas por el mandatario se basaron principalmente 

en estimular el ingreso de capitales extranjeros para activar la exploración y extracción en 

los yacimientos petrolíferos. Las empresas extranjeras se llevaban su ganancia 

exclusivamente en dinero, ya que el resultado debía ser entregado a YPF. Tal como analiza 

la historiadora Emilia Menotti (1998: 209): 

“ante la imposibilidad de YPF para cumplir las necesidades de la Nación, 

que se encontraba al borde de la cesación de pagos y con fuerte déficit de la balanza 

comercial, decidió recurrir a la colaboración privada, a fin de alcanzar el ansiado 

autoabastecimiento en el menor tiempo y, con el respaldo de las divisas recuperadas 
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por la limitación de los gastos de importación, completar el reequipamiento 

industrial  del país y contribuir a su estabilidad económica.”  

En lo que respecta al plano político, está en discusión la postura severa de Frondizi 

de acusar a Gómez de complicidad de una posible revuelta militar que destituya al 

presidente. Potash (1983) explica que posiblemente Gómez haya sido una molestia para la 

concreción de los planes de gobierno desarrollistas, puesto que se oponía, de forma privada 

y pública, cada vez que se exponían nuevas condiciones en los contratos petroleros con 

empresas extranjeras. De esta manera, el mote de “traidor” contribuyó a desplazar a Gómez 

del escenario político, sin poner en riesgo la estabilidad del gobierno frondizista de forma 

momentánea. En este sentido, podemos sostener que el hecho de que el presidente se haya 

asegurado, posteriormente, que no se convocaran a comicios para ocupar el cargo de la 

vicepresidencia evidencia su intención de evitar posibles maniobras legales (o ilegales) de 

desplazarlo.  

3.4.2 Cristina Fernández de Kirchner – Julio César Cleto Cobos 

 

El hombre puede emplear el fraude, que produce remordimientos 

en todas las conciencias (…) no sólo se olvida el amor que establece la 

Natura, sino también el sentimiento que le sigue, y de donde nace la 

confianza: he aquí por qué (…) yace eternamente atormentado todo aquel 

que ha cometido traición 

La Divina Comedia, Dante Alighieri66 

Contexto 

Cristina Fernández de Kirchner asumió el 10 de diciembre de 2007, frente a la 

Asamblea Legislativa en el Congreso de la Nación y se convirtió en la primera presidenta 

en ser elegida a través de las urnas. La nueva mandataria recibió el traspaso de mando de 

parte de su esposo, el ex Presidente Néstor Kirchner (1950-2010) quien continuaba siendo 

el líder del partido de gobierno, el Frente para la Victoria (y más adelante, se convertiría en 

                                                           
66 Extracto en alusión a las declaraciones del entonces Jefe de Gabinete de Ministros, Aníbal Fernández, quien 

afirmó que Julio Cobos, Vicepresidente de la Nación, hubiera sido juzgado por D. Alighieri como traidor y 

colocado “en el noveno círculo del infierno” (Diario Perfil, 2014). 
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el presidente del Partido Justicialista). Tanto la candidatura de Fernández de Kirchner como 

de Julio Cobos, su Vicepresidente y hasta ese entonces, Gobernador de la provincia de 

Mendoza, fueron acordadas por un solo hombre. Cobos recuerda que, a mediados del 2006, 

se reunió junto a cinco gobernadores con Néstor Kirchner y este les dijo: “Yo quiero que de 

alguno de ustedes surja quien nos acompañará a mi o a Cristina en la consolidación de este 

proyecto” (Castro, 394).  

En cuanto a la economía, se transitaba un aumento de la demanda internacional de 

alimentos, sumado a un crecimiento ininterrumpido de la economía durante la última 

década. El economista Aldo Ferrer, en el debate de la Comisión de Agricultura de la 

Cámara de Diputados del día 6 de julio del año 2008, sostenía que la inserción de millones 

de personas de la región asiática, “como grandes productores de bienes complejos y 

grandes consumidores” provocaba una “tendencia alcista de los recursos naturales y de los 

commodities” (Página 12, 2008). Frente a este contexto, Ferrer afirmaba que el Estado 

nacional debía tomar la iniciativa de intervenir e interpretar las “señales” de los precios 

externos, ya que, de lo contrario, la estructura productiva la determinaría el mercado 

mundial y no la decisión de los habitantes del propio país (Página 12, 2008). No obstante, 

sostenía que un país que deseaba dejar de ser subdesarrollado, no podía especializarse sólo 

en un sector productivo.  

Esto se debe a que, no era suficiente discutir la naturaleza de las retenciones a las 

exportaciones, sino que resultaba necesario identificar las deficiencias en la estructura 

productiva de la Argentina. Asimismo, a pesar de que el sector agroindustrial representaba 

alrededor de un tercio del empleo de la fuerza de trabajo, se debía planificar, 

simultáneamente, el desarrollo de una base industrial. En palabras de Ferrer (2008): “si no 

contamos con una estructura integrada, (…) si un sistema no tiene un suficiente grado de 

diversificación y no tiene capacidad de incorporar el conocimiento y gestionarlo, no puede 

producir el desarrollo en las condiciones contemporáneas.” A su vez, sumado al 

crecimiento exponencial que tenía el país, existía una circunstancia coyuntural que era el 

alza en el precio del petróleo, cuyo efecto repercutía fuertemente en la economía argentina. 

Ferro, diputado de la Coalición Cívica por la Provincia de Buenos Aires, sostenía que este 

factor empujaba al “alza el valor de los commodities y que paralelamente también empuja 
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al alza el nivel de los costos de producción de esos commodities” (HCDN, 2008). Por ello, 

explicaba que otros países con bajas retenciones, eran menos vulnerables al incremento de 

los costos.  

Con respecto a la distribución de la propiedad de la tierra, de las 170 millones de 

hectáreas que la Argentina destinaba a la producción agropecuaria, más de 74 millones 

estaban en manos de 4 mil propietarios (HCDN, 2008). Al mismo tiempo, en la región 

pampeana existían 4 millones de hectáreas que permanecían en manos de 116 propietarios 

(HCDN, 2008). Algunos de ellos, grandes empresas  que  concentran la mayor parte del 

comercio de granos y oleaginosas, dominaban el 91 por ciento del mercado de aceite y 

pellet de soja: Cargill67, Bunge, Aceitera General Deheza, Molinos, Vicentini, Dreyfuss, 

entre otros. 

En contraposición, el economista Alieto Guadagni (2008) argumentaba que era 

conveniente reducir los impuestos que dificultaban la producción, más precisamente, los 

impuestos que afectaban las exportaciones. Esta medida estimularía el desarrollo de las 

economías regionales. Por este motivo, se debían eliminar los impuestos que castigasen a 

las economías regionales, como los vinos, frutas, ajos, tabaco, hortalizas, té, yerba y 

porotos. En cuanto a los productos agropecuarios había que reducirlos y permitir la 

aplicación de una fracción al pago de impuestos nacionales. El ciclo económico argentino 

se dirigía a una situación de recesión y, por eso, “era crucial implementar sin demoras una 

política anticíclica, estimulando la demanda global que mayor impacto tenga sobre el 

aumento del empleo y la producción” (Guadagni, 2008). Agregaba, además, que era 

conveniente fortalecer la inserción internacional del país, no solo en América Latina sino en 

todo el mundo. Para ello, era necesario mejorar la competitividad de las exportaciones y 

también las perspectivas que se abren a las inversiones. 

Resolución 125 y sus repercusiones 

El 11 de marzo de 2008, el Ministro de Economía y Producción, Martín Lousteau 

anunció en una conferencia de prensa la nueva estructura de valores móviles para los 

                                                           
67 Cargill poseía 5 puertos propios, 4 plantas de molienda de oleaginosas aceiteras, 7 molinos de trigo,  plantas 

de acopio y 2malterías. 
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posteriores cuatro años. Esto implicaba que las retenciones fijas a las exportaciones 

comenzaban a ser variables, con el objetivo de intentar reducir el impacto sobre los precios 

internos las continuas alzas en las cotizaciones internacionales68, con una elevada 

volatilidad de sus tasas de variación interanual. La Resolución 125/08 disponía que se 

modificaría el nivel de retenciones de forma diferencial: se incrementaría en el caso de la 

soja y el girasol, y se reduciría en el caso del maíz y del trigo. Con el fin de eliminar las 

diferencias de precios que dichos productos tuvieron desde diciembre de ese año hasta esa 

fecha, la medida implicaba un aumento de 9,1 puntos en el derecho de exportación para la 

soja (35 por ciento al 44,1 en promedio), en 7,1 puntos el del girasol (alcanzaría el 39,1 por 

ciento promedio) y, por el contrario, disminuiría en 0,8 puntos el derecho correspondiente 

al maíz y 0,9 por ciento el de trigo (antes, en 25 y 28 por ciento de retenciones) (Res. 

125/08). 

La explicación brindada por el titular del Ministerio de Economía y Producción se 

centraba en la idea de que en el caso de que no se implementara dicha medida, el 

persistente escenario internacional “podría repercutir negativamente sobre el conjunto de la 

economía a través de mayores precios internos, menor equidad distributiva y una creciente 

incertidumbre en lo que respecta a las decisiones de inversión del sector agropecuario” 

(Página 12, 2008). 

Este segundo incremento de la alícuota en los primeros tres meses de gestión de 

Cristina Fernández de Kirchner, según el discurso gubernamental, pertenecía a un programa 

de “reordenamiento en la base de la cadena alimentaria”, para contribuir a la contención de 

la inflación (Página 12, 2008). También las harinas, los aceites, la carne de pollo y de 

cerdo, y la leche formaban parte del análisis esquemático de un nuevo escenario de precios. 

A su vez, esta medida intentaba introducir incentivos diferenciales en favor de la 

producción de trigo y maíz, con niveles de retención inferiores a los de soja y girasol, como 

una señal en contra de la “sojización” del campo. 

                                                           
68Según el economista y especialista Jorge Schvarzer, el precio internacional del aceite de soja subió un 55 

por ciento en 2007 y el de girasol, un 90 por ciento. A su vez, en el 2008 hasta esa fecha subió un 35 y 28 por 

ciento más, respectivamente. En ese lapso, el Gobierno Nacional sólo incrementó las retenciones de esos dos 

productos de 24 a 32 por ciento. Es por ello que argumenta que el problema se originó “por no haber 

instrumentado antes un sistema de retenciones móviles, que actualice el porcentaje de impuesto a las 

exportaciones ante cada movimiento del precio internacional” en “Todos exportan todo el aceite”, Diario 

Página 12. 
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En sintonía con el carácter de la resolución, el Secretario de Agricultura de la 

Nación, Javier de Urquiza, señaló que este programa económico iba a permitir a los 

productores contar “con mayor previsibilidad” al momento de encarar las cosechas. A su 

vez, Lousteau manifestó la necesidad de “aumentar el incentivo a la producción de los 

insumos básicos”, y mencionó que debía promoverse un “cambio estructural” a nivel global 

ya que, la inflación de los alimentos a nivel mundial del año anterior se había duplicado. 

Como consecuencia, el día posterior, las cuatro entidades rurales convocaron dos 

jornadas de protesta sin comercialización de productos alimenticios. La Federación Agraria 

Argentina (FAA), la Sociedad Rural Argentina (SRA), Confederación Intercooperativa 

Agropecuaria (Coninagro) y Confederaciones Rurales Argentinas (CRA), se nuclearon en 

la Comisión de Enlace de Entidades Agropecuarias para dar inicio al plan de acción. En 

conjunto con el Sindicato de Trabajadores de la Industria de la Carne, se convocó a la 

población a no consumir carne, a los productores a no enviar animales para la faena, y se 

organizó una movilización al Mercado de Liniers.  

Ante un clima de intensa crispación de los sectores involucrados, se manifestaron 

las reacciones de sus dirigentes. El primero en pronunciarse fue el presidente de 

Confederaciones Rurales Argentinas (CRA), Mario Llambías, quien sostuvo que "las 

medidas no van contra la sociedad sino para cambiar la política agropecuaria" (Diario 

Clarín, 2008). Posteriormente, la Confederación de Asociaciones Rurales de Buenos Aires 

y La Pampa (CARBAP) se manifestó a través de su representante, Jorge Srodeck, quien 

rechazó la "constante y creciente exacción al sector agropecuario" y consideró que el 

aumento de las retenciones  provocaba “una nunca vista confiscación a la producción 

agropecuaria, de neto corte fiscal (...) y promueve la destrucción del sistema de mercados 

de futuros” (Diario Clarín, 2008). Según Srodeck, estas medidas impedirían que el 

productor pudiera fijar el precio para la época de cosecha de su producción. 

Más tarde, Eduardo Buzzi (2008), el titular de la Federación Agraria Argentina, se 

pronunció en repudio a dicha medida, y afirmó que “no se les dio a los productores la 

posibilidad de opinar ni de consensuar (…) Además, bajo el pretexto de atenuar la 

sojización se recurre a medidas fiscalistas y recaudatorias.” En sintonía, el vicepresidente 

de la institución, Pablo Orsolini, quedó disconforme con la reducción de las retenciones del 
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trigo y maíz argumentando que no era una proporción sustancial, y por tanto, un incentivo 

significante para su producción. Uno de los líderes del sector rural que encarnó las máximas 

protestas contrarias al gobierno nacional, y, al mismo tiempo, el vicepresidente de la 

Sociedad Rural Argentina (SRA), Hugo Biolcatti (2008), consideró que la medida carecía 

de sentido puesto que, en aquel momento, se exportaba casi la totalidad de la producción de 

soja ya que “abaratar el precio de los alimentos cuando la soja no incide en absoluto en el 

precio final que paga el consumidor.” 

Frente al paro nacional provocado por el sector agrario, entendido como un modo de 

“un llamado de atención, una necesidad de ser atendidos” (Diario Clarín, 2008), 

representantes del Gobierno Nacional exhibieron sus disidencias. El jefe de Gabinete de 

Ministros, Alberto Fernández, argumentó que la decisión gubernamental tenía la intención 

de redistribuir las ganancias de dicho sector entre el resto de la población. A su vez, incitó a 

los ruralistas a admitir que habían incrementado sus riquezas durante la gestión kirchnerista 

y que “el Gobierno los ayudó mucho no sólo con el gasoil subsidiado sino también con la 

devaluación"(Diario Clarín, 2008). Una vez más, el Ministro de Economía afirmó su 

disconformidad con la medida de fuerza ya que “el Gobierno abre siempre una puerta para 

la discusión, si bien hubo paro en otras épocas la situación del campo era diferente, hoy 

cualquiera ve que ha mejorado la situación del campo"  (Diario Clarín, 2008).  

El ex Presidente Néstor Kirchner, en ese entonces presidente del Consejo Nacional 

Justicialista, se convirtió en uno de los referentes más importantes de esta medida. 

Sentenció que los sectores agropecuarios pertenecían a la oligarquía, y afirmó: "a esos 

sectores no les gustan los gobiernos que luchamos contra la concentración del poder". Instó, 

además, a los diputados que debían trabajar sobre el proyecto de ley y a “actuar con coraje” 

(Diario Clarín, 2008). A su vez, cuestionó el método del lockout categorizándolo como 

autoritario, y argumentando que era el principal causante del desabastecimiento y la 

herramienta de extorsión de los productores agrícolas. A pesar de que la tensión política se 

acrecentaba a medida que los días de paro, comúnmente denominado lockout, se 

acumulaban, el ápice del conflicto con el campo tuvo lugar cuando la Presidenta de la 

Nación, Cristina Fernández de Kirchner, repudió públicamente las protestas ya que se 

estaba socavando la “construcción democrática”. 



73 
 

Desde el comienzo del conflicto, Cristina Fernández de Kirchner denominó las 

protestas agrícolas como piquetes de la abundancia. Consideró su modalidad como un 

atropello al sistema democrático vigente, puesto que eran los líderes agrícolas quienes 

decidían cuánto durarían los cortes en las rutas nacionales, y no el Gobierno Nacional, 

elegido democráticamente. Además de los funcionarios públicos, el discurso presidencial 

era convalidado por diversos sectores político-sociales, entre ellos, los sindicatos con 

mayor cantidad de afiliados y diversas agrupaciones cercanas al kirchnerismo; como Frente 

Grande, Federación de Tierra, Vivienda y Hábitat, Central de Trabajadores Argentinos 

(CTA);  e incluso agrupaciones de derechos humanos.   

Aparece un factor relevante en el análisis de los acontecimientos que conformaron 

la llamada “crisis del campo” del año 2008. El enfrentamiento con el Grupo Clarín hacía 

prevalecer una tendencia marcada en apoyo a la protesta contra el gobierno  de algunos 

periodistas de este medio, cuyo diario era el más leído del país y el de mayor circulación en 

el mundo de habla hispana (Zunino, 2010). Las principales áreas o empresas de televisión 

por cable y acceso a Internet, publicaciones e impresión, televisión, radio y programación, 

contenidos digitales, etc. tomaron posición en el conflicto logrando obtener cierto nivel de 

incidencia sobre la opinión pública (si bien no es objeto de esta investigación evaluar el 

grado de impacto del grupo mediático en la sociedad).  

El suplemento rural del Diario Clarín estaba a cargo de Héctor Huergo, productor 

agropecuario, quien públicamente repudió la posición tomada por el Gobierno Nacional y 

sus aliados. En cierta ocasión afirmó que la expansión del cultivo de la soja pertenecía a la 

“segunda revolución de las pampas”. Expoagro, la feria más importante del sector 

agropecuario en Argentina que se convertiría en una tribuna y un foro para la confrontación 

con el gobierno, reunía a los principales proveedores de ese mercado. En ese año, logró 

reunir 526 expositores y 202.498 personas asistieron, registrando ventas récord por 170 

millones de dólares (Murano, 2008:190). 

Esteban Zunino (2010) analiza el período que abarca del 12 de marzo al 17 de julio 

de 2008, en el cual el tratamiento del Diario Clarín tiende a perjudicar la imagen del 

Gobierno Nacional. Concretamente, afirma que “los anuncios del gobierno, las instancias 

de diálogo y negociación, las modificaciones a la resolución 125 y los acuerdos y 
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desacuerdos entre los sectores en pugna fueron constantes y se constituyeron en el eje 

central de la cobertura informativa de este diario” (Zunino, 2010: 5), mientras que las 

acciones del sector agrícola que podrían ocasionar un impacto negativo en la sociedad (el 

desabastecimiento de productos para el consumo en los centros urbanos, las dificultades 

para transitar por las rutas debido a los cortes de ruta, etc.) eran expuestas con poca 

frecuencia. Por lo tanto, argumenta que el “impacto social y económico de las medidas del 

gobierno” tuvo mayor grado de apariciones que el “impacto social y económico de las 

medidas del campo”. 

Votación 

El 5 de julio, la Cámara de Diputados aprobó en particular el proyecto enviado por 

el Poder Ejecutivo. Se trata del artículo 1 que fue aprobado por 129 votos contra 122 votos 

y con 2 abstenciones69. De los que votaron a favor, 111 pertenecían al bloque del Frente 

para la Victoria, y el resto, a otras agrupaciones aliadas al oficialismo.70 

En primera instancia, el bloque del oficialismo centraba la defensa de la resolución  

en la volatilidad que existía en el precio de los alimentos y en el precio de los commodities 

agropecuarios. El Diputado Cantero Gutiérrez argumentaba: “si no tenemos movilidad en 

las retenciones, estaremos sometiendo a nuestros productores agropecuarios y al país a 

alguna especulación de las grandes macroempresas que manejan el comercio interno e 

internacional” (Gutiérrez, 2008). 

Por otro lado, diversas voces del arco opositor coincidían en que existía un alza en 

los precios internacionales de la soja transgénica, pero no implicaba que los productores 

agropecuarios se vieran beneficiados por rentas extraordinarias. Por este motivo, veían 

injustificada la necesidad del Estado Nacional de quitar un porcentaje de aquellas ganancias 

                                                           
69 Para ver en detalle el voto de cada diputado: 

http://www1.hcdn.gov.ar/dependencias/dselectronicos/actas/2008/126OE07_01_R17.pdf 
70 Seis legisladores de la Concertación Plural (Héctor Alvaro, Hugo Cuevas, Norberto Erro, Hugo Prieto, 

Gustavo Serebrinsky y Silvia Vázquez); 5 miembros del Frente Cívico y Social de Santiago del Estero 

(Daniel Brue, José Herrera, Mirta Pastoriza, Jorge Pérez y Ana Luna de Marcos; 4legisladores del Encuentro 

Social y Popular (Vilma Ibarra, Ariel Basteiro, Victoria Donda y Cecilia Merchán) y 3 pertenecientes a otros 

bloques: Miguel Bonasso (Convergencia), Eduardo Borocotó (Movimiento Independiente) y Emilio Kakubur 

(Dignidad Peronista). A su vez, los legisladores rionegrinos del Frente para la Victoria, Julio Arriaga y 

Cipriano Rossi, firmaron un proyecto alternativo junto a, entre otros, el bonaerense Felipe Solá. 

http://www1.hcdn.gov.ar/dependencias/dselectronicos/actas/2008/126OE07_01_R17.pdf
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ya que no estarían en condiciones de costear sus gastos. El Diputado Francisco J. Ferro 

(CC-ARI-GEN-UPT) por la Provincia de Buenos Aires, explicaba que “el gobierno 

confunde precio extraordinario con rentabilidad extraordinaria y propuso, a través de la 

resolución 125, capturar esa supuesta y a nuestro juicio inexistente rentabilidad 

extraordinaria, este tipo de medidas pone al productor en una situación muy difícil” (Ferro, 

2008). Asimismo, expuso una resolución perteneciente al Consejo Asesor de la Estación 

Experimental del INTA-Pergamino, que indicaba la inexactitud de la Resolución propuesta 

por el Gobierno Nacional. Ésta “exhibe preliminarmente bajo grado de eficacia y eficiencia, 

defectuosa formulación, producto de inconsistencias técnicas básicas en la consideración de 

los presupuestos que pretenden fundarla” (Ferro, 2008). 

En sintonía con lo mencionado, la Diputada Laura G. Montero (De la Concertación) por 

Mendoza resumió claramente una visión que se repetía en los que rechazaban el proyecto: [existe] 

“una asimetría terrible entre la visión de quien dicta la norma y de quien la recepta.” De 

esta manera, Montero sostenía que el Poder Ejecutivo consideraba al sector agropecuario de 

manera homogénea, ignorando su compleja naturaleza. Apuntando al Gobierno Nacional 

sostuvo:  

“Creemos que ha habido un error de diagnóstico en la resolución 125 (…) ya 

que no todos los productores a los que se aplica la norma tienen una rentabilidad 

adecuada. Hay productores de zonas marginales que no llegan a la escala requerida, ya 

que el rinde de la soja puede ser de cinco a dos toneladas por hectárea. En 

consecuencia, la rentabilidad no es igual para todos” (Montero, 2008).  

Al mismo tiempo, hubo legisladores que proponían su propio esquema de 

diferenciación de los productores, como fue el caso del Diputado Nacional Claudio Lozano 

(Bs. As. para Todos en Proyecto Sur) por CABA.71 

El bloque de la Unión Cívica Radical, liderado por Oscar Aguad quien representaba 

a la provincia de Córdoba, mantenía una de las posiciones más tajantes. Sostenía que la 

                                                           
71“Hemos planteado una segmentación al interior de las retenciones para que el mayor apoyo llegue a los 

pequeños y medianos productores. Hemos hecho divisiones hasta 300, hasta 600, entre 600 y 1.000 y entre 

1.000 y 1.500 toneladas, y propusimos retenciones distintas: de 20, 25, 30 y 35 por ciento. Y por encima de 

las 1.500 toneladas, sí estamos de acuerdo con las retenciones móviles plenas” (Lozano, 2008). 
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resolución 125 era inconstitucional porque delegaba en el Poder Ejecutivo una facultad 

extrema que solamente pertenece al Congreso de la Nación. Por tanto afirmaba que el 

Estado no tenía derecho a “apropiarse del patrimonio de nuestros contribuyentes y de 

nuestros representados sin la autorización del Parlamento” (Aguad, 2008). 

Por su parte, el Diputado Federico Pinero (PRO) por CABA, perteneciente al bloque 

más próximo a la posición del sector agrario, enfatizaba la serie de conflictos que habían 

tenido lugar en provincias sojeras como Córdoba, Santa Fe, Entre Ríos y Buenos Aires. 

Según el Diputado, “en lugar de estar atacando a sectores de ganancias extraordinarias muy 

concentradas se ataca indiscriminadamente a sectores medios.” En sintonía con su 

compañero, el Diputado Esteban Bullrich rechazó la idea de que la medida en discusión 

buscaría frenar la sojización del país restándole rentabilidad a la soja. A diferencia de 

algunos legisladores que planteaban un método distinto de implementación de los derechos 

de exportación, Bullrich afirmó: “Yo no creo en las retenciones; mi partido no cree en 

ellas” (Bullrich, 2008). 

La voz más representativa del oficialismo, el Diputado Agustín Rossi (FPV), 

enfatizó la idea de que el Gobierno buscaba el consenso a través de la discusión 

parlamentaria y, en efecto, desmentía la idea de que el Congreso fuera una “escribanía” 

donde se aprobaba todo a “libro cerrado” (Rossi, 2008). Asimismo, destacó los cambios en 

el proyecto de ley: “ante un reclamo de intendentes, productores, presidentes comunales y 

entidades agrarias, pusimos más la mirada en los productores más pequeños, aquellos que 

antes del 11 de marzo pagaban, como todos, una retención del 35 por ciento, (…) 

entendimos la necesidad de contemplar la escala.” 

Por el contrario, el Diputado Miguel Bonasso (2008) insistió en que no se segmentó 

adecuadamente a los distintos sectores pertenecientes al campo. Contrastando las previas 

argumentaciones, el legislador sostuvo que lo que se estaba discutiendo era la verdadera 

esencia del Estado Nacional, puesto que “para existir (…) necesita parte de la renta agraria, 

parte de la renta minera, parte de la renta hidrocarburífera y parte de todo aquello que en la 

República Argentina produce renta extraordinaria. Sin que ello implique un avasallamiento 

del federalismo.” A su vez, planteó la necesidad de construir un nuevo “plan de desarrollo 
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agropecuario”, ya que una sola ley no cambiaría la situación agraria. Esta cambiaría con la 

promoción de otro tipo de producciones, que permitiría el equilibrio de desarrollo 

económico de distintas regiones.  

El bloque socialista, por su parte, rechazó rotundamente la resolución 125. Según 

este bloque, a partir de la fuerte concentración de la producción de la soja, esta medida 

legislativa (aún con las modificaciones realizadas) sería insuficiente para contrarrestar el 

fenómeno de la “sojización”. En palabras de la Diputada Silvia Augsburger: 

 “la aplicación de esta norma producirá (…) un fuerte deterioro en los 

ingresos de los pequeños y medianos productores agropecuarios, que (…) nos han 

demandado una y otra vez que el proyecto que aprobemos reconozca las asimetrías 

existentes en el llamado campo, que reúne a una extensa heterogeneidad de 

pequeños, medianos y grandes productores e inversores agropecuarios” 

(Augsburger, 2008). 

Finalmente, el proyecto fue girado al Senado de la Nación. En aquella oportunidad, 

las argumentaciones tenían una matriz similar a la de sus pares de la Cámara de Diputados, 

pero cabe destacar los discursos de algunos de sus miembros. Particularmente, Miguel 

Ángel Pichetto, jefe del bloque del Frente para la Victoria, explicó que además de ser una 

discusión de materia económica, era también política: “tampoco se trata de un debate de 

intereses, sino de poder. (…) Está en juego la autoridad institucional” (Pichetto, 2008). 

Además de convalidar la posición de sus colegas del bloque oficialista en la Cámara de 

Diputados exponiendo argumentos similares, en esta oportunidad el senador se dirigió hacia 

los integrantes del oficialismo que defeccionarían (posiblemente también, al vicepresidente 

ya que se estipulaba que debería desempatar la votación). Advirtió que sería inconcebible 

que algunos de ellos voten en contra del proyecto del Poder Ejecutivo “salvo que lo quieran 

debilitar, salvo que lo quieran herir de muerte, salvo que quieran empezar a liquidar el 

gobierno.” 

Por su parte, el jefe de bloque de la Unión Cívica Radical, Ernesto Sanz, senador 

por la Provincia de Mendoza, remarcó la necesidad de que, en el momento en el que él 
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tomara la palabra, el Vicepresidente estuviera presidiendo la sesión72, puesto que la 

oposición tenía un mensaje concreto para transmitirle, minutos antes del histórico papel y 

de gran trascendencia que tendría. En contraposición a la postura de Pichetto, Sanz 

contempló que en ese último mes –el más turbulento considerando el alejamiento del 

Vicepresidente del gobierno nacional, en donde se barajaba la posibilidad, por primera vez 

en la historia de que el vicepresidente vote en contra de un proyecto oficial– [Julio Cobos] 

“sorprendió a muchos con gestos de autonomía, de independencia, de grandeza, de 

racionalidad y de búsqueda de consenso, seguramente va a votar bien” (Sanz, 2008). 

A las 3.44 de la madrugada, se votó entre los presentes, dando como resultado 36 

votos positivos y 36 votos negativos. Por esta razón, se reiteró la votación, conforme al 

Reglamento del Senado que estipula: "Si una votación se empata se abrirá una nueva 

discusión, se repetirá enseguida la votación, y si ésta vuelve a resultar empatada, decide el 

voto del presidente. Pueden participar en la segunda votación los senadores que han estado 

presentes en la nueva discusión" (Reglamento del H.S.N., 32). Luego de la ratificación de 

la votación de ambos bloques, Julio Cobos, manifestó que en virtud de preservar la 

institucionalidad y la paz social, buscaría el mayor consenso posible. Afirmó: “Sé que 

formo parte de este gobierno y que vengo de otro sector, de otro espacio político. Por ahí 

esto me permite disentir o diferir en algunas cosas. Esto es la pluralidad” (Cobos, 2008). A 

su vez, expresó que “hay quienes desde lo político dicen que tengo que acompañar el 

proyecto por la institucionalidad, por el riesgo que esto implica. Mi corazón dice otra cosa: 

y no creo que esto sea el motivo para poner en riesgo el país, la gobernabilidad, la paz 

social” (Cobos, 2008). Finalmente, previendo el resultado final, admitió que no podía 

acompañar el proyecto del oficialismo y que, contrario a lo que posteriormente opinarían 

sus colegas, “esto no significa que esté traicionando a nadie” (Cobos, 2008). 

De acuerdo a lo mencionado anteriormente, el diario Clarín titulaba, 

frecuentemente, que el rechazo de Cobos al proyecto de ley del oficialismo había 

desencadenado una crisis política de magnitud incierta, o a una situación dramática e 

inestable. Asimismo, se barajaban versiones de renuncia del Vicepresidente, a pesar de que 

éste lo negaba.  

                                                           
72Ocupaba la presidencia Juan Carlos Romero, vicepresidente del Senado de la Nación. 



79 
 

Reacciones del “no positivo” 

Después de la histórica sesión en el Senado, el 21 de julio el Gobierno publicó el 

decreto 1176 en el Boletín Oficial. La norma ordenaba instruir al entonces Ministro de 

Economía y Producción, Carlos Fernández, a que “(…) limite la vigencia de las normas que 

instrumentaron las retenciones móviles así como las que se destinaron a compensaciones, 

para que rijan retenciones iguales a las fijas que disponían las resoluciones 368 y 369 de ese 

Ministerio de fecha 7 de noviembre de 2007 (conocidas como las del 35%) (…)” (Decreto 

1176/2008). A su vez, alude a que a pesar de que el resultado parlamentario fue contrario al 

interés del Gobierno Nacional de lograr “equidad distributiva y también territorial” 

(Decreto 1176/2008), esta medida respeta los mecanismos institucionales de la democracia. 

Remitiéndonos al documento oficial, hace prevalecer ante todo “la regla central de la 

democracia que es, en diversidad y pluralidad, respetar la voluntad popular, traducida en 

respeto a las instituciones (…). Preservar la calidad institucional, permitirá encontrar 

mecanismos para la composición de los diversos intereses que componen la Patria” 

(Decreto 1176/2008). 

El clima de máxima tensión que se vivió a partir de ese momento aparece reflejado 

en numerosos artículos, editoriales y periodísticos publicados a favor y en contra –sin 

medias tintas– y se extendió hasta tiempo después. Uno de los análisis elaborados a partir 

del clima de inestabilidad política que se desencadenó por la “defección” de Cobos fue 

publicado en el editorial del diario La Nación inmediatamente después. Santiago Kovadloff 

(2008), ensayista, profesor de filosofía y columnista del Diario La Nación, argumentaba 

que había sido un día histórico para la Argentina puesto que “la gran triunfadora” había 

sido la palabra “entendida como recurso eminente de expresión política” y garante del 

fortalecimiento de las instituciones republicanas. La declaración final del Cobos, indica el 

autor, “nos dice, para orgullo de todos los argentinos, que la democracia representativa ha 

sabido llegar más lejos que la arbitrariedad del poder en la elaboración de nuestros 

conflictos.” Con este argumento, intentaba brindar una percepción optimista del 

acontecimiento visto como uno de los primeros “productos cívicos” de aquella gestión y un 

puntapié para el nuevo estilo presidencial de afrontar los futuros enfrentamientos con 

sectores antagónicos al kirchnerismo.  



80 
 

A su vez, manteniendo la misma línea de pensamiento, La Nación publicaba una 

nota de opinión de Noberto Firpo (2008) en la cual se analizaban genéricamente los tonos 

de los discursos públicos. A partir de las reiteradas apariciones públicas de la Presidenta de 

la Nación en el contexto de la crisis del campo, este artículo aludía al énfasis de Cristina 

Fernández de Kirchner en proceder con un estilo confrontativo e indeclinable de su defensa 

de las retenciones móviles propuestas. De esta manera, Firpo indicaba: “No conviene que 

los discursos rabiosos, abruptos, coléricos y/o exasperados sean pronunciados por altas 

magistraturas de la Nación de cuya palabra uno espera mesura y prolijidad conceptual, 

acaso el tono que un filósofo o candidato a estadista brindaría a su pieza oratoria.” A su 

vez, referenciando a Freud y Jung, sostenía que los individuos “imbuidos de prepotencia 

fundamentalista, son incapaces de admitir que tal vez no sean dueños exclusivos de la 

entera torta de la verdad.” 

En contraposición, si bien evitó nombrar el conflicto, la Presidenta de la Nación, 

después del acto inauguración del aeropuerto de Resistencia en la provincia de Chaco, 

indicó: “no solamente estamos nosotros,  también me han acompañado otros que 

pertenecen a otros partidos y han defeccionado algunos que pertenecen al nuestro (…)” 

(Fernández de Kirchner, 2008). Indicó, además, que existía un “camino irrenunciable” 

trazado por el gobierno y extendió su crítica indirecta, posiblemente, a los senadores 

peronistas que no acompañaron el proyecto, ya que elogió la posibilidad de "mirarnos a los 

ojos [al público presente, compuesto por militantes de agrupaciones cercanas al 

kirchnerismo] y saber que nunca nos hemos traicionado.” 

Las reacciones frente a la “defección” de Cobos no tardaron en llegar. Referentes 

del oficialismo de distintos sectores fueron igualmente determinantes. El Secretario General 

de la CGT, Hugo Moyano (2008), afirmó que “la palabra «traidor» no alcanza para calificar 

a Cobos”, y continuó: “Él no es un senador más. No debió haber votado contra el Ejecutivo, 

del que forma parte. De la traición no se vuelve”. Por su parte, el líder del Movimiento 

Libres del Sur, Humberto Tumini (2008), argumentó sobre Cobos: “¿Cómo se debe 

catalogar su conducta? En este país eso se llama traición, se lo mire por donde se lo mire. 

Por eso, Cobos debe renunciar”. En la misma sintonía, el gobernador de Chaco, Jorge 

Capitanich (2008) afirmó: “Se supone que un vicepresidente constituye una fórmula y debe 
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tener solidaridad a las decisiones políticas. Eso no ocurrió así y es el primer hecho 

semejante en la historia de la Argentina”. Asimismo, entendió que, luego de la decisión del 

vicepresidente, ambos mandatarios del Poder Ejecutivo, debían optar por posturas 

diferentes: por un lado, Cristina Fernández debía “construir una agenda para retomar la 

confianza perdida” tras el conflicto, y por el otro, Julio Cobos debía disminuir su 

exposición pública tras la “decisión impactante desde el punto de vista político e histórico” 

que significó su negativa a los intereses del Gobierno. De hecho, Luis D’Elia (2008), activo 

dirigente social aliado al gobierno, lo llamó “Judas” debido a que “tendría que haber votado 

respetando la voluntad del Poder Ejecutivo. La traición es un desvalor, más si se hace en 

nombre de la libertad y con otros valores como la lealtad”. Igual de categóricas, fueron las 

declaraciones de Miguel Ángel Pichetto (2008), presidente del bloque del FPV y expositor 

de la posición oficial en el recinto, quien entendió “la historia lo va a juzgar mal. Es 

incomprensible, es muy difícil que esto pueda ocurrir en una democracia de los países 

modernos”. El rionegrino indicó que le resultó “inentendible” la actitud de Cobos ya que 

"era una discusión sobre una propuesta de su gobierno y el forma parte de ese gobierno”. 

No obstante, otros dirigentes del Gobierno Nacional optaron por una postura más 

moderada al respecto. El principal referente de esta percepción fue el gobernador de la 

Provincia de Buenos Aires, Daniel Scioli, fiel a su estilo conciliador y pacifista, insistió en 

que el Gobierno Nacional debía continuar sus políticas ligadas a la redistribución del 

ingreso, aunque llamó a hacer una autocrítica sobre la forma de lidiar con el conflicto. A su 

vez, refiriéndose a otros enfrentamientos previos entre presidentes y vicepresidentes, afirmó 

que por su parte “opté por cuidar la relación con la Nación por una cuestión de lealtad y de 

patriotismo” (Scioli, 2008). Plantea, en este sentido, que se refuta la idea de que el 

Congreso fuera similar a un paso por una escribanía en la que el Gobierno impondría su 

voluntad sin dificultades. Asimismo, el presidente provisional del Senado, José Pampuro, 

quien había sido encomendado con la responsabilidad de persuadir al vicepresidente de 

votar a favor del proyecto del oficialismo, también decidió no mostrar hostilidad hacia él, 

sino considerar al acontecimiento como “una derrota parlamentaria que cualquier partido o 

fracción política puede tener” (Pampuro, 2008). Sumado a esto admitió que: “la votación 

desfavorable al oficialismo sobre las retenciones generó una minicrisis a instancias del 

vicepresidente Julio Cobos, pero eso no lo convierte en un traidor” (Scioli, 2008). 
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Contrariamente, los referentes de la oposición manifestaron su apoyo a la decisión 

de Cobos de no respaldar al proyecto del Poder Ejecutivo. El senador radical por Mendoza, 

Ernesto Sanz (2008), en las horas previas a conocer la decisión final en las cuales el 

vicepresidente ya se mostraba distante del oficialismo, expresó: “Le hablo al 

vicepresidente, que venga a ocupar su lugar. Su responsabilidad es enorme. Solo le pido 

que recuerde que en los últimos días sorprendió a muchos con sus gestos de autonomía, de 

grandeza, de diálogo" (Sanz, 2008). Aun así, la oposición juzgó a la decisión de Cobos 

como un momento trascendental en el emergente gobierno de Fernández de Kirchner. Elisa 

Carrió (2008), líder de la Coalición Cívica, argumentó que fue "una bisagra histórica que 

inicia el proceso de reconciliación con el pueblo", cuyo componente importante fue que fue 

derrotado no sólo un gobierno, sino una lógica heredada por el ex Presidente Néstor 

Kirchner. En la misma sintonía, el Jefe de Gobierno porteño, Mauricio Macri (2008), uno 

de los integrantes más importantes del arco opositor, celebró el rechazo a la resolución 125 

argumentando el “rol histórico” que obtuvo Julio Cobos por haber podido quien logró 

diferenciar su pertenencia al partido de gobierno y a la propuesta en particular. A su vez, el 

senador radical por Jujuy Gerardo Morales (2008) rechazó las versiones referidas a que esta 

votación pueda llegar a generar un riesgo en la gobernabilidad del país puesto que ambos 

seguirán en sus funciones. 
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4. Análisis comparativo 

 
En este apartado, analizaremos los casos históricos mencionados utilizando las 

variables que explicamos anteriormente: el origen partidario de la fórmula presidencial y el 

método de selección de los candidatos. Para medir la primera, tomaremos la clasificación 

que Serrafero (2008) utiliza para comprender el carácter de la fórmula. En el caso de la 

segunda variable, aplicaremos las categorías del continuo de Rahat y Hazan (2001). A 

partir de estas, utilizaremos la tipología de Mario Serrafero (2008) que nos ayudará a 

comprender en profundidad el interior de la dinámica presidencial.  

Tanto el binomio conformado por Juárez Celman y Pellegrini como los de Luis 

Sáenz Peña y José E. Uriburi, y  Quintana y Figueroa Alcorta presentan fórmulas puras. En 

el primer caso, los mandatarios provenían del mismo partido político (Partido Autonomista 

Nacional). El selectorado era el más excluyente ya que ambos habían sido designados por 

el hombre más poderoso del partido de gobierno: Julio A. Roca. Esta combinación provocó 

que la relación entre ambos fuese sumamente conflictiva; el aislamiento político de Juárez 

Celman produjo un profundo distanciamiento con Pellegrini y Roca. El Vicepresidente 

respaldó al hombre fuerte del partido ya que le debía su designación; por el contrario, el 

Presidente se rodeó de nuevos consejeros quienes aprovecharon el alejamiento 

circunstancial de Roca para apartarlo definitivamente de su antiguo amigo, mientras que 

por lo tanto, la intervención de Pellegrini en Mendoza y el apoyo político incondicional del 

Presidente a Cárcano fueron claros ejemplos de una relación deteriorada. A su vez, el 

Vicepresidente desarrolló una lealtad dudosa ya que, en varias oportunidades, optó por 

decidir en contra del Presidente. Por esto, la fórmula fue no solidaria-moderada ya que 

existieron diferencias significativas pero que, sin embargo, estas no culminaron en un 

conflicto público. En adición, la fórmula continuó su mandato ejerciendo una indiferencia 

mutua sin sufrir conflictos relevantes. Juárez Celman debió renunciar a raíz de problemas 

económicos y sociales y no como consecuencia de conflictos con su Vicepresidente.  

En el caso de Luis Sáenz Peña y José E. Uriburu, el binomio fue constituido a 

último momento. Recordemos que, a partir de la fallida “política del acuerdo”, Uriburu 

compartiría su candidatura con Mitre pero este decidió renunciar. Como consecuencia, una 
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facción del PAN eligió a Luis Sáenz Peña porque, de lo contrario, la facción que había 

elegido a su hijo, Roque Sáenz Peña, impondría su candidato. El historiador Gustavo G. 

Levene (1961) resumió claramente esta situación: “(…) completamente ajeno a la gestión 

de Luis Sáenz Peña, sin ninguna vinculación, ni amistosa, ni política, con el presidente, 

Uriburu fue testigo involuntario de la inoperancia de quien ha llegado al cargo como simple 

instrumento de una finalidad negativa (…)”. Indudablemente, la decisión de una agencia 

partidista no elegida de imponer a Luis Sáenz Peña como candidato a presidente sin el 

consentimiento de Uriburu, produjo las rispideces que luego tendrían los compañeros de 

fórmula. A partir de entonces, la dinámica presidencial fue solidaria crítica puesto que las 

diferencias existieron, pero en ningún momento el Vicepresidente se opuso a las políticas 

del Presidente. Sin embargo, a partir de la renuncia de este último, Uriburu aplicó la “ley 

del olvido”, contraria a las medidas que había tomado Sáenz Peña.  

Quintana y Figueroa Alcorta fueron designados en distintas ocasiones: el Presidente 

fue designado en una Convención de Notables (agencia partidista no elegida73), mientras 

que el Vicepresidente fue elegido por un puñado de dirigentes, entre ellos, su futuro 

compañero de fórmula. Diversos autores han tratado de explicar la actitud de Quintana de 

no respaldar a su compañero de fórmula en un momento tan crítico como fue su secuestro 

por los rebeldes. Aun así, esta fórmula fue solidaria crítica dado que, luego de este 

incidente, no existieron otros ejemplos de conflictividad entre ambos. No obstante, la 

primera medida del gobierno de Figueroa Alcorta (similar a la implementada por Uriburu) 

se pudo haber basado en el objetivo del apaciguamiento de los rebeldes, y, además, de 

enterrar todo rastro del gobierno anterior.   

Por otra parte, Roque Sáenz Peña y Victorino De La Plaza, formaban una fórmula 

pura relativa ya que provenían del mismo partido pero de distintas facciones. Con respecto 

a la selección de los candidatos, en el primer caso, fue designado por el ex Presidente 

                                                           
73 En este caso, es difícil encuadrar a la Convención de Notables en una categoría de Rahat y Hazan puesto 

que, por un lado, corresponde a un determinado grupo de personas invitadas por poseer alguna cualidad en 

particular (pertenencia a una élite cultural, económica, académica, etc.). Este aspecto denota un criterio 

sumamente excluyente para la designación de un candidato. Pero, por otro lado, no es un requisito que 

pertenezcan estrictamente al partido de gobierno y, por ello, tendería a ser más inclusivo. Luego de esta 

salvedad, lo encuadramos en “agencia partidista no elegida” ya que se evidencia la intencionalidad excluyente 

del PAN.  



85 
 

Figueroa Alcorta, mientras que en el segundo caso, fue una congruencia entre los deseos 

del candidato a presidente y la asamblea interna integrada por delegados del partido.  

Debido a su tendencia conservadora, De la Plaza no aprobaba el nuevo clima de 

reformas que había llevado a cabo el Presidente: cambios en la ley electoral, encuentros y 

acuerdos con dirigentes de la oposición, acercamiento con otras fuerzas no conservadoras, 

entre otras cuestiones. En varias oportunidades, insistió en el peligro del avance radical y 

socialista, y así como también, en el declive de los conservadores. Sin embargo, no intentó 

construir un “nuevo oficialismo” en el transcurso de su cargo de Vicepresidente, y luego, 

tampoco intentó desviar la inicial política de Sáenz Peña. Esta circunstancia nos muestra 

que durante el mandato de ambos y la posterior presidencia de De la Plaza mantuvo una 

relación solidaria crítica, sujeta a una lealtad condicionada por las políticas de Sáenz Peña. 

Probablemente, la pertenencia al mismo partido aunque a distintas facciones supuso 

que De la Plaza no tuviera un comportamiento de oposición total a las políticas modernistas 

del Presidente. En efecto, De la Plaza optó por la conciliación la cual, también, implicaba la 

estabilidad de la competencia política. En palabras de Ramón Cárcano (1944: 252), el 

Vicepresidente “(…) cuida de no convertir la disidencia en conflicto”. Incluso, describe una 

situación parlamentaria en la cual un proyecto del Poder Ejecutivo se encuentra frente una 

situación que requiere un desempate y, aún con la disidencia del vicepresidente, este 

desempata a favor. 

A partir de lo anterior, podemos sostener que la variable ideológica tuvo un papel 

mucho más relevante que el mecanismo de selección de candidatos. La ambivalencia 

correspondiente a tener un pensamiento opuesto al de su compañero de fórmula cuando 

ambos eran miembros del mismo partido arrastró a De la Plaza a disentir, sin que esto 

significara un impedimento para el buen funcionamiento del gobierno.  

La fórmula Ortiz-Castillo tuvo un carácter mixto puesto que ambos provenían de 

espacios políticos distintos. Como desarrollamos anteriormente, Ortiz pertenecía a la 

Concordancia mientras que Castillo era miembro del Partido Conservador. Asimismo, sus 

candidaturas se decidieron por separado. En un primer momento, Agustín P. Justo, líder 

indiscutido de la Concordancia, designó al candidato a presidente, y luego de una débil 
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estrategia y pese al desgano de Justo, el Partido Conservador designó por unanimidad  a 

Castillo. 

Este binomio tuvo una de las relaciones más conflictivas de la historia argentina. 

Por un lado, Ortiz se pronunciaba y actuaba en pos de garantizar elecciones limpias y libres 

a diferencia de Castillo quien ignoró este fenómeno y priorizó los resultados electorales 

favorables al conservadurismo. Por otro lado, Ortiz simpatizaba con el grupo de los Aliados 

y Castillo, en cambio, aplicaba políticas de gobierno tendientes a favorecer a los 

representantes de los nacionalismos europeos en el país. A su vez, cabe recordar el 

manifiesto emblemático publicado por Ortiz donde se deslindaba de la acción del 

vicepresidente en ejercicio de la presidencia. 

Estas afirmaciones nos permiten sostener que los integrantes de la fórmula poseían 

la máxima distancia ideológica debido a que nutrieron un binomio no solidario-polarizado. 

Sumado al carácter mixto de la fórmula, se combinó un método de selección 

extremadamente excluyente (la designación de Ortiz a cargo de Justo) y, a su vez, la 

designación de Castillo por unanimidad. Esto supone un método de inclusión en la 

selección del candidato a vicepresidente pero no debe ignorarse que solo una fuerza política 

(de las diversas que conformaban el gobierno) tuvo poder de incidir en la designación de 

Castillo.  

El binomio conformado por De la Rúa y Álvarez fue una fórmula mixta debido a 

que se intentó preservar la representación de las fuerzas más importantes que integraban la 

Alianza. Además, existieron métodos de selección distintos: De la Rúa fue elegido por una 

interna, uno de los métodos más inclusivos, mientras que la candidatura de Álvarez fue 

producto de un acuerdo entre los líderes más importantes de la Alianza. Evidentemente, el 

carácter exclusivo y arbitrario de uno de los métodos de selección no basta para explicar la 

situación de no solidaridad entre los mandatarios. En este caso, tiene una gran importancia 

el origen partidario de la fórmula. El hecho de que adoptaran posturas y acciones distintas 

frente al escándalo de los sobornos en el Senado denota que provengan de espacios 

distintos. Pero la cuestión más trascendental es que Álvarez sabía que si se deslindaba del 

gobierno, también lo haría su espacio político. En este sentido, en un contexto de crisis 

política y económica creciente, su renuncia significaría un debilitamiento del gobierno del 
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que ya no formaría parte (ni él ni su espacio político). Por lo tanto, a partir de su mala 

relación con De la Rúa optó por retirarse del escenario político deteriorado para evitar los 

futuros costos políticos en lugar de continuar en el gobierno junto a su compañero de 

fórmula. Por tanto, es una relación “no solidaria-moderada” puesto que, a pesar de las 

diferencias significativas, su renuncia atenuó la conflictividad entre ellos. Por el contrario, 

la vacancia en la vicepresidencia incrementó exponencialmente el riesgo de inestabilidad 

política que se produciría después. 

Luego de analizar los antecedentes históricos, nos centraremos en los casos más 

desarrollados en este estudio: Gómez y Cobos. 

En principio, el breve período que ejerció Gómez como vicepresidente se dividió en 

dos momentos: el primero que corresponde al viraje económico que emprendió Frondizi 

apenas iniciado su gobierno. Y el segundo, consistió en el momento donde se cristalizaron 

las diferencias entre ambos. Dejando atrás los tradicionales lineamientos del radicalismo, el 

Presidente, aconsejado por Rogelio Frigerio, sorprendió con la implementación del 

desarrollismo. Gómez esperaba que el presidente actuara sobre la base del programa 

político de la UCRI, ilustrado en diversos documentos/discursos (la Declaración de 

Avellaneda de 1945, el discurso radial del año 1955 en repudio al gobierno de Perón, el 

discurso de la proclamación de su candidatura presidencial en el año 1958, e incluso, en su 

obra “Petróleo y política” donde afirmaba categóricamente que el país no necesitaba del 

capital extranjero para lograr un autoabastecimiento). A partir del transformismo político de 

Frondizi, Gómez le expresó en reiteradas oportunidades su disconformidad, que culminó 

con su renuncia formal el 18 de noviembre de 1958, a seis meses de haber asumido su 

cargo de vicepresidente de la nación. La relación entre ambos es no solidaria-moderada ya 

que se evidenciaban claras rispideces en lo que concierne al programa de gobierno. A pesar 

de la pertenencia a la misma facción del partido y de haber sido elegidos por la UCR en su 

conjunto, los líderes sostenían posturas antagónicas con respecto a la política energética. Al 

igual que en el caso de Juárez Celman, Frondizi se rodeó de consejeros externos que lo 

alejaron gradualmente de su vicepresidente. Este último no pudo conciliar su punto de 

vista, que correspondía al de la UCR, con el de Frondizi. Consideramos que la relación es 

moderada puesto que Gómez decidió renunciar para no poner en riesgo la gobernabilidad. 
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Su lealtad estuvo condicionada al partido, no a Frondizi. Es decir, no buscaba el 

debilitamiento del otro, ni el fortalecimiento propio, sino que cuando Gómez se percató de 

que las diferencias se ampliaban cada vez más, decidió retirarse del escenario político en 

lugar de confrontar al Presidente.  

En este caso, el origen partidario y el mecanismo de selección no resultaron 

relevantes para explicar la dinámica conflictiva entre los dirigentes. En efecto, existieron 

factores coyunturales y externos (equipo económico externo, participación de las Fuerzas 

Armadas en el gobierno, coyuntura económica) que torcieron el programa de gobierno 

inicial y provocaron el conflicto entre  ambos. Por otro lado, la pertenencia partidaria fue 

relevante para explicar la conducta de Gómez de no boicotear la estabilidad del gobierno 

sino de renunciar para evitar continuos enfrentamientos en el poder.  

Por el contrario, los esfuerzos de conciliación en el caso de Cobos no prevalecieron.  

La fórmula transitó uno de los conflictos más importantes de la historia argentina. Debido a 

esto, dividimos la relación en dos etapas: la primera corresponde al momento en el que se 

inicia la discusión referida a la resolución 125 y finaliza con la situación de mayor tensión 

cuando el Vicepresidente decide no respaldar el proyecto del oficialismo. En esos meses, la 

fórmula atravesó una relación “no solidaria-polarizada”, en el cual existieron 

posicionamientos antagónicos sobre una misma cuestión. Por un lado, la Presidenta 

expresaba públicamente su apoyo al proyecto –además de ser de su autoría– mientras que, 

el Vicepresidente se mostraba indeciso. Cuando tuvo la oportunidad de demostrar su 

lealtad, votó en contra del proyecto. Este acontecimiento produjo un conflicto grave entre 

ambos mandatarios, y los obligó a cristalizar un enfrentamiento que pretendía ser 

irreversible. A partir de ese día, 17 de julio de 2008, la fórmula pasó a un estado “no 

solidario-moderado” ya que, si bien las diferencias políticas ya habían sido expuestas, 

optaron por evitar otro conflicto y mantener una indiferencia mutua hasta finalizar el 

mandato.  

En esta fórmula, existió una máxima distancia ideológica entre la Presidenta y su 

Vicepresidente a raíz del proyecto de las retenciones móviles. Esta diferenciación política e 

ideológica permitió que la acción de una de las partes –el Vicepresidente– actúe en 

detrimento de la otra –la Presidente, principal impulsora de la medida–. Como 
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consecuencia, el Vicepresidente provocó un debilitamiento de Fernández de Kirchner y del 

gobierno, en la opinión pública, y, a su vez, un fortalecimiento de su figura. Asimismo, el 

hecho de que el líder del partido haya elegido a Fernández de Kirchner y a Cobos no 

incidió en su conducta. Tampoco el carácter mixto de la fórmula puesto que el espacio 

político de Cobos cuando este era Gobernador, mantenía una gran cercanía al Frente para la 

Victoria (factor que lo catapultó a su candidatura en 2007).   

Vemos en la Figura 1 un resumen del análisis de los casos: 

Fórmula 

presidencial  
Carácter de la fórmula 

Método de selección de 

candidatos (Rahat y 

Hazan, 2001) 

Dinámica 

presidencial 

(Serrafero, 2008) 

Juárez Celman 

- Pellegrini 
Pura Líder del partido 

No solidaria 

moderada 

L.Sáenz Peña - 

Uriburu 
Pura 

Agencia partidista no 

elegida 
Solidaria crítica  

Quintana - 

Figueroa 

Alcorta 

Pura 

Agencia partidista no 

elegida (Pte) y líderes 

del partido (Vice) 

Solidaria crítica  

R. Sáenz Peña - 

De La Plaza 
Pura relativa  

Líder del partido (Pte) 

y agencia partidista 

elegida (Vice) 

Solidaria crítica  

Ortiz - Castillo Mixta 

Líder del partido (Pte) 

y agencia partidista 

elegida (Vice) 

No solidaria-

polarizada 

Frondizi - 

Gómez 
Pura 

Agencia partidista 

elegida  

No solidaria - 

moderada 

De La Rúa - 

Álvarez 
Mixta 

Internas abiertas (Pte) y 

Agencia partidista no 

elegida (Vice) 

No solidaria - 

moderada 

Fernández de 

Kirchner - 

Cobos 

Mixta  Líder del partido 

No solidaria - 

polarizada*  y no 

solidaria- 

moderada** 

Fuente: Elaboración propia. 

* En el lapso de la discusión por la Res. 125 

** En el período entre el 17 de julio de 2008 y 10 de diciembre de 2011. 
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Por último, destacamos en estos casos la incidencia de grupos de presión en las 

decisiones de los mandatarios. Los grupos suelen reducir los incentivos del vicepresidente 

para cooperar con el presidente, en momentos donde la conducta del primero es 

fundamental. Por tanto, denominamos “factor conspirador” a los actores económicos, 

políticos y sociales que poseen cierto poder de injerencia en el comportamiento del 

vicepresidente, y por ello, lo utilizan para que produzca acciones contra el primer 

magistrado. De este modo, el distanciamiento entre ambos contribuiría a satisfacer sus 

propios intereses de grupo.  

El histórico rol de las Fuerzas Armadas en la toma de decisiones de los diversos 

gobiernos argentinos fue un factor sumamente influyente que participó en el deterioro del 

vínculo entre los mandatarios. Aunque el gobierno de Frondizi fue electo mediante 

elecciones nacionales, desde 1955, la proscripción del peronismo, la expresión política 

mayoritaria en aquel contexto político, y la constante tutela del sector militar en el posterior 

gobierno de Aramburu, e incluso, en el mandato frondizista, nos permiten determinar una 

gran presencia de este grupo en el escenario político.74 En tal sentido, el caso de Cobos 

evidencia un “factor influyente” plasmado en un sector de los medios de comunicación, 

particularmente en el Grupo Clarín. Como expusimos anteriormente, el multimedio tomó 

una posición con respecto al enfrentamiento del Gobierno Nacional a favor del sector 

agropecuario, y esto acrecentó la sensación de división tanto en la opinión pública como en 

los distintos sectores del oficialismo. Cabe destacar que no es objeto de este estudio indagar 

en profundidad los efectos específicos de los medios de comunicación en la acción del 

vicepresidente, pero queremos remarcar su influencia en el conflicto del campo, 

acontecimiento fundamental para explicar el distanciamiento entre Cristina Fernández de 

Kirchner y Julio Cobos. A su vez, tanto las Fuerzas Armadas como los medios de 

comunicación fueron “factores influyentes” que aportaron elementos para reducir los 

incentivos del vicepresidente de cooperar con el presidente. No ahondaremos más en este 

punto, pero éste podría ser objeto de futuras investigaciones. 

 

                                                           
74 Para ver más en Arditi, León “Frondizi y los militares” El Príncipe, vol.3, n°9, marzo 1962, págs. 8-10; 

Cantón, Darío “La política de los militares, 1900-1971” Buenos Aires, 1971; Chinetti, Jorge “Historia política 

del ejército argentino”, Leoplán, Nos. 740, 741, 742 (1965) págs. 42-50, 54-60, 60-64; entre otros. 



91 
 

5. Conclusiones 
 

El rol de la vicepresidencia de la República y de los vicepresidentes ha tenido la 

ambivalente naturaleza de ser uno de los fenómenos más relevantes a la hora de entender 

los procesos históricos en América Latina. Sin embargo, como expusimos, es uno de los 

objetos de estudio más ignorados por los debates académicos.  

Retomando nuestra hipótesis  –cuando el presidente y el vicepresidente provienen 

de distintos partidos políticos y, al mismo tiempo, existe un mecanismo de selección de 

candidatos excluyente existirá una mayor tendencia a la conflictividad con el presidente, 

que cuando dichos aspectos no existen– podemos concluir que, en términos generales, los 

casos estudiados confirman nuestras predicciones.  

De esta manera, arribamos a dos conclusiones. Por un lado, el método de selección 

de candidatos, en reiteradas oportunidades, permitió explicar el surgimiento de las 

diferencias entre los mandatarios. Advertimos que existe una marcada tendencia en los 

partidos políticos a elegir a sus candidatos mediante mecanismos predominantemente 

excluyentes. “Líder del partido” y “Agencia partidista no elegida” son las categorías del 

continuo de Rahat y Hazan (2001) que más se repiten entre los casos históricos que hemos 

estudiado. La arbitrariedad y la unilateralidad en la decisión de elegir a una o dos personas 

para competir en los comicios electorales continúan siendo las opciones más convenientes 

para la clase política argentina. En este sentido, existe una estrecha relación entre la 

conflictividad que caracteriza a estos casos con una selección de candidatos excluyente. 

Probablemente, la decisión del/os líder/es del partido de convocar a individuos que no se 

conocían, que nunca trabajaron en conjunto ni tuvieron experiencia en cargos ejecutivos o 

que no eran idóneos para tomar esas responsabilidades generaron dificultades al momento 

de coincidir en la toma de decisiones.  

En adición, factiblemente, el hecho de que algunos de los casos seleccionados75 

correspondieran a regímenes semi-competitivos en los cuales, como ya hemos visto, las 

                                                           
75 Juárez Celman-Pellegrini, L. Sáenz Peña-Uriburu, Quintana-Figueroa, R. Sáenz Peña-De la Plaza y Ortiz-

Castillo. 
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elecciones se transformaron en un mecanismo del oficialismo para mantenerse en el poder 

es otro factor relevante para explicar la utilización de un mecanismo de selección de 

candidatos extremadamente excluyente. De este modo, vemos cómo la inequidad en la 

competencia electoral logra plasmarse en la elección interna de las organizaciones 

partidarias. 

De la misma manera, podemos afirmar que el origen partidario de la fórmula ha 

contribuido a entender la postura de los mandatarios frente a las diferencias programáticas 

que poseían, es decir, la manera en que intentaron “resolver” la situación de conflictividad. 

En este caso, notamos que la mitad de las fórmulas que analizamos están compuestas por 

varias fuerzas políticas y la otra mitad, por representantes del mismo partido. En los 

primeros casos, esta variable resultó ser un potenciador de las diferencias entre los 

mandatarios ya que todas las que componen fórmulas mixtas mantienen una relación del 

tipo “no-solidaria” mientras que las fórmulas puras y puras relativas tendieron, en su 

mayoría, a ser “solidarias”. Este fenómeno supone que, cuando los mandatarios pertenecen 

al mismo partido, el vicepresidente intenta coexistir con su compañero de fórmula sin que 

las diferencias excedan el ámbito del Poder Ejecutivo. Este aspecto de la variable ha sido 

un atenuante para la situación aún conflictiva, puesto que los vicepresidentes optaron por 

renunciar antes que desobedecer y enfrentar públicamente al presidente. En este sentido, 

ese hecho hubiese debilitado al gobierno del que formaban parte, y esto también implicaba 

un daño a su propio partido político. 

Posiblemente, también queda planteado otro interrogante que se refiere al rol de las 

elecciones concurrentes como posible garante de la continuidad de políticas públicas, a 

partir de una sucesión presidencial. Es decir, hasta qué punto la elección conjunta de la 

fórmula presidencial posibilita la concordancia de ideas entre el mandato un Presidente, y 

su posterior reemplazo. Por lo tanto, se podrán analizar con mayor profundidad los casos en 

los que la vicepresidencia está vacante y deben convocarse a nuevas elecciones. Este tema 

no es objeto de este trabajo aunque podrá ser el lineamiento de futuras investigaciones. 

Además, se podrá estudiar de qué manera el vicepresidente transgrede la 

continuidad de las políticas públicas llevadas a cabo por el presidente, en el caso de 

sucesión presidencial. En reiteradas situaciones, el vicepresidente a cargo de la presidencia 
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logra rechazar el modelo de gobierno anterior y proponer uno nuevo. Esto implicaría que, a 

priori, no siempre existe una continuidad con respecto al programa de gobierno entre el 

precedente, es decir, el presidente que por diversas razones dejó el poder y su sucesor, el 

vicepresidente que debió dejar su cargo para ocupar el sillón presidencial. En este sentido, 

el reemplazo del presidente por su compañero de fórmula en los gobiernos con sucesión, no 

significaría una continuidad en las políticas de gobierno de su predecesor.  

Nuestra pregunta inicial sobre si las variables del método de selección de candidatos 

y el origen partidario de la fórmula inciden en la conflictividad en el binomio presidencial 

en Argentina está resuelta. Sin embargo, este estudio podría allanar este enfoque para 

estudiar casos donde todavía no se ha abordado la inestabilidad política desde esta 

perspectiva. De esta manera, un tratamiento especializado de la figura del presidente podría 

contribuir a las explicaciones sobre situaciones de inestabilidad política en América Latina. 

Como observamos, las situaciones de conflictividad en el Poder Ejecutivo no son 

inherentes solo a Argentina, con lo cual esta temática podría ser utilizada para explicar 

otros presidencialismos de la región. 
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